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INTRODUCCIÓN. 
La presente investigación, se refiere al tema de las Zonas de Reserva Campesina 
(ZRC) y la importancia de estás en el reconocimiento del campesino colombiano; 
como sujeto político y cultural, a quien no se le reconoce como un sujeto social en 
la sociedad colombiana, reconocimiento que si tienen otras poblaciones rurales 
como los indígenas y afrocolombianos; si bien las comunidades étnicas siguen 
siendo víctimas de exclusión y discriminación por sus formas de vida, estás han 
logrado por medio de sus luchas un conjunto de garantías constitucionales 
especiales que le otorgan un estatus social, cultural, político, económico y el 
derecho inalienable a la tierra y el territorio; por medio de figuras como los 
resguardos y consejos comunitarios, a través  de los cuales pueden construir su 
identidad- territorialidad. Sin embargo, la realidad del campesino dista mucho de la 
de los indígenas y  afrocolombianos,  a pesar de ser estos la mayoría de la 
población que habita la zona rural del país la cual es estimada en un 32% de la 
población total colombiana, evidenciando que existe una ruralidad y un 
campesinado más grande de lo estimado; aunque las estadísticas censales  del 
país  no permiten estimar el número preciso de campesinos al no ser 
diferenciados como una población específica, sino dentro de la población “resto”, 
lo cual deja evidenciar la desvalorización y desconocimiento que se ha venido 
construyendo sobre estos habitantes rurales.  
 
Estudios recientes como el llevado a cabo por el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) denominado “El Campesino: reconocimiento 
para construir país” “Cuaderno del Informe de Desarrollo Humano Colombia 2011” 
dan cuenta de la grave situación de los derechos del Campesino colombiano por 
los problemas generados por el conflicto armado, y más aún por la desvalorización 
y desconocimiento social, político, económico y cultural de la cual ha sido objeto la 
población campesina durante décadas. Ante este panorama, es fundamental 
analizar y avanzar en propuestas que aporten y contribuyan a superar las crisis  
de los derechos de los campesinos colombianos, derechos que han sido 
reconocidos recientemente en la declaración de los derechos de las campesinas y 
campesinos aprobada por el consejo de Derechos Humanos de la Organización 
de Naciones Unidas (ONU), lo cual  genera en el centro de la discusión el 
reconocimiento del campesinado como sujeto político y cultural.  
El trabajo desarrollado durante la investigación social, se realizó por la necesidad 
de hacer frente a las fallas de reconocimiento que afrontan los campesinos 
colombianos, para lo cual es esencial contribuir desde los procesos académicos, 
investigativos y sociales propuestas concretas para lograr el reconocimiento 
político y cultural de nuestros campesinos. Es por ello que como punto de partida 
para el reconocimiento de los derechos del campesino en Colombia es 
8 
 
determinante el  derecho a la tierra y el territorio, es así que por medio de esta 
investigación se busca argumentar y proponer las ZRC como el eje cardinal para 
lograr superar el desconocimiento de los derechos de la población campesina, al 
ser está una herramienta jurídica contemplada en la ley 160 de 1994 y 
reglamentada por el decreto 1777 de 1996 y que hasta el momento no ha sido 
cumplida a cabalidad por la falta de voluntad política por parte del Estado 
colombiano. 
En este sentido se  estudia  las ZRC como un elemento inalienable para lograr el 
reconocimiento de los derechos de la población  campesina, que históricamente 
ha sido víctima de la exclusión y el despojo de su territorio, a partir del cual se 
construyen los procesos políticos y culturales del campesino; puesto que no hay 
vida rural sin una relación ligada a la tierra y el territorio. Es decir, el objetivo de la 
investigación radica en analizar  las ZRC como una forma de  reconocimiento del 
campesino como sujeto político y cultural en Colombia. Al ser esta figura  garante 
de la estabilización del campesino en su territorio, donde esta sea  integral, es 
decir económica, política, social y cultural en aras de  fortalecer el tejido social del 
campesinado colombiano.  
Para llevar a cabo la investigación se realizó una monografía investigativa 
entendida como la indagación sobre un problema nuevo o poco estudiado, para 
hacer nuevos aportes, de manera que se presentan los aportes ya realizados por 
otros investigadores,  permitiendo  realizar un proceso académico de carácter  
bibliográfico que posibilita generar nuevos aportes y análisis teóricos  sobre el 
tema a investigar, a partir de  una investigación  integral, holística, critica y 
propositiva,  para  construir un escenario investigativo  sobre el objeto de estudio 
que sea útil político, cultural y socialmente en aras de la solución de las 
necesidades de la población campesina colombiana, permitiendo aportar al 
fortalecimiento  de las propuestas teóricas existentes, que han hecho énfasis en la 
pertinencia de reconocer las Reservas Campesinas como el eje primordial e inicial 
para dar solución a las desigualdades que históricamente han caracterizado el 
mundo  campesino colombiano. De igual forma, se elaboraron una serie de 
entrevistas a dirigentes, campesinos de la Asociación Nacional de Zonas de 
Reserva Campesina (ANZORC) y académicos que han venido dedicando su lucha 
por el bien común de los campesinos, a través de las ZRC. La metodología 
anterior permitió desarrollar los objetivos y la pregunta de investigación que guio el 
presente trabajo y el cuestionamiento principal: ¿De qué manera las ZRC se 
constituyen en procesos de reconocimiento del campesino como sujeto político y 
cultural?  
 
Como objetivo general de esta investigación se propuso: Analizar la manera en 
que las ZRC se constituyen en procesos de reconocimiento del campesino como 
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sujeto político y cultural en Colombia, y como objetivos específicos los que se 
enuncian a continuación:   
 
- Identificar los aspectos del contexto rural colombiano que determinan el 
desconocimiento del campesino como sujeto de derecho.   
 
- Establecer los antecedentes históricos y los elementos jurídicos que revisten las 
ZRC. 
 
- Caracterizar las diferentes posiciones y perspectivas socio políticas entorno a las 
ZRC.    
 
- Justificar la pertinencia de las ZRC como figura  inalienable hacia el 
reconocimiento del campesino como sujeto político y cultural en Colombia, en 
términos territoriales, culturales y políticos. 
 
Finalmente, la investigación busca aportar en el  entendimiento  del papel de las 
Reserva Campesinas como un elemento fundamental en el avance de una 
Colombia con justicia social y como una forma de reconocer los derechos de 
nuestros campesinos. En este sentido, la pertinencia de la investigación en el 
plano nacional se haya en la necesidad de establecer y evidenciar  propuestas 
concretas, que permitan fortalecer una eventual solución política al conflicto social, 
político y armado del país, donde el reconocimiento de las ZRC se constituye en 
un aspecto crucial para superar  la problemática agraria del país en especial en lo 
que concierne a los derechos de las campesinas y campesinos que históricamente 
han sido excluidos y subordinados, al no ser reconocidos en términos políticos y 
culturales. Así mismo, a través de la investigación se busca generar y ampliar el 
conocimiento sobre las ZRC para trascender las limitaciones y estigmatizaciones 
que se le han atribuido, así como establecer un escenario para reconocer la 
Declaración de los derechos de las campesinas y campesinos y por consiguiente 
al campesino como un sujeto social importante para la historia de Colombia.    
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Capítulo 1. 
El contexto rural de las Zonas de Reserva Campesina (ZRC). 
“Colombia no ha resuelto su problema agrario. Este problema no es sólo el de la tenencia 
de la tierra, la cuestión agraria se ha hecho más compleja a medida que avanza la 
sociedad, los mercados, la tecnología y que la globalización se impone en todos los 
órdenes de la actividad humana. El problema agrario es la carencia de una decisión 
política de reformar la estructura agraria en función de objetivos de desarrollo y equidad 
de largo plazo”1 Absalón Machado       
“Todos los intentos de reformar la estructura agraria han fracasado. Desde el gobierno de 
López Pumarejo hasta el de Andrés Pastrana no se ha hecho nada distinto a titular 
baldíos, una estrategia pragmática, dada la radical oposición de los latifundistas —armada 
unas veces, parlamentaria otras— a ceder un centímetro de lo acumulado bajo todas las 
formas de adquisición”2 Alfredo Molano 
 
Para desarrollar un análisis sobre la importancia de las ZRC, en el reconocimiento 
del campesino como sujeto político y cultural, es necesario realizar un marco 
contextual sobre la cuestión agraria en Colombia; esto con el fin de precisar la 
trama de problemáticas que han configurado el escenario agrario - rural  del país, 
y generado la situación actual en la que viven los campesinos colombianos. Este 
primer capítulo  aborda un aspecto primordial; contextualizar los conflictos 
concretos del campo colombiano que han creado la situación de desconocimiento 
y desvalorización del campesino.   
El presente capitulo no busca presentar un  examen exhaustivo de cada una de 
las problemáticas o posibles soluciones, puesto que no es el objetivo clave de la 
investigación,  sino que pretende ofrecer y facilitar al lector un marco referencial 
que posibilite  nutrir  la reflexión, el debate y el análisis de la delicada  situación  
agraria de Colombia, y por consiguiente de un número significativo de 
“conciudadanos” o mejor de pobladores rurales, estimados en un 32 % de la 
población total en Colombia.  
1.1 Más vigente que nunca: el problema agrario sin resolver.   
Durante el año 2013 el país fue testigo de un Paro Nacional Agrario y popular,  
que obligó a la Colombia “urbana” a prestar atención sobre lo que aquellos 
campesinos y campesinas organizados estaban expresando en la carreteras del 
país; exigiendo al gobierno nacional y porque no,  a la sociedad en general; 
                                                          
1
 MACHADO, Absalón. Tenencia de tierra, problema agrario y conflicto. 
2
 MOLANO, Alfredo. De nuevo zonas de reserva Campesina, El espectador, 15 diciembre del 2012.  
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solución a la crisis histórica y cada vez más grave del campo colombiano 
producto, de la  profundización del actual modelo económico de la nación 
colombiana, que  ha afectado sin duda alguna al agro y la vida rural colombiana, lo 
que ha desembocado en un Paro Nacional y una fuerte movilización social en 
favor del campesinado y en contra de las políticas estatales, representado de esta 
manera la movilización social en Colombia más importante en lo que va del 
presente siglo. Según cifras otorgadas por Esmeralda Prada3 a finales del siglo 
pasado (XX) se presentaron 1.819 manifestaciones, protestas y movilizaciones 
sociales de la población rural (Campesinos, Indígenas, afrocolombianos), cifras 
que visibilizan que algo anda mal desde hace tiempo en el campo colombiano, 
según dicha autora, 1.099 de estas acciones tuvieron como fin la invasión o mejor 
la toma de tierras, lo cual nos permite deducir la elevada concentración de la 
propiedad. Otro de los motivos que impulsaron estas protestas durante el siglo XX 
fueron los reclamos contra las políticas agrarias (pocos créditos, comercialización, 
distribución de la tierra, solución a los cultivos ilícitos e incumplimiento de la ley 
160 de 1994), en este último aspecto, es esencial resaltar las movilizaciones 
realizadas por los campesinos cocaleros del suroccidente del Meta y el 
noroccidente del Guaviare entre los años de 1985 y 1987 y las marchas 
campesinas de 1996, que abarcó otras zonas cocaleras de Putumayo, Caquetá, 
Cauca y Sur de Bolívar, las cuales darían origen a la figura de Zonas de Reserva 
Campesina contempladas actualmente  en la ley colombiana y que se aborda de 
manera más detalladamente en un capitulo  posterior.  
Esta crisis de la cuestión agraria del país se encuentra enmarcada en un conflicto 
social, político y armado; el cual ha sido producto de una violencia estructural 
ejercida entre otros actores por el Estado colombiano desde hace décadas; este 
conflicto ha generado desplazamiento forzado, el despojo de tierra, concentración 
de la propiedad, uso inadecuado del suelo, la crisis por la expansión de la frontera 
agraria, la destrucción de la economía campesina, el Paramilitarismo y su alianza 
con multinacionales (paraeconomía) y los cultivos ilícitos. Sumado a las lógicas del 
modelo económico neoliberal, la crisis  epistemológica  sobre lo rural y lo agrario 
en Colombia; todo lo anterior ha contribuido a la desvalorización del campesino y 
demás pobladores rurales, reduciéndolos la mayor parte de las veces a actores 
delincuenciales, criminales y manipulados; estas afirmaciones responden a los 
discursos propios empleados en escenarios de conflictos complejos y 
heterogéneos, que desconocen y deslegitiman los procesos organizativos, 
políticos e históricos del campesinado para defender y exigir sus derechos ante el 
                                                          
3
 PRADA, Esmeralda. Luchas campesinas e indígenas. En Mauricio Archila (comp.), 25 años de luchas sociales 
en Colombia 1975-2000. Bogotá: CINEP, 2003. 278 p.  
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abandono y la represión estatal de la que han sido víctimas. Ello solo será posible 
resolver si se logra superar los problemas de la estructura agraria del país donde  
el Estado colombiano tiene una responsabilidad histórica.  
1.1.1 La concentración de la tierra: las cifras sobre la concentración de la tierra 
evidencia que es está, una de las contradicciones históricas vigentes desde la 
conquista española, que se vino a consolidar entre los años de 1984-1996, según 
lo indica Darío Fajardo4; al inicio de este periodo el 65% de los pequeños 
propietarios controlaban el 5% de los predios, para 1996 el 66,8% solo controlaba 
el 4,3%. Fajardo basado en el estudio del IGAC-CORPOICA según el cual 15.273 
propietarios poseen el 61,2% del área predial la cual equivale a un aproximado de 
47.147.680 hectáreas, mientras 3,5 millones de personas poseen solo el 24,2% 
equivalente a 18.646.473 hectáreas. Cabe aclarar que el auge en la concentración 
de la tierra durante estos ochos años, es producto de la influencia del narcotráfico 
en la compra de tierra, por medio de la titulación de la propiedad a través de 
testaferros5 y por las acciones paramilitares, muchas de las cuales eran 
financiadas por empresas o personas naturales,  interesadas en adquirir tierras 
para megaproyectos agroindustriales como la palma de aceite por ejemplo.  
De igual forma, en un estudio más reciente  publicado en el año 2011 por el PNUD 
“Informe Nacional de Desarrollo Humano 2011 Colombia rural Razones para la 
esperanza”6 estima que la concentración de la tierra y la desigualdad han crecido 
en la última década en el campo colombiano. Para el PNUD el índice Gini rural 
que mide la desigualdad y la concentración de la tierra pasó de 0,74 a 0,88, la 
mayor concentración de la propiedad está en las zonas ganaderas y en las que se 
explotan recursos naturales. De la misma manera, dicha concentración está 
indudablemente asociada  al poder político regional, dado que existe una mayor 
persistencia de concentración, en donde grupos políticos específicos se han 
afianzado, producto de la construcción de un imaginario social e histórico: A mayor 
propiedad de tierras mayor poder político y económico. Este imaginario se 
contrasta, con los planteamientos de Albert Berry, quien ha evidenciado desde 
hace varias décadas; que mientras más pequeña sea la propiedad de la tierra se 
genera una mayor productividad de la misma, es decir las parcelas pequeñas 
dedicadas exclusivamente al agro y no a otro uso, (como ganadería, baldíos etc.) 
generan más estabilidad y rentabilidad para la economía nacional. 
                                                          
4
 FAJARDO, Darío. Notas para la formulación de un programa de desarrollo rural para la paz. En: Colombia, 
tierra y paz. Experiencias y caminos para la reforma agraria. Alternativas para el siglo XXI, Bogotá: Incora,  
2002. P. 14-37.   
5
 Persona que presta su nombre en un contracto, pretensión o negocio que en realidad es de otra persona.  
6
 PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDADES PARA EL DESARROLLO (PNUD). Colombia rural Razones para la 
esperanza. Informe Nacional de Desarrollo Humano Colombia 2011. Bogotá, Colombia: INDH PNUD, 
Septiembre de 2011, 446 p. 
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Hoy día se considera que una estructura agrícola compuesta de fincas relativamente 
pequeñas y cuyos dueños las cultiven, alcanza una mayor productividad promedia de la 
tierra que otras de diferente tenencia y uso (…) Países que por buena suerte o por 
buenas decisiones políticas terminaron con sistemas agrícolas dominados por 
propiedades familiares, han recibido los beneficios de un crecimiento económico 
saludable, una participación política amplia, una estabilidad política y una ausencia de 
protesta seria. La mejor estructura parece ser una en que se define un techo en el tamaño 
de la propiedad agrícola, bien sea por costumbre o por ley; tal límite deja innecesaria la 
lucha continua que se requiere en otros contextos para evitar que la propiedad de la tierra 
se vuelva a concentrar. Si se le quita a algunos pequeños productores la opción de invertir 
en la expansión de sus propiedades como frente de status y de reserva de riqueza (…) su 
probable efecto neto es el de aumentar el nivel de inversión en equipo técnico de los 
ahorros agrícolas precisamente, porque disminuye el atractivo de la tierra como lo 
demuestran las dos principales reformas de américa latina (Bolivia y México)
7
. 
     
Para Berry,  esta situación antes descrita se presentaba en Colombia a finales de 
los años cincuenta e inicio de los sesenta, sin embargo esta empezó a cambiar 
debido al alto porcentaje de concentración de la tierra, que se agudizo a partir de 
la época de la violencia, como lo expresa igualmente Estanislao Zuleta8; lo que  
generó  un escenario de conflicto social, político, económico y armado, que ha 
acrecentado la ambigüedad sobre los títulos de la tierra; la mala distribución del 
ingreso, mala infraestructura rural, el pésimo servicio de salud y educación entre 
otros. Se puede entonces contemplar, que la mejor forma de superar el conflicto 
colombiano agrario está, en la capacidad de garantizar un conjunto de derechos 
sobre la tierra, que permita el acceso a la población afectada durante décadas de 
violencia, posibilitando el cambio del viejo  imaginario social, sobre la relación 
acaparamiento de tierra-poder político característico en Colombia; por medio de 
una reforma agraria integral que limite el acceso a la tierra y haga una distribución 
justa y equitativa de la misma.         
 
Adicionalmente en un informe especial de la Revista Semana y el Instituto de 
Ciencia Política Hernán Echavarría9  se estiman un conjunto de cifras sobre la 
concentración de la tierra; dichas cifras se basan en el Informe Nacional de 
Desarrollo Humano del PNUD y en el CEDE de la universidad de los Andes: 
 
- El 77% de la tierra está en manos de 13% de propietarios, pero el 3,6% de estos 
tiene el 30% de la tierra. 
 
- El 80% de los pequeños campesinos tiene menos de una Unidad Agrícola Familiar 
(UA F), es decir que son minifundistas  
 
                                                          
7
 BERRY, Albert. ¿Podría una Reforma Agraria Haber evitado la crisis en Colombia?. P. 5-7.  
8
 ZULETA, Estanislao. La tierra en Colombia. Bogotá: Editorial La Oveja Negra, 1973. p 103-151.   
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- El 68% de los predios registrados en catastro se clasifican en pequeña propiedad, 
pero esta sólo cubre el 3,6% de la superficie productiva. 
  
- Un 18% de los propietarios de tierra no tienen formalizado sus títulos. Además, la 
informalidad entre los pequeños productores supera el 40%. 
  
- En los últimos 50 años se han titulado 23 millones de hectáreas, el 92% de ellas 
baldíos o títulos colectivos. Por reforma agraria, apenas se ha titulado el 5,6% de 
ellas. 
 
1.1.2 Desplazamiento forzado y  despojo de tierras: el proceso de formación de 
la estructura agraria en Colombia, ha estado caracterizado por una apropiación 
injusta y violenta de la tierra, sólo en las dos últimas décadas se estima que 6,6 
millones de hectáreas fueron despojadas por vías  violentas, lo cual representa un  
15% de la superficie agropecuaria del país. El despojo de tierras,  por parte de los 
actores armados ha producido en el país un alto porcentaje de desplazamientos 
forzados, que han facilitado la concentración de la propiedad rural, es decir que  
hay una relación innegable entre el fenómeno de desplazamiento con el problema 
que anteriormente se abordó. Para Darío Fajardo “el fenómeno del 
desplazamiento forzado no es reciente y hace parte de la historia 
sociodemográfica de la nación” desde las guerras civiles del siglo XIX; sin 
embargo, fue una problemática que solo se vino a contemplar por lo menos desde 
el plano jurídico con la ley 387 de 1997 que define como persona desplazada 
aquella: 
  
que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad 
de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su 
seguridad o libertad personales han  sido vulneradas o se encuentran directamente 
amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado 
interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de 
los derechos  humanos, infracciones al derecho internacional humanitario u otras 
circunstancias emanadas de las situaciones anteriores  que puedan alterar o alteren 
drásticamente el orden público
10
.    
 
En el informe divulgado  por el Centro de Monitoreo del Desplazamiento Interno 
(IDMC, por sus siglas en ingles)11 en el mes de abril del año 2013; el país 
encabeza la lista como la nación con mayor desplazamiento en el mundo con un 
estimado entre 4.9 y 5.5 millones de desarraigados para el 2012, el total de 
desplazados por la violencia en el mundo alcanzó una cifra récord de 28.8 
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millones en 2012, lo cual representa que del total porcentual mundial de 
desplazamiento el 19,10 % se dio en Colombia.  
 
Por otro lado, la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento 
(CODHES)12  en su informe sobre desplazamiento del 2012 estima que durante el 
año  2012 por lo menos 256.590 personas se vieron obligadas a desplazarse, es 
decir que cerca de 65.748 familias fueron forzadas a dejar sus hogares para 
proteger sus vidas y su integridad, como consecuencia de las vulneraciones 
sistemáticas a los derechos humanos de la población civil; por  parte de los grupos 
armados vinculados a los conflictos, y por la displicencia;  de no adoptar medidas 
oportunas, pertinentes y eficaces de protección por parte del Estado. Es así como, 
a diciembre de 2012, el acumulado de víctimas de desplazamiento forzado en 
Colombia ascendía a 5’701.996 desde 1985, de acuerdo con las estimaciones 
históricas del CODHES, doscientas mil personas más que las estimadas por 
IDMC.  
 
Grafica 1. Desplazamiento forzado en Colombia: Cifras históricas. 
 
Fuente: CODHES 
 
De igual forma, es claro que el desplazamiento forzado no es solo generado 
directamente por actores armados, sino que detrás de estos existen también 
presiones económicas y factores estructurales que terminan expulsando al 
campesino hacia las ciudades del país.  
 
1.1.3 Uso irracional del suelo: A pesar de la falta de acceso a la tierra, el 70% de 
los alimentos que se producen en el país vienen de pequeños campesinos. Sin 
embargo, el problema no es solamente la tenencia de la tierra, sino el mal uso que 
se hace de la misma. Según la información suministrada por el Cuaderno “El 
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Campesino Reconocimiento para construir un país”, hacia el año 2009 se logró 
identificar  un fenómeno social; del uso irracional de la tierra para la actividad del 
cultivo de alimentos, en concreto la superficie destinada a la actividad agrícola y 
silvoagrícola. 
  
“era de 4,9 millones de hectáreas, aunque se estima que 21,5 millones tienen aptitud 
agrícola, es decir solo el 22,7% de la superficie con vocación agrícola es utilizada para el 
establecimiento de cultivos, lo contrario sucede con la actividad ganadera que dedica 39,2 
millones de hectáreas para mantener el hato, mientras que sólo el 53,8% del área 
utilizada tiene aptitud para desarrollar esta actividad”
 13
  
 
Es decir, que sólo se están usado en el país un promedio  de cinco millones de 
hectáreas en agricultura, ante un potencial de 21,5 millones según el IGAC, lo cual 
ha generado una sobreexplotación en ganadería y una subutilización de la 
vocación agrícola de la tierra en Colombia,  evidenciando que el país tiene como 
constante un proceso de “ganaderización” del sector rural como lo ha definido el 
Informe del PNUD.  
 
En el mismo sentido Absalón Machado plantea que el uso irracional de la tierra: 
Provoca limitaciones a la oferta alimentaria: baja productividad y competitividad, poca 
utilización de la mano de obra, degradación de los ecosistemas, destrucción de los 
recursos naturales y pobreza. Tan perversa es la concentración de la tierra como lo es el 
mal uso que se hace de ella”  y establece de igual manera “tales aspectos constituyen 
parte significativa del problema agrario en Colombia, sin que las autoridades 
gubernamentales y la sociedad, en general hayan tomado conciencia sobre la gravedad 
de la situación, y en especial de lo que ella significa para la futura generación
14
.  
Este mal uso de la tierra hace evidenciar, que la producción alimentaria no ha sido 
la preocupación principal, de los gobiernos ni de los empresarios del sector rural, a 
pesar de que  una hectárea de agricultura genera 12,5 más valor, que una de 
ganadería, la cual debería constituirse como  el eje principal de la actividad, ya 
que la producción agraria garantiza en primera instancia  la soberanía alimentaria 
y la economía campesina del país. Sin embargo, parece que no hay ninguna 
intención de que esto cambie, según el informe ya citado de la Revista Semana 
5,8 millones de hectáreas (más de lo que hay sembrado en comida) han sido 
otorgadas dentro de los 9.000 títulos mineros vigentes y hay 20.000 nuevas 
solicitudes, él  2,5% de la tierra apta para agricultura está sembrada en 
biocombustibles como caña y palma, y  de los 34 millones de hectáreas que se 
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han titulado a las comunidades indígenas y afrodescendientes; apenas 3 millones 
son aptas para la agricultura, además  determina que por año se 
deforestan 290.000 hectáreas, y por lo general pasan a la actividad ganadera, de 
manera que retroalimenta el ciclo perjudicial e indebido del uso de la tierra, tal 
como lo indica el siguiente cuadro que ratifica y muestra lo anteriormente 
mencionado.   
 
Uso de la tierra. 1995-2009 
Actividad  1995 2009 Variación  % variación  
Agricultura  4 216 409 3354349 -862060 -20,45 
Pastos  30 308 867 39 196 059 8 887 192 29,32 
Bosques  8 862 306 7 425 041 -1 437 265 -16,22 
Otros usos  1 573 403 966 294 -607 109 -38,59  
Total  44 960 985 50 941 743 5 980 758 13,30 
Elaborado por PNUD INDH 2011, en base al Ministerio de agricultura DANE, ENA.15  
 
Los tres puntos anteriores, permiten identificar los primeros aspectos del contexto 
rural colombiano que determinan el desconocimiento del  campesino; como sujeto 
político y cultural, estos aspectos giran  en torno a la tierra, el territorio y el uso de 
los mismos. Respecto a la concentración de la tierra se puede determinar que la 
desigualdad de la misma está estrechamente ligada con la injusticia, así como 
dicha concentración  y el desplazamiento forzado han configuran el escenario de 
desterritorialización resultado de los conflictos, no solo armado sino de los 
existentes entre campesinos y terratenientes, y/o agronegocios; que disputan las 
tierras y los territorios para desarrollar sus intencionalidades económicas, políticas 
y sociales, lo que permite caracterizar tres tipos de paisajes o territorios:  
 
En esta condición tenemos tres tipos de paisajes: uno, el del territorio del agronegocio, 
que se distingue por la gran escala y la homogeneidad del paisaje; por la desertificación 
poblacional, el monocultivo y la producción para la exportación; dos, el territorio 
campesino, caracterizado por la pequeña escala y la heterogeneidad de su paisaje 
geográfico con frecuentes doblamientos; se distingue por la policultura y por la 
diversificación de alimentos orientados el desarrollo local, regional y nacional; y tres, el 
territorio campesino monopolizado por los agronegocios, que se distingue por la escala y 
homogeneidad de su paisaje geográfico y por el trabajo subordinado y controlado 
técnicamente por los commodites que se utilizan en los territorios campesinos.16 
 
Es decir, que ante el despojo y la concentración de la  tierra y el territorio; génesis 
de la vida social y cultural, a partir de la cual el campesino construye su existencia, 
se ha acrecentado procesos de disputa territorial, que han expulsado y negado al 
campesinado a través de la expropiación de sus territorios y espacios vitales, 
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donde se dinamiza y configura la cultura campesina   desde, para y con el 
territorio; estableciendo un mundo rural homogéneo propio del territorio del 
agronegocio, caracterizado en el caso colombiano por los  procesos de 
acaparamiento y desplazamiento del campesino de su contexto histórico, a las 
urbes de Colombia; donde los conocimientos, los saberes, las prácticas y la 
cultura campesina son subvalorados y estigmatizados, en términos como 
montañeros, atrasados e ignorantes. De igual modo, el uso irracional de la tierra 
presente en Colombia, impide que se de una política de soberanía alimentaria 
entendida como el derecho de los pueblos a alimentos nutritivos y culturalmente 
adecuados, así como el derecho a decidir los propios sistemas alimentarios y 
productivos, en tanto prioriza entre otras cosas las economías campesinas y por 
consiguiente, otorga a los campesinos y a su  agricultura familiar un 
reconocimiento de su importancia en la sociedad.   
 
1.1.4 La frontera Agraria, colonización sin control: la problemática generada 
por la ocupación económica y social del territorio, es decir por los nuevos frentes 
de colonización17 junto a la implementación  de megaproyectos de desarrollo; 
siguen influyendo y presionando la frontera agraria del país. Ocasionando fuertes 
conflictos entorno al  uso de las áreas rurales no solo en el plano político, 
económico, social, cultural, más aun; ambiental, evidenciando la ausencia de  
políticas de ordenamiento territorial que permitan regular de manera eficaz la 
frontera agraria en Colombia, esta problemática; es la consecuencia de la alta 
concentración de la propiedad en el medio rural, el narcotráfico, el desplazamiento 
producto del conflicto armado y  la violencia ejercida por grupos paramilitares 
aliados con algunos empresarios, que vieron la posibilidad de apropiarse, adquirir 
y legalizar las tierras despojadas a los campesinos colombianos; que se han visto 
obligados a fluctuar  por  las dinámicas y avances de la colonización en:  
 
 “el ciclo migración-colonización-conflicto-migración", que traslada a muchos de sus 
actores,  inclusive a través del tiempo y el espacio, como elementos constantes en el 
proceso de la  colonización y que detrás de ellos lleva y reproduce la estructuras agraria y 
las contradicciones propias de ella, prácticamente a todos los rincones de la frontera 
agrícola”
18
 
 
Diversos estudios sobre la colonización en Colombia, relacionan este ciclo con los 
conflictos entorno al acceso de la tierra, donde los campesinos desplazados de 
sus lugares de origen se constituyeron en pioneros de los procesos de 
colonización en el país; ciertos procesos  se vieron forzados a volver a realizar, 
dada la sobrevalorización de algunas de esas zonas, producto del trabajo 
campesino donde pasaron a manos de empresarios o elites políticas locales 
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aliadas con grupos paramilitares interesadas en las tierras.  Es así, que las zonas 
de frontera agraria se convierten en uno de los escenarios principales de 
confrontación, en el cual se profundizan las contradicciones sociales y económicas 
del país resultado de los procesos de expansión del control monopólico de la 
tierra; como vía para forzar a colonos, jornaleros sin tierra y otros pequeños 
campesinos, a ofertar su fuerza de trabajo a las grandes explotaciones, en la 
medida  que estás excluyen por diversas estrategias, a la mayoría de la población 
rural el acceso a tierras de mejor calidad.  
 
Según la  Acción Social, para el 2009 cerca de 2,9 millones de personas ocupaban 
áreas de reserva, en aplicación de la Ley 2.a de 195919, y reclamaban del Estado; 
derechos como acceso al crédito, asistencia técnica, justicia, educación y salud. 
Muchas de estas familias se vieron obligadas a abrir nuevos frentes de 
colonización ante la pérdida de sus tierras producto de lo anteriormente 
argumentado.  
  
1.1.5 Modelo económico neoliberal y la paraeconomía: Desde la apertura 
económica durante el gobierno de Cesar Gaviria (1990 -1994) que obligó a 
Colombia a entrar en la denominada  “modernidad” sin haber solucionado su 
compleja problemática agraria, y optando por un conjunto de políticas estatales 
que ha profundizado la apuesta por una economía extractivista, de megaproyectos 
promovidos por el capital transnacional; subordinando y subvalorando la economía 
campesina. Este rumbo económico, del Estado colombiano coincide con el 
fortalecimiento del paramilitarismo a nivel nacional, logrando consolidar un nuevo 
proceso de contrarreforma agraria que ya se venía impulsando por diversos 
mecanismos desde los sectores latifundistas, ganaderos, ligados a las mafias 
políticas económicas de las regiones del país;  lo que  término generando el 
despojo de tierras, además de fenómenos como la parapolítica y paraeconomía.  
La política económica hacia el sector rural, se ha vinculado directamente con el 
mercado internacional a través de los Tratados de Libre Comercio, firmados con 
países como Estados Unidos, Corea del Sur, entre otros; y a partir de estos 
acuerdos se ha propiciado una crisis en diversos sectores productivos del agro, 
obligando a los campesinos a movilizarse en contra de estos tratados, de las 
políticas agrarias del Estado. Esto se demuestra con la pérdida de la soberanía 
alimentaria; actualmente se importan unas 9 millones de toneladas de alimentos al 
año, mientras en el país la tierra apta para la producción de alimentos se 
encuentra concentrada en la actividad ganadera como se analizó anteriormente. 
Ante esta realidad, a los campesinos les queda para sobrevivir el cultivo de la coca 
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y demás cultivos ilícitos que resultan más rentables, ante la situación de un 
mercado interno de alimentos  copado por los productos extranjeros. 
La estructura económica neoliberal, que ha establecido los patrones de desarrollo 
rural en Colombia; es catalogada según el Informe Nacional de Desarrollo 
Humano un modelo que se caracteriza porque: 
a. No promueve el desarrollo humano y hace más vulnerable a la población rural. 
b. Es inequitativo y no favorece la convergencia. 
c. Invisibiliza las diferencias de género y discrimina a las mujeres. 
d. Es excluyente. 
e. No promueve la sostenibilidad. 
f. Concentra la propiedad rural y crea condiciones para el surgimiento de conflictos. 
g. Es poco democrático. 
h. No afianza la institucionalidad rural.20 
  
Lo que permite concluir en un primer momento que: 
  
El modelo de desarrollo rural construido es altamente inequitativo y excluyente, propicia 
innumerables conflictos rurales, no reconoce las diferencias entre los actores sociales, y 
conduce a un uso inadecuado y a la destrucción de los recursos naturales. Acentúa la 
vulnerabilidad de los municipios más rurales en relación con los más urbanos, y no 
permite que se genere la convergencia entre lo rural y lo urbano. Además, se ha 
fundamentado en una precaria y deteriorada institucionalidad pública que le abre más 
espacios a la actuación de las fuerzas del mercado en una sociedad llena de 
desequilibrios e inequidades.” Y que “La solución de la deuda social y política con el 
mundo rural de Colombia, al cual se le ha dado la espalda por décadas, necesita de más 
Estado en el mercado y menos mercado en el Estado21.  
 
A lo anterior se suma las dinámicas paramilitares, donde el estudio realizado por  
Alejandro Reyes22 ha caracterizado el impacto del paramilitarismo en distintas 
regiones del país, según las estructuras agrarias anteriores al desplazamiento. Por 
ejemplo en regiones como la costa atlántica donde históricamente ha habido una 
tradición de concentración de la propiedad de la tierra; la acción paramilitar 
fortaleció esta estructura agraria y la situación de marginalidad y subordinación de 
los campesinos. En regiones como el Meta y Caquetá, zonas de colonización 
campesina reciente, los paramilitares aumentaron la movilidad migratoria de la 
población campesina, articulada a los cultivos ilícitos y a la compra de tierras por 
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narcotraficantes y los denominados “dueños de buena fe”23. En regiones de 
minifundio y propiedad fragmentada de la tierra, no fueron intervenidas por la 
acción paramilitar y se preservo una estructura equitativa de la propiedad. 
 
Este fenómeno se constituyó en la última contrarreforma agraria,  la cual no solo 
afianzó la estructura bimodal agraria de Colombia, sino que generó nuevos 
fenómenos ligados entre sí como la parapolítica y la paraeconomía, esta última 
gravita de manera más directa entorno a la problemática agraria del país, lo que 
permite demostrar, cómo por medio del despojo de tierras se abrió camino a una 
serie de negocios y adquisición de propiedades para megaproyectos; 
agroindustriales, bananeros, mineros y ganaderos a costa del despojo y 
desplazamiento de campesinos y comunidades enteras. Solo basta recordar las 
palabras de Vicente Castaño para formar una idea clara de la alianza entre los 
paramilitares y algunos empresarios del país:  
“En Urabá tenemos cultivos de palma. Yo mismo conseguí los empresarios para invertir 
en esos proyectos, que son duraderos y productivos. La idea es llevar a los ricos a invertir 
en ese tipo de proyectos en diferentes zonas del país”24. 
Estos aspectos permiten ratificar, otro de los elementos fundamentales que erigen 
el desconocimiento del campesino; en este caso la destrucción de la economía 
campesina cuya base fundamental, es el trabajo familiar y que no se limita a una 
simple concepciones de economía política, sino que a su vez tiene un significado 
cultural para el campesino, al ser una economía cuya relación con la tierra y el 
territorio es fundamental para organizar la vida cotidiana de las comunidades 
campesinas. Por estas razones, es primordial que el Estado diseñe una política 
económica nacional para dichas economías, donde se supere la  carencia de 
voluntad política del Estado, diseñando un modelo de desarrollo que incluya este 
tipo de economía de carácter sociocultural gravemente afectada por las políticas 
estatales; por la contradicción y tensión de está con la ganadería extensiva, la 
agroindustria capitalista, la gran minería y  las economías extractivas propias del 
modelo económico imperante en el país, contradicción que genera  una serie de  
disputas  por el control sobre el territorio, el uso y tenencia de la tierra; donde el 
paramilitarismo ha tenido un papel preponderante al hacer presencia y ejercer 
control en regiones de interés lucrativo apetecidas por sus recursos minerales, 
carbón, petróleo y palma aceitera, evitando una Reforma Agraria Integral que 
genere un modelo de desarrollo para el sector rural garantizando la estabilidad y el 
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reconocimiento de la economía campesina que ha sido gravemente afectada por 
la paraeconomía25 y el modelo de desarrollo neoliberal. 
1.1.6 Cultivos ilícitos: la producción y la comercialización de los cultivos ilícitos 
(cocaína, amapola y marihuana) cuyo auge se dio en las décadas de los años 
ochenta – noventa y  que aun permea el tejido social, económico y político del 
país;  se ha constituido en uno de los factores más importantes de la economía y 
uno de los componentes más activos del conflicto que vive la sociedad 
colombiana. Sin duda, la crisis agrícola acrecentada por la apertura económica y 
la debilidad del estado colombiano con sus precarias políticas agrícolas y sociales  
han contribuido de manera innegablemente a la formación  de esta problemática, 
de la cual hasta el momento solo ha sido aborda de manera concreta y sofisticada 
por las vías militares. Al respecto Ibán De Rementería plantea: 
 
“una respuesta racional a la crisis agrícola y rural de la región, causada por la políticas 
agrícolas de los países desarrollados, cuyos sistemas de protección han puesto los 
precios agrícolas internacionales por debajo de los costos reales de producción, lo cual 
hace que los cultivos lícitos no sean rentables y los cultivos ilícitos sí lo sean para sus 
productores”26    
 
Por ello es imprescindible, tal como lo contempla Fajardo: 
 
“Colombia ha de afrontar el problema del narcotráfico, pero no acosta de quienes se han 
visto forzados a producir sus cultivos de base por la exclusión económica de que han sido 
víctimas. Habrá de hacerlo creando condiciones económicas, políticas, sociales, y 
jurídicas que, al tiempo que plantean a los ciudadanos posibilidades efectivas de 
realización dentro de la ley, establezca también sanciones efectivas para quienes no 
acepten estas condiciones, independientemente de su posición social  y económica”27  
 
Como lo demuestra, el informe sobre cultivos ilícitos realizado por la Oficina de la 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC)28 presentado en el 2013 un 
número importante de cultivadores de coca quieren dedicarse nuevamente a 
trabajar cultivos legales.  
 
 
 
                                                          
25
 Para profundizar más sobre el tema se recomienda consultar las siguientes investigaciones publicadas por 
la Corporación Arco Iris: La Economía de los paramilitares; Mercados de la criminalidad en Bogotá; Los 
Negocios de los Paras.    
26
 DE REMENTERÌA, Ibán. La elección de las drogas. Examen de las políticas de control. Lima: Fundación 
Friedrich Ebert, 1995. 196 p.     
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 FAJARDO, Darío. Para sembrar la paz hay que aflojar la tierra. Comunidades, tierra y territorios en la 
construcción de un país, Universidad Nacional de Colombia. Instituto de Estudios Ambientales-IDEA, Bogotá, 
2002. P. 119-159   
28
OFICINA DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DROGA Y EL DELITO (UNODC). Colombia Monitoreo de 
Cultivos de Coca 2012. Bogotá, Junio de 2013. 117 P.    
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Grafica 2. Distribución porcentual de los productores agropecuarios que desean dejar de sembrar 
coca. 
 
Fuente: Colombia Monitoreo de Cultivos de Coca 2012 
 
Sin embargo, esto no ha sido contemplado seriamente debido al papel del Estado 
norteamericano, el cual desde el fin de la guerra fría y ante la necesidad de 
consolidar la influencia político militar, en la región planteó una nueva doctrina que 
buscaba reforzar la seguridad nacional; por medio de la cual EE.UU combatió la 
amenaza comunista en el continente. El denominado plan Colombia (el cual a su 
vez ha favorecido a la industria militar y las empresas fabricadoras de aviones que 
son usados para la fumigación de los cultivos ilícitos)   representa un elemento 
cardinal en la intervención extranjera en Colombia, bajo la justificación de asignar 
recursos para combatir el narcotráfico, pero que está más orientada hacia unos 
objetivos geopolíticos del dicho país.  
 
Por tanto, es claro que el conflicto de los cultivos ilícitos es producto y esta 
inexorablemente ligado a la crisis agraria del país, lo cual ha constituido a 
Colombia como uno de los principales  productores y exportadores de cocaína en 
el plano mundial; para el año 2010 se estimó una producción  de 350 toneladas 
según lo indicó el Informe nacional de Desarrollo Humano Colombia 2011 basado 
en lo publicado por la  Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODC ), para el mismo año se contemplaba  una superficie de siembra de hoja 
de coca de 62.000 hectáreas lo cual represento para este año una reducción del 
9,6% respecto al año 2009 cuando se estimó 68.000 hectáreas destinada a los 
cultivos ilícitos.  
 
Es preciso considerar para el análisis, la importancia y el significado cultural  que 
han tenido muchas de las hoy denominadas drogas ilícitas, en diversas 
sociedades a lo largo de la historia, aspecto que no se puede obviar a la hora de 
abordar de manera más detallada este tema; dado que representa un punto básico 
en Colombia, para  generar un diálogo de forma soberana tal como lo ha hecho 
recientemente la República Oriental del Uruguay29. Para ello se hace necesario 
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 El 10 de diciembre de 2013 el senado uruguayo aprobó una ley mediante la cual el Estado controla la 
producción y venta de la marihuana.  
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que Colombia asuma su responsabilidad como Estado soberano, cuya sociedad 
ha vivido en carne propia las consecuencias del narcotráfico y del fracaso de la vía 
militar, es vital plantear alternativas que logren dar soluciones  a estas 
problemáticas por vías distintas a las militares. Con el actual dialogo de paz, 
desarrollado en La Habana se puede estar abriendo una vía crucial que permita 
abordar el tema desde otras perspectivas.   
 
En síntesis, es innegable la necesidad de un replanteamiento por parte del Estado 
colombiano sobre sus políticas antidrogas que se han visto limitadas a aspectos  
militares y jurídicos ineficaces; que solo logran mantener lo lucrativo del negocio y  
la rigidez de la estructura agraria, así como la  estigmatización del campesino  
como delincuente, desconociendo de esta manera la situación precaria de los 
derechos fundamentales de los campesinos colombianos, en la zonas donde 
predomina los cultivos ilícitos; esta postura imposibilita abordar profundamente 
desde políticas sociales, económicas y culturales el tema de las drogas, que 
permita construir un escenario de acceso a la tierra y de reconocimiento de los 
derechos de innumerables pobladores rurales que no tienen otras opciones de 
vida e ingresos que los cultivos ilícitos, ante la inviabilidad que le implanta el 
Estado de reproducir  y garantizar la economía campesina.   
 
1.1.7 Crisis epistemológica del problema agrario: Si bien, cuando se toma la 
crisis epistemológica como uno de los problemas agrarios del país, no se quiere 
plantear de manera soberbia o despectiva la ausencia de estudios serios e 
importantes sobre este tema, prueba de ellos son los múltiples planteamientos y 
análisis desde diversas disciplinas académicas30 realizados sobre la problemática 
agraria que nos ha permitido abordar las crisis generales del medio rural 
colombiano. Lo que busca plantear,  la denominada crisis epistemológica se 
enmarca en dos aspectos concretos; por un lado hacer evidente que no es 
suficiente con la realización, publicación y los resultados que dichos estudios  
otorgan, más allá de ello es relevante que estos trabajos y análisis  sobre el agro 
colombiano sean asumidos y tenidos en cuenta dentro de la praxis de la política 
agraria del país, donde el reconocimiento del campesino es un eje crucial dentro 
de dicha praxis, sin embrago las políticas para este sector históricamente han sido 
y siguen siendo formuladas sin tener en cuenta las apreciaciones, los resultados, 
las propuestas y las reflexiones que un conjunto destacado de académicos han 
hecho sobre el tema, reduciendo y limitando la política agraria a un simple 
pragmatismo sustentado en la eficiencia y la competitividad. Por otro lado, se hace 
referencia a la crisis epistemológica del agro respecto a que la sociedad aún 
parece no reconocer su origen agrario, la crisis agraria de la nación y de los 
conflictos colombianos en general. 
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 Autores como Antonio García, Orlando Fals Borda, Albert Berry, Darío Fajardo, Absalón Machado, 
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Carlos Fernando Rivera es quien coloca sobre la mesa, la discusión de esta 
dicotomía epistemológica del sector rural colombiano, para él es claro resaltar que 
la problemática agraria no se ha podido concluir por  la ausencia de soluciones 
efectivas producto de: 
 
La carencia de teoría agraria, de una visión de largo plazo que fundamente lo que la 
sociedad quiere hacer con su sector rural, con sus campesinos y empresarios agrícolas; 
esa carencia ha permitido la interminable sucesión de Ministros con su abanico de 
iniciativas de corto alcance que pone de presente nuestra tendencia macondiana a girar 
en redondo sin salir del atolladero (…) La necesidad de una epistemología del problema 
agrario no es un prurito de perfección metodológica sino una condición para la 
supervivencia de nuestra sociedad. Aunque el término suene pedante, se trata 
simplemente de construir un lenguaje y una lógica de pensamiento mínimamente 
compartida, para entendernos, para buscar un consenso que corrija el rumbo de un país 
que se despeña en la violencia, en la incomprensión, en el autismo del poder y en la 
soledad desesperanzada de la mayoría de los ciudadanos
31
. 
 
En lo referente al primer aspecto, se puede apreciar que las políticas agrarias se 
han caracterizado por obviar las propuestas y los estudios académicos como 
ocurrió con la Misión del Banco Mundial en 1949 liderada por Lauchlin, cuya 
propuesta de Reforma Agraria fue ignorada, por la presión ejercida por parte de 
los terratenientes y la elite política del país puesto que afectaba seriamente sus 
títulos de propiedad. Esta ausencia de principios y de criterios críticos, por parte 
de las esferas burocráticas-estatales del sector agrario que han hecho primar sus 
intereses sobre los de la nación entera,  explica el sinnúmero de frustraciones que 
ha vivido Colombia para solucionar su problemática agraria ( no se puede olvidar 
acciones como las contrarreformas entre las que se destacan el pacto de Chicoral)  
y la carencia de políticas, con enfoques y soluciones efectivas que no se 
contradigan con los problemas existentes; y que no graviten simplemente desde 
los principios de la economía política de carácter capitalista, donde prima como 
sujeto principal del contexto agrario y rural el empresario sobre el campesino. Lo 
cual acrecienta la crisis epistemológica, a partir de una incuestionable  amalgama 
de pésimos planteamientos en política agraria producto de un comportamiento 
constante del Estado, donde no se ha contemplado el conjunto de aportes 
académicos para una Reforma Agraria esencialmente integral, generando la 
formulación de unas políticas Agrarias inadecuadas y caracterizadas por un vacío 
de conocimiento del contexto rural del país.  
 
Sin duda una Reforma Agraria Integral debe partir; de un principio epistemológico 
que centre su atención en los contextos rurales y agrarios, en los sujetos sociales, 
las relaciones entre los sujetos que constituyen el entorno de una Colombia 
caracterizada por sus ruralidades y territorialidades, y no una reforma que se 
cimente en una; modernización capitalista del campo, incluidas la proletarización 
del campesino, mercado de tierras, la “migración” del campo a la ciudad, y el 
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sometimiento de las dinámicas rurales a las dinámicas urbanas e industriales, lo 
cual tiende a consolidar el desconocimiento y/o desvalorización del campesino 
como sujeto; social, político, cultural y económico.  
 
El otro aspecto, al que se hace referencia dentro de la  crisis epistemológica de la 
problemática agraria, es el relacionado con la sociedad, respecto a ello se 
contempla que como sociedad colombiana no sea logrado  concebir y reconocer el 
origen y las complejas problemáticas estructurales, orgánicas y coyunturales   
agrarias del país. Estos cuestionamientos que se han abordado durante el 
presente  capitulo no tendrán una solución efectiva y apropiada, mientras la 
sociedad no sea consciente y no asuma como propias las deficiencias y la crisis  
rural, no podrá exigir que se adopten soluciones concretas a las realidades rurales 
y agrarias del país. De esta manera, se hace trascendental entender los conflictos 
desde su génesis por parte de la sociedad; de igual forma, que se  reconozca la 
identidad del mundo rural en la formación social, cultural, política y económica de 
la llamada “Colombia urbana”, para que así la cuestión agraria deje de ser un 
simple problema de modelos económicos y de una “sociedad política” profesional 
y sea una solución conjunta de la sociedad colombiana, donde el faro de la 
Reforma Agraria Integral parta de una visión amplia y democrática del desarrollo 
agrario y de la relación de las sociedades rurales con el resto de la sociedad en 
aras de aportar a una verdad histórica sobre los orígenes del conflicto y los 
problemas agrarios. Y es aquí, donde se requiere de un nuevo pacto social para 
restablecer; el derecho de los campesinos, indígenas, afrocolombianos y demás 
colombianos a tener una Colombia con Justicia social.   
  
Este entramado complejo del conflicto y la problemática agraria, corrobora la 
profunda crisis de la situación que afrontan los campesinos y demás pobladores 
rurales, Conflictos y problemas agrarios que se mantienen vigentes; producto de la 
ausencia de una Reforma Agraria Integral que ha sido impedida por unas políticas 
agrarias amañadas a los intereses de unas elites políticas y económicas que han 
concentrado la tierra haciendo un mal uso de la misma, elites que a su vez han 
recurrido a actores-acciones paramilitares, y de los cuales un conjunto de 
empresas nacionales y transnacionales se han valido para desplazar poblaciones 
y consolidar sus negocios e intereses, un modelo económico que ha destruido la 
economía campesina, que ha limitado las políticas agrarias a unas reformas 
marginales y gatopardistas que hasta el momento obviaron todo aporte teórico 
sobre la problemática, lo cual refleja una desigualdad que mantiene la estructura 
agraria bimodal que mientras no sea reformada no permitirá; una reconfiguración 
de las relaciones sociales, económicas, políticas, culturales y educativas del 
contexto rural colombiano.  
 
1.1.8 Reformas Agrarias Marginales: este tipo de reforma agraria también es 
tipificado como un modelo político de contrarreforma agraria, el cual ha 
caracterizado la historia agraria de Colombia, como lo demuestra una serie de 
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hechos históricos entre los que cabe destacar el pacto de Chicoral, por medio de 
las cuales los grandes propietarios y sectores políticos lograron frenar procesos 
que intentaban llevar a cabo una reforma que beneficiara mínimamente a los 
campesinos, estas reformas marginales se expresan mediante estrategias 
políticas que pretenden preservar la estructura monopólica y latifundista histórica 
del mundo rural,  por medio de medidas  políticas que buscan controlar rebeliones 
y movilizaciones campesinas y/o evitar  tensiones y conflictos sociales, que ponga 
en peligro las estructuras vigentes hegemónicas; entre esas estrategias se 
encuentra la compra, venta y expropiación de latifundios marginales, la 
colonización de tierras localizadas en zonas periféricas, el otorgamiento de 
subsidios y prebendas de todo tipo, con el objetivo de conservar el statu quo. Este 
modelo aplicado en Colombia es el que ha acrecentado las problemáticas agrarias 
del país, ya que no ha democratizado el acceso a la tierra a través de la 
expropiación de las tierras concentradas en pocos propietarios dentro de la 
frontera agrícola; tierras que son utilizadas sin tener en cuenta la vocación agrícola 
de las mismas, lo cual ha generado la ampliación e incorporación de nuevas 
tierras dentro de la frontera agraria para los campesinos del país en escenarios 
periféricos, sin afectar la estructura agraria monopólica y las correlaciones de 
fuerza.      
García por su parte establece que este tipo de reforma:  
No resulta de una transacción circunstancial entre clases antagónicas, sino que es 
producto de una negociación exclusiva entre sectores políticos de las propias clases 
dominantes (…) La condición básica de este modelo de reforma agraria es la 
convergencia de las líneas de concentración del poder económico y del poder político, la 
hegemonía de los partidos que expresan la estructura oligárquica de la economía y del 
Estado, la exclusión política de las fuerzas populares, en particular de las articuladas con 
una posible movilización campesina  
Y define un conjunto de características de este tipo de reforma: 
a- No apuntan hacia la ruptura del monopolio señorial sobre la tierra o hacia la 
trasformación de las estructuras latifundistas o hacia la alteración sustancial de 
sus reglas de funcionamiento, sino hacia su preservación histórica.   
b- Operan, exclusivamente, en una línea de modernización tecnológica o de 
ampliación de las infraestructuras física, ya sea por medio de recursos estatales 
de inversión o de reformas superficiales o de carácter marginal.  
c-  Intentan desviar la presión nacional o la presión campesina sobre la estructura 
agraria latifundista por medio de operaciones de diversión táctica, como la 
colonización de tierras baldías en zonas periféricas, parcelación marginal de 
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latifundios, el mejoramiento o readecuación de tierras, la introducción segmentada 
de innovación tecnológicas etc. 
d- Se apoyan, políticamente, en la negociación entre sectores políticos de las propias 
clases dominantes, por intermedio del sistema conservador y populista de partidos 
y de la aplicación irrestricta de las normas institucionales de la sociedad 
tradicional.  
e- Persiguen, como objetivo estratégico, la conservación del statu quo, no solo dentro 
del marco de la estructura agraria. Sino también en el ámbito de la vida nacional o 
de las relaciones internacionales de intercambio. 32     
 
Este modelo de contrarreforma, se podría denominar también como el modelo 
colombiano, porque define de manera puntual la historia de la reforma agraria del 
país, cuyas leyes han sido el resultado de una negociación entre los sectores 
políticos y económicos dominantes que a su vez excluyen la participación de 
fuerzas sociales como la campesina  y que ha logrado consolidar la hegemonía 
política de una república de carácter señorial en términos de Antonio García    Los 
gobiernos colombianos no han actuado sobre las causas de los problemas sino 
sobre las manifestaciones que surgen de la crisis agraria, es decir contra la 
movilización social y las organizaciones campesinas.   
En síntesis, los problemas del contexto rural colombiano anteriormente analizados; 
representan dinámicas sociales, económicas  y políticas desde las cuales se ha 
consolidado los discursos y/o practicas del desconocimiento y desvalorización del 
campesino en Colombia, caracterizado en dos escenarios principalmente; uno de 
ellos es la despolitización entendida como “la ausencia de reconocimiento político 
del otro como actor social, orientado a negarle o desconocer su estatus político”33 
y la ausencia de una diferenciación cultural, como la que se le ha reconocido a los 
indígenas y afrocolombianos en la Constitución Política de 1991, a ello se suma el 
discurso económico propio de la modernidad que opta por la desagrarización y 
descampenización del mundo rural. Esta exclusión de la vida política y cultural del 
campesino; es una legado propio de la vida republicana enmarcada en el modelo 
liberal de Estado y de las tensiones sociales propias del modelo, lo cual conlleva 
que ante la noción de la inutilidad económica y atraso del campesino se le cierre la 
posibilidad del acceso a la propiedad y al desarrollo de la agricultura; 
sometiéndolos como simples personas subordinadas, como mano de obra barata 
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por su ignorancia e incapacidad,  lo que ha repercutido en  unas fallas de 
reconocimiento en términos sociales, políticos, económicos y culturales. Este 
hecho ha establecido uno de los  conflictos rurales, que han relegado al 
campesino del ejercicio del poder; de su economía campesina que como se ha 
manifestado, es uno de los elementos culturales esenciales de la población 
campesina, subordinándola a los últimos renglones de la política agraria y 
priorizando al empresario como el actor primordial de las políticas de este sector. 
Además de los  impactos y efectos que la violencia ha tenido entorno al 
campesino generando procesos de desarraigo territorial que ha afectado el tejido 
social de las comunidades campesinas y que ha impedido que ejerzan su 
territorialidad.  
 
Sin embargo con la reciente Declaración de los Derechos de las campesinas  y 
campesinos34, emitida el 24 de febrero del 2012 y aprobada por el consejo de 
Derechos Humanos de la ONU, se coloca de relieve la necesidad de abrir; el 
debate académico, político, social y jurídico entorno a reconocer los derechos de 
los campesinos colombianos y más cuando estudios recientes como el llevado a 
cabo por el PNUD sobre el índice  de Desarrollo humano denominados “Colombia 
Rural: Razones para la esperanza” y en el Cuaderno perteneciente al mismo 
informe: “El Campesino: reconocimiento para construir país”; dan cuenta de la 
grave situación de los derechos del Campesino colombiano, no solo por los 
problemas agrarios  anteriormente mencionados; sino también por la 
desvalorización social, política, económica y cultural de la cual ha sido objeto la 
población campesina durante décadas.  
 
Ante este panorama es fundamental avanzar en propuestas, que aporten y 
contribuyan al reconocimiento de los derechos de los campesinos colombianos, 
para así avanzar en la democratización de la sociedad rural; que no será posible si 
no se conquista  el  reconocimiento de la identidad económica, social, cultural  y 
política de campesinas y campesinos que se han visto aislados de la historia de la 
nación colombiana.  
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Capítulo 2. 
Antecedentes históricos y marco jurídico  de las Zonas de Reserva 
Campesina en Colombia.  
“La idea de las reservas campesinas nació a orillas del río Guayabero, al anochecer, la 
hora en que la lechuza sale de su escondrijo y abre sus grandes ojos para ver en la 
oscuridad. Pero habría podido nacer en el Cauca, en la Macarena o en la Sierra 
Nevada”35 Alfredo Molano 
En este segundo capítulo se realiza un  acercamiento y análisis a la figura de  
ZRC en perspectiva histórica y jurídica, en un primer momento se abordara los 
antecedentes históricos que dinamizaron su conformación desde el movimiento 
campesino y en segundo lugar se contemplaran  la definición de las  ZRC desde el 
marco jurídico contemplado por el Estado Colombiano.  Con lo anterior se busca 
que el lector se acerque a los procesos de formación de la figura que actualmente 
representa una posibilidad palpable para reconocerle y otorgarle al campesino sus 
derechos políticos, sociales, económicos y culturales.    
2.1 Antecedentes históricos: establecer el origen de las ZRC requiere de un 
análisis que responde a dos vertientes  históricas; la primera corresponde a 
formas organizativas campesinas de carácter territorial que antecedieron la 
configuración de las reservas campesinas, estas son: las Rochelas, los Baluartes 
campesino y las Zonas de autodefensa campesina. La segunda a los hechos 
históricos inmediatos que contribuyeron a la constitución jurídica de las ZRC 
durante los años de 1985 -1987 con las movilizaciones campesinas en las 
regiones de los Llanos orientales y la Amazonia  y en el  año de 1996 con las 
Marchas cocaleras. Son estos momentos históricos los que determinan el proceso 
de formación de estas zonas, las cuales representan en la actualidad una 
posibilidad de solucionar la crisis agraria y rural colombiana.   
Rochelas, Baluartes y zonas de autodefensa campesina ascendencias 
histórica de las ZRC: Las fuerzas sociales que llevaron a la conformación  de la 
figura de ZRC, cuentan con una larga historia que se remonta a la formación de 
las primeras comunidades campesinas dentro de la sociedad colonial, estas 
formas de organización territorial son contempladas como ascendencia histórica  
de las Reservas Campesinas y son sin duda importantes para comprender el 
proceso organizativo, político, social, cultural de las luchas agrarias en Colombia; 
llevando a un proceso de resistencia  por parte de los campesinos ante las 
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múltiples formas de represión, logrando defender sus formas sociales, políticas, 
económicas y culturales que los establece en la  actualidad como uno de los 
principales sujetos sociales de la historia colombiana.  
2.1.1 Las Rochelas: Fueron territorios periféricos de finales del siglo XVIII por 
tanto no se encontraban concentrados alrededor de las plazas principales, sino 
que se mantenían dispersos a lo largo y ancho de un  extenso espacio, esto hacía 
difícil la presencia de las autoridades civiles y eclesiásticas españolas, para 
imponer su ley sobre la población arrochelada, la cual estaba conformada por una 
“diversidad étnica”, que logró establecer formas de control territorial a partir de 
costumbres propias que  transgredían todo el orden español. Esta forma de 
sublevación territorial propio en la historiografía colombiana, ha sido caracterizada 
de manera ejemplar por Marta Herrera Ángel en su libro “Ordenar para controlar: 
ordenamiento espacial y control político en las Llanuras del Caribe y en los Andes 
Centrales Neogranadinos Siglo XVIII”. Herrera plantea como tesis, que a partir de 
esta forma de organización territorial denominadas Rochelas y creadas durante la 
colonia, las gentes libres (arrochelados) que allí se instalaban creaban  un modelo 
organizativo alternativo que se oponía a los parámetros territoriales coloniales 
adecuados a partir de un ordenamiento espacial que pretendía la: 
“(…) reorganización de la población adelantados por el Estado y la necesidad de adecuar 
el ordenamiento espacial a los requerimientos del sistema económico. Había que 
congregar a los “libre” en los asentamientos que se creaban salvo que estuvieran 
integrados a las haciendas”36  
Lo anterior, indica que el ordenamiento del espacio durante la colonia se 
determinaba por los circuitos del mercado y producción;  ya fuese del  ganado, el 
tabaco, el aguardiente, la caña y otros productos dirigidos al mercado. Según la 
autora, el Caribe fue un territorio disputado tanto externa como internamente con 
el fin de monopolizarlo comercialmente. Para esto, se debían establecer ciertas 
tácticas de sujeción territorial que garantizaran el ordenamiento espacial y político 
de los territorios y pobladores de la región, a lo cual sin duda las Rochelas 
representaban un peligro ya que estas se articulaban a los circuitos de 
contrabando. Sin bien, las rochelas se formaron por fuera del control colonial y 
fueron perseguidas por las autoridades, estas formas de organización de la 
población no carecían de una cohesión social y constituían sus propios 
mecanismos de control social y político, así como características y actividades 
culturales propias de los arrochelados.  
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De igual forma la autora, se refiere a  la heterogeneidad de los Arrochelados, es 
decir la diversa composición socio racial (mulatos mestizos, zambos, negros, libres 
de todos los colores) y las razones que dieron origen a la formación de las 
Rochelas dentro del orden colonial.  
 
“el arrochelamiento o el ordenar la vida cotidiana por fuera de las pautas marcadas por la 
sociedad dominante no era siempre un deseo o una decisión de un individuo o de un 
grupo, sino una situación a la que se veían abocados por las autoridades (…) El poder y 
con ello el peligro del arrochelamiento derivaba de su capacidad para ofrecer alternativas 
viables de supervivencia, al margen de las estructuras de poder”37   
 
Esto permite establecer una conexión histórica entre todas la formas de 
ordenamiento territorial de la que se han valido lo campesinos colombianos 
históricamente, que parte de la ausencia  de un Estado que garantice los derechos 
fundamentales  de los campesinos, estos hechos de olvido y represión estatal se 
repetirá a lo largo de la historia de Colombia contra las forma de organización que 
los campesinos constituían para satisfacer sus derechos.  
  
2.1.2 Baluartes campesinos: el surgimiento de los baluartes campesinos, en la 
región de la costa atlántica (específicamente en los actuales departamentos de 
Córdoba y Sucre) está ligado al origen de las luchas socialistas a inicios del siglo 
XX en Colombia impulsadas por líderes revolucionarios de la época entre los que 
cabe destacar a Juana Julia Guzmán y el italiano Vicente Adamo fundadores de la 
“sociedad de Obreras Redención de la Mujer” y la “Sociedad de Obreros y 
Artesanos” respectivamente;  quienes impulsaron la realización de importantes 
asambleas campesinas y obreras entre las que sobresalen: “la Asamblea Mixta 
Obrera del Litoral Atlántico” realizada en 1921, de donde surge el  apoyo 
incondicional a las reivindicaciones de centenares de colonos que exigían la 
titulación legal de las tierras ocupadas y mejoradas por su trabajo familiar. Ante 
esta circunstancia, los campesinos se organizaron en tres importantes  
cooperativas y/o sociedades comerciales anónimas llamadas: Tierra Libre en la 
región de Callejas; Nueva Galia en Canalete; y el Baluarte Rojo en Lomagrande. 
Estas formas de organización campesina se constituirían cinco años después 
(1925-1926) en Baluartes Campesinos, tras afrontar un conjunto de conflictos con 
los latifundistas de la región, ya que los campesinos decidieron tomar medidas 
legales para demostrar que las tierras que ocupaban, eran terrenos baldíos del 
Estado y no propiedad de la clase terrateniente, este argumento presentado por 
los campesinos en cabeza de Adamo fue ratificado por el Ministerio de Agricultura, 
tal como lo evidencia Orlando Fals Borda: 
 
“El argumento central de la defensa campesina fue demostrar que todos esos terrenos 
eran Baldíos nacionales y, en efecto, Adamo obtuvo certificaciones adecuadas del 
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Ministerio de Agricultura en Bogotá (…) perdidos en cuanto a la argumentación legal, los 
terratenientes empezaron a fraguar una conspiración contra los tres Baluartes 
Campesinos”38   
Este acotamiento de la vía legal, que no había favorecido a los terratenientes llevó 
a estos mismos ejercer medidas represivas contra las organizaciones campesinas; 
como la matanza de Lomagrande el 7 de septiembre de 1921 y la expulsión del 
país de Vicente Adamo en 1927, ante estos hechos Juana Julia Guzmán, tomó las 
riendas políticas de los Baluartes campesinos, los cuales procedieron recuperar 
las tierras usurpadas  por los terratenientes y estableciéndose en las haciendas 
ganaderas ocupadas, principios organizativos de carácter autónomo denominados 
“baluartes campesinos”, a estas acciones se les denomino con el nombre de 
“robatierras” y maricones, por el simple suceso de ser liderados por una mujer.  
Estos Baluartes campesinos se caracterizaban por  defender los derechos de los 
colonos y dinamizar la lucha organizativa mediante; la ocupación de tierras, el 
estímulo de la solidaridad, explotación cooperativa de la tierra, la abolición de los 
monopolios de la tierra y oposición  a todo tipo de  régimen de tributos impuesto 
por los hacendados.  
En el ámbito de estas movilizaciones campesinas surgirían otras formas de 
organización; como las Juntas de Defensa Territorial y las Ligas Campesinas, 
todas ellas recreando de alguna forma los ejemplos de resistencia y lucha de las 
Rochelas, los palenques de los siglos XVII y XVIII y los resguardos indígenas, 
buscando también crear su propio territorio. Tanto las rochelas, los palenques y 
los baluartes, al igual que formas posteriores de organización campesina como las 
“zonas de autodefensa” fueron erradicadas por las fuerzas estatales por vías 
violentas.  
 2.1.3 Zonas de Autodefensa Campesina: Las Zonas de Autodefensa 
Campesina tienen como punto de partida los procesos de colonización armada, 
realizados por campesinos como respuesta a la violencia bipartidista y a la 
represión estatal entre los años de 1949-1964. Esta forma de resistencia, surge en 
diversos territorios del país especialmente en el sur del Tolima, Huila y Cauca  
contra la violencia oficial, que no solo fue  física y/o armada sino estructural. 
 
Estas zonas de autodefensa representaron formas organizativas de la vida social, 
económica, política y cultural de las familias campesinas. Cabe destacar, la 
importancia que representó estas zonas para la protección del campesino, ya que 
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mediante ellas las comunidades víctimas de la violencia y la represión, lograron 
consolidar circuitos económicos donde primaban sus intereses, buscando 
solucionar la problemática agraria suscitada por el Estado colombiano durante 
varias décadas. Las principales Zonas de Autodefensa Campesina; se ubicaron en 
El Pato, Riochiqutio, Guayabero, Natagaima, Coyaima, Purificación y Marquetalia, 
cada una de ella significó en su momento un escenario de solución de las 
dificultades de los campesinos, sin embrago estas Zonas fueron catalogadas por 
el Gobierno y los altos mandos militares influencias por las doctrinas de la Guerra 
fría  como “Repúblicas independientes” lo que terminaría por desarticular un nuevo 
proceso de organización campesina mediante la denominada “Operación 
Marquetalia” llevada a cabo el 27 de mayo de 1964, lo que posteriormente 
repercutiría en la transformación de estas Zonas de Autodefensa Campesinas en 
una fuerza guerrillera móvil; las Fuerza Armadas Revolucionaria de Colombia – 
Ejército del Pueblo (FARC-EP) , al respecto Manuel Marulanda Vélez afirma:    
 
Los marquetalianos estábamos dedicados a crear nuestro patrimonio, para bien de 
nuestras familias y abastecer la población de los pueblos más cercanos como Gaitana, 
Planadas, y Neiva. Pero la política desarrollada por el Frente Nacional, dirigida por los 
partidos liberales y conservadores, en cabeza del presidente de la república y con el 
beneplácito de algunos parlamentarios, entre los que figuraba Álvaro Gómez Hurtado, 
quien fue promotor de los grandes debates contra las llamadas “Repúblicas 
independientes”, que no existían y que sólo servirían para justificar la agresión y darnos el 
calificativo de bandoleros a los habitantes de la región (…) Nosotros somos 
revolucionarios que luchamos por un cambio de régimen. Pero queríamos y luchábamos 
por ese cambio usando la vía menos dolorosa para nuestro pueblo: la vía pacífica, la vía 
democrática de masas. Esa vía nos fue cerrada violentamente con el pretexto de combatir 
supuestas Repúblicas independientes 39    
 
El surgimiento de esta guerrilla, no es más que el resultado del acotamiento de las 
vías pacíficas y legales de las comunidades campesinas de la región, puesto que 
esta forma organizativa de las Zonas de Autodefensa Campesina buscaba generar 
un “bien común” para sus pobladores ante la ausencia de soluciones políticas por 
parte del Gobierno central.   
No sobra recordar que los orígenes de estas autodefensas eran de origen liberal 
más que comunista, como lo han querido hacer ver las clases dominantes del 
país, buscando justificar una operación que a todas luces fue desproporcional, 
contra un movimiento campesino espontáneo y de reacción frente a la aguda 
represión y la violencia estatal. Ni el clamor de intelectuales internacionales; como 
Jean Paul Sartre, Jacques Duclos y Simone de Beavoir pudieron evitar la 
confrontación armada impuesta por el gobierno colombiano, influenciada por el 
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gobierno Norteamericano. Tras el ataque, el 20 de julio del mismo año las recién 
formadas FARC proclaman su Programa Agrario de las Guerrillas, en el cual 
proponían su lucha de Reforma Agraria  cuyo eje central era la expropiación de los 
latifundios para darles tierra a los campesinos.  
2.1.4 La colonización de la macarena y la movilización sobre San José del 
Guaviare: los periplos de violencia y las condiciones de la estructura agraria, 
mediante la cual se  apropiado el territorio ha generado al interior de la frontera 
agraria, procesos de colonización producto de la presión ejercida por la violencia y 
la concentración de la propiedad. Como se mencionó en el capítulo anterior el 
ciclo (migración, colonización,  conflicto, migración) representa la constante del 
proceso colonizador del país. El caso de la colonización de la Macarena no es la 
excepción, y es tal vez el mejor reflejo del ciclo anteriormente mencionado.  
Los campesinos que llegaron a abrir la frontera agraria sobre la reserva de la 
Macarena procedían de antiguas zonas colonizadas, de las que tuvieron que huir 
por la represión; tanto del Estado como de las clases terratenientes, las cuales se 
apropiaban de sus tierras a través de la fuerza o por la compra de las mismas a 
precios muy bajos; Alfredo Molano40 caracteriza este hecho histórico de 
colonización campesina de la Macarena en dos tipos de colonización: la Armada 
realizada por el Guayabero y la campesina por el Guaviare y el Ariari, la primera 
responde a los procesos de colonización realizados por los campesinos 
organizados en autodefensas y ligas campesinas  que huían desde el sur del 
Tolima y el Sumapaz, que formaron las denominadas Columna de Marcha  para 
evacuar a la población no apta para la confrontación armada hacia el cañón del 
Duda y los llanos orientales; este tipo de colonización se caracteriza por su alto 
grado organizativo producto de su experiencia militar, político-partidista para 
defenderse de la violencia estatal, lo cual a su vez permitió ampliar y consolidar el 
proceso colonizador del Guayabero hacia El Caguán y el Ariari, donde se 
encontrarían con el segundo tipo de colonización que se diferencia de la armada 
no solo por su origen geográfico, sino por ser inorgánica, es decir carecer de 
procesos organizativo. Sin embargo ambas son campesinas, se originaron a partir 
de la violencia vivida en el país, se desarrollaron paralelamente, formando el 
triángulo colonizador Medellín de Ariari, el Alto Guayabero-Duda y la serranía de la 
Macarena, fundado en estas tierras la economía de la agricultura en esta parte del 
país la cual se había abocado hasta entonces al negocio del caucho. 
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Pero ante el abandono estatal y la ausencia de una infraestructura para desarrollar 
sus economías campesinas durante décadas, los colonos de la Macarena se 
vieron obligados a recurrir a la siembra de cultivos ilícitos para poder sobrevivir. 
Este fenómeno de los cultivos ilícitos, entro en crisis en la década de los años de 
1980 por la sobreoferta de los productos derivados de estos cultivos, generando 
una crisis económica y social en las regiones donde predominaba el negocio, lo 
que indujo a fuertes movilizaciones por parte de los campesinos para exigir al 
Estado; cumplimiento de sus obligaciones sociales, políticas y económicas; 
representando así, una lucha histórica por demandas sociales insatisfechas por 
parte del Estado, estas movilizaciones tuvieron su punto álgido entre los años de 
1985 y 1987.  
Se puede establecer  que para el año de 1985 se dan las primeras discusiones 
entre comunidades campesinas y el Gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) 
entorno a procesos de ordenamiento territorial que permitieran dar solución 
efectiva a los problemas de colonización y expansión de la frontera agrícola: 
 
El Inderena y las juntas de acción comunal del bajo y medio Caguán firmaron un acuerdo 
para la implementación de un primer intento de ordenamiento ambiental territorial y de 
recursos naturales para la extracción sostenible de recursos del bosque, madera, fauna y 
flora, y para el manejo sostenible de la pesca, bajo un esquema de asignación a 
productores individuales y dentro de un contexto de desarrollo regional. 
Infortunadamente, el proceso de implementación del acuerdo se vio interrumpido por la 
ruptura del proceso de paz iniciado por el gobierno de Belisario Betancur41  
 
Es fundamental reconocer que la propuesta de lo que posteriormente seria 
reconocido como ZRC surge de procesos de lucha y resistencia campesina, ante 
la necesidad de garantizar  política y jurídicamente el derecho a la tierra por parte 
de colonos. Para el año de 1987 se realizó la marcha sobre San José del 
Guaviare, de la cual hicieron parte campesinos colonos de la región, 
especialmente de la cuenca del río Duda, entre la cordillera Oriental y el Parque 
Natural de la Serranía de la Macarena, uno de los ecosistemas más importantes 
del país. Dentro de las exigencias de los campesinos colonos  se encontraba, la 
titulación de las tierras que venían trabajando para poder acceder a la atención del 
Estado en créditos, asistencia técnica y demás beneficios de los programas de  
“Desarrollo Rural” impulsados por el Estado colombiano, otra de las exigencias de 
los campesinos colonos, contemplaba el realinderamiento del Parque Natural por 
medio del cual se estableciera  una zonificación del área; en  una zona de 
protección y una zona para la producción, que permitiera avanzar en el 
ordenamiento y estabilización de la frontera agraria y del territorio, ante los riesgos 
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evidentes que representaba el narcolatifundio y la violencia generada por este. 
Ante ello,  la Asociación de Colonos propusieron al entonces Gerente general del 
INCORA,  se les titulara la tierra en medianas extensiones a cambio de su 
compromiso de preservar los bosques y recursos naturales existentes, tal como lo 
demuestra la siguiente propuesta: 
 
Nuestra propuesta es el realineamiento de la Reserva Biológica en los siguientes 
términos:  
Que se sustraiga de la Reserva la parte ya colonizada y en sustitución se amplié la 
Reserva Biológica hasta la cordillera oriental, incluyendo el parque de Los Picachos. 
Que nuestras organizaciones se comprometen a cuidar y hacer respetar los nuevos 
límites de la Reserva en asocio de las entidades del Estado 
Que para evitar la presión sobre la nueva zona de Reserva, se cree un amplio proyecto de 
Reforma Agraria en las regiones circundantes, que incluya la titulación condicionada a la 
preservación ecológica, con un tope mínimo y máximo de acumulación de tierras para 
evitar la presión latifundista, como también un programa de fomento agrícola, 
reforestación  y educación ecológica, fuera de los servicios que el Estado debe 
proporcionar. 
Nuestras organizaciones campesinas y comunales están dispuestas a establecer los 
diálogos necesarios con todos los sectores del Estado, los partidos políticos, la iglesia y 
los estamentos de la nación, para sacar adelante nuestras aspiraciones. 
La Macarena, Marzo 7 de 1987. Asociación de Colonos.42    
Finalmente, el Estado decidió reconocer las exigencias y propuestas de los 
campesinos  mediante el  Decreto ley del 1 de septiembre de 1989. Es así, como 
el antecedente más concreto de la figura de ZRC se dio en la región de la Serranía 
de la Macarena y del Rio Duda, hecho que no es ninguna coincidencia ya que los  
campesinos que colonizaron esta parte del país, venían huyendo de las masacres 
y persecuciones del periodo de la “violencia”, perpetuadas en múltiples regiones 
de Colombia y auspicias por el propio Estado, como el caso anteriormente 
mencionado de las "Zonas de Autodefensa Campesina".  
Estos hechos históricos representan el origen de las ZRC, que posteriormente 
seria reconocida legalmente en la Ley 160 de 1994, pero la lucha reivindicativa de 
los campesinos por esta figura tendría otro capítulo de resistencia y fuertes 
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movilizaciones por parte de las comunidades campesinas en el año de 1996,  para 
lograr que se reglamentara esta figura.      
 
2.1.5 Las Marchas campesinas de 1996: Durante el segundo semestre de 1996, 
se desarrollaron un conjunto de protestas por parte de las comunidades 
campesinas de las zonas cocaleras de Putumayo, Caquetá, Cauca, Sur de Bolívar 
y Guaviare. Estas movilizaciones surgieron por la implementación de controles, a 
la comercialización de insumos para el procesamiento de la hoja de coca como 
cemento y combustibles, también usados con fines lícitos y a las fumigaciones 
áreas que afectaban, tanto los cultivos de coca y amapola como el pancoger y los 
pastos de las comunidades. Una de las demandas presentadas en las protestas 
era la creación de cuatro Zonas de Reservas Campesinas, por lo cual el gobierno 
accedió a iniciar la reglamentación de la Ley 160/94 en lo  referido a la  figura de 
ZRC, es así como se crea el decreto 1777 de octubre de 1996, el cual estableció 
con mayor claridad los contenidos y alcances de esta figura; puesto que hasta ese 
momento  los únicos puntos  de referencia eran las expectativas de los 
campesinos y de los propios empresarios que contaban dentro de la ley  con una 
figura denominada; Zonas de Desarrollo Empresarial. Para lograr dar vía a las 
primeras ZRC el gobierno decidió que:  
“Dada la falta de experiencia del gobierno colombiano en la implementación de este tipo 
de figura, se inició la gestión para obtener un préstamo del Banco Mundial con el fin de 
construir de manera participativa una metodología que hiciera operativo el concepto de las 
ZRC en las zonas de colonización campesina del país, y cumplir  con los compromisos 
adquiridos frente a las comunidades, implementando tres ZRC piloto en el país, 
inicialmente en la región de El Pato- Balsillas (Caquetá), los tres municipios del Guaviare, 
y en una tercera zona por definir”43  
El préstamo fue aprobado en junio de 1998 con un monto de US$5 millones, 
mediante la modalidad de aprendizaje e innovación (PAI) del Banco Mundial, este 
proyecto fue denominado Proyecto Piloto de Zonas de Reserva Campesina 
(PPZRC) y fue ejecutado durante el periodo de (1998 -2003) y abarcó finalmente; 
las  Zona de Reserva Campesina del Calamar, La Zona de Reserva Campesina El 
Pato  y la Zona de Reserva Campesina de Cabrera. El PPZRC: 
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“Buscó abordar el cómo hacer operativo el concepto de ZRC, ante la carencia de 
experiencias prácticas, dada la novedad de la figura tanto a nivel nacional como 
internacional”44  
Es decir, coexistió un proyecto de aprendizaje e innovación donde la participación 
de los campesinos de las Reservas Campesinas fue el eje fundamental del 
PPZRC, y a su vez busco crear instrumentos de política pública para estabilizar 
las economías campesinas y proteger áreas frágiles de colonización; afectadas 
por la violencia, cultivos ilícitos y conflictos ambientales. Este panorama histórico 
es el que da vida jurídica, política y social a las ZRC, heredera de las luchas de 
antaño expresadas en las Rochelas, los Baluartes campesinos y las Zonas de 
Autodefensa Campesinas, así como de la movilización de los colonos sobre San 
José del Guaviare. Todas ellas  exigiendo en su momento  garantías de 
estabilidad en el territorio. 
Las ZRC  son ante todo, el resultado de la lucha  histórica por la tierra y el territorio 
en Colombia por parte de los campesinos organizados y movilizados, que 
exigieron y alcanzaron su reconocimiento por parte del Estado para posibilitar una 
vía que solucionara; el origen social, político y económico del conflicto colombiano. 
Cabe resaltar, que en las regiones donde se encuentran ubicadas esta figura son 
áreas que se caracterizan por su larga tradición de lucha y organización del 
movimiento campesino colombiano en aras de una reforma agraria, donde las 
ZRC son contempladas como una propuesta integral para la solución estructural; 
del conflicto social, político y armado que se manifiesta en dichas regiones y 
donde las comunidades organizadas de campesinos han demostrado su 
capacidad de generar procesos de gobernabilidad y gestión del desarrollo local.  
2.2 El marco jurídico  de las ZRC en Colombia45: Las ZRC aparecen en la vida 
normativa colombiana  en la Ley 160 de 1994, en su capítulo XIII “Colonización, 
Zonas de Reserva Campesina y Desarrollo Empresarial” y ha sido reglamentada a 
través del Decreto 1777 de 1996 y del Acuerdo 24 de 1996  de la Junta Directiva 
del INCORA. En la ley y sus reglamentaciones las ZRC se entiende como una 
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figura para delimitar la propiedad de la tierra, estabilizar a los campesinos y 
colonos en zonas de amortiguación de parques naturales y reservas forestales, 
siendo concebida en su origen como una estrategia productiva y ambiental. De 
igual forma este marco jurídico, da cumplimiento al artículo 64 de la Constitución 
política de Colombia, en donde se refiere al deber del Estado de promover el 
acceso progresivo a la tierra de los trabajadores agrarios, generar las condiciones 
para la producción y la de garantizar los derechos económicos, sociales y 
culturales de los campesinos con el fin de mejorar sus ingresos y calidad de vida.  
 
Igualmente el marco jurídico de las ZRC se sustenta en un Marco Constitucional, 
específicamente en los artículos 58, 65 y 79 de la constitución política.  
 
Ley 160 de 1994  
Capitulo XIII: Colonizaciones, 
Zonas de Reserva Campesina y 
desarrollo empresarial  
Por el cual se creó el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino, 
mediante esta ley se crean las ZRC 
Decreto 1777 de 1996  Por el cual se reglamenta la creación, 
los propósitos y el desarrollo de las 
Zonas de Reserva Campesina.   
Acuerdo 24 de 1996 del INCORA Por el cual se fijan los criterios 
generales y el procedimiento para 
seleccionar y delimitar las Zonas de 
Reserva Campesina.    
 
2.2.1 La ley 160 de 1994: Es una ley  por medio de la cual se crea el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, y se establece un 
subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria: compuesta por 18 capítulos dentro de los cuales se establecen 
acciones de subsidios, créditos, negociaciones voluntarias de tierras entre 
campesinos y propietarios, la situación de los terrenos baldíos nacionales entre 
otras disposiciones , es preciso recalcar que la ley 160 establece las figuras de los 
resguardos indígenas, las zonas de desarrollo empresarial y las ZRC.    
 
Por otra parte, es substancial señalar que la política sobre la que se basa la ley 
160 que contempla las ZRC, es una política agraria de corte neoliberal, cuya 
principal característica consiste en impulsar la redistribución y propiedad  de la 
tierra mediante la modalidad  del mercado de tierras, generando que el  esfuerzo 
estatal e institucional se enfocara en dinamizar  la negociación directa entre 
propietarios y campesinos. Con esta modalidad, se pretende reducir y limitar  la 
mediación del Estado en los programas de adquisición y dotación de tierras, 
creados para eliminar y prevenir la inequitativa concentración de la propiedad, 
reduciendo el papel del Estado a la entrega de subsidios para compra de tierras; a 
un intermediario en los procesos de compraventa entre campesinos y propietarios; 
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a adquirir tierras mediante la negociación directa o  expropiación determinada para 
casos específicos y como adjudicador de terrenos baldíos. 
 
Por consiguiente, la ley representó la introducción de nuevos mecanismos para 
intentar realizar una reforma agraria basada en los principios de la Constitución 
política de 1991; y en los criterios de competitividad, equidad y sostenibilidad que 
guiaría todo tipo de política agraria en el país. La ley establece impulsar, un 
cambio institucional para democratizar el acceso y la propiedad de la tierra, sin 
embrago esta democratización es contemplada bajo el paradigma del mercado 
asistido de tierra, pretendiendo dinamizar la oferta y la demanda de tierra a partir 
de un subsidio de compra del 70% del valor de la tierra para el campesino. 
Podemos decir entonces, que la ley 160 se caracteriza por los siguientes 
aspectos: 
 
a) La incorporación del mercado de tierras como un mecanismo para la 
racionalización de la distribución de la propiedad, y el apoyo estatal mediante 
subsidios para la adquisición de predios a los campesinos usuarios de la reforma 
agraria. 
b) El establecimiento de mecanismos de coordinación para la convergencia de los 
servicios especializados del Estado. 
c)  La promoción de instrumentos para la participación activa y organizada de los 
campesinos en el proceso de reforma agraria. 
d) La descentralización de los procesos de reforma agraria hacia los municipios y 
comunidades, para que sean ellos los que decidan las prioridades en el tema de 
tierras y su distribución, usando instrumentos participativos de toma de decisiones 
como los consejos municipales de desarrollo rural, CMDR, y los comités 
municipales de reforma agraria, CMRA, o unidad técnica municipal.  
e) El fortalecimiento de la capacitación empresarial para preparar a los campesinos 
en el uso eficiente de los recursos que reciban, a través del diseño de proyectos 
productivos como base para la fijación de precios de los predios por negociar, y 
para la obtención del crédito productivo y de inversión. 
f) La definición de instrumentos de una política para la estabilización de las 
colonizaciones dentro de la figura de las zonas de reserva campesina, ZRC, cuyo 
objetivo  es favorecer la organización de conjuntos de unidades de producción 
campesina en zonas de baldíos y colonización.  
g) La titulación de tierras en unidades productivas familiares. 
h) El manejo de la problemática de los resguardos indígenas. 
i) La intervención directa del Estado en la compra de tierras. 
j) La regulación del acceso a la propiedad de parte de comunidades negras.46             
 
En lo que concierne a las ZRC el Artículo 1 y el 80 enmarcado en el capítulo XIII 
de la ley 160 de 1994, las define respectivamente: 
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 MACHADO, Absalón. La cuestión agraria en Colombia a fines del milenio. Colombia: El Ancora Editores, 
1998. P  
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Establece la Zona de Reserva Campesina, como figura preferencial para fomentar la 
pequeña propiedad rural, regular la ocupación y aprovechamiento de las tierras baldías de 
la Nación –de la mano de la titulación a campesinos de escasos recursos-, en el marco de 
la conservación ambiental y de los recursos naturales y el ordenamiento territorial. (…).  
Son Zonas de Reserva Campesina, las áreas geográficas seleccionadas por la Junta 
Directiva del INCORA, teniendo en cuenta las características agroecológicas y 
socioeconómicas regionales. En los reglamentos respectivos se indicarán las extensiones 
mínimas y máximas que podrán adjudicarse, determinadas en Unidades Agrícolas 
Familiares, el número de éstas que podrá darse o tenerse en propiedad, los requisitos, 
condiciones y obligaciones que deberán acreditar y cumplir los ocupantes de los terrenos. 
En las Zonas de Reserva Campesina la acción del Estado tendrá en cuenta, además de 
los anteriores principios orientadores, las reglas y criterios sobre ordenamiento ambiental 
territorial, la efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de los 
campesinos, su participación en las instancias de planificación y decisión regionales y las 
características de las modalidades de producción. 
Para regular las áreas máximas de propiedad privada que podrán tenerse por cualquier 
persona natural o jurídica, o en común y proindiviso, en las Zonas de Reserva Campesina 
que se establezcan, el Instituto procederá a adquirir mediante el procedimiento señalado 
en el Capítulo VI de esta Ley o por expropiación, las superficies que excedan los límites 
permitidos47 
Sin embargo, esta definición que logra determinar los casos en que se podrían 
constituir dichas zonas, seria ampliada por el decreto que reglamenta el capítulo 
XIII de la ley 160, el cual se abordara a continuación.    
2.2.2 Decreto 1777 de 1996: es el decreto que reglamenta el Capítulo XIII de la 
Ley 160 de 1994, en lo que respecta a las ZRC. En su artículo primero establece 
que estás se constituirán y delimitarán por la Junta Directiva del INCORA, en 
zonas de colonización, en las regiones en donde predomine la existencia de 
tierras baldías y en las áreas geográficas cuyas características  socioeconómicas 
requieran la regulación, limitación y ordenamiento de la propiedad o tenencia de 
predios rurales. Es así, como las ZRC tienen por objeto fomentar y estabilizar la 
economía campesina, superar las causas de los conflictos sociales que las 
afecten, y en general; crear las condiciones para el logro de la paz y la justicia 
social en las áreas respectivas. 
 
En el mismo sentido, el decreto establece unos objetivos  entorno a la constitución 
y delimitación de ZRC que son:  
 
1. Controlar la expansión inadecuada de la frontera agropecuaria del país. 
                                                          
47
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÙBLICA. Ley 160. (5 de agosto de 1994). Por la cual se crea el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de 
tierras, se reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones, Diario 
Oficial. Bogotá D.C., 1994. No. 41.479.  
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2. Evitar y corregir los fenómenos de inequitativa concentración, o fragmentación 
antieconómica de la propiedad rústica. 
3. Crear las condiciones para la adecuada consolidación y desarrollo sostenible de la 
economía campesina y de los colonos en las zonas respectivas. 
4. Regular la ocupación y aprovechamiento de las tierras baldías, dando preferencia en su 
adjudicación a los campesinos o colonos de escasos recursos. 
5. Crear y construir una propuesta integral de desarrollo humano sostenible, de 
ordenamiento territorial y de gestión política. 
6. Facilitar la ejecución integral de las políticas de desarrollo rural. 
7. Fortalecer los espacios de concertación social, política, ambiental y cultural entre el 
Estado y las comunidades rurales, garantizando su adecuada participación en las 
instancias de planificación y decisión local y regional.48 
 
Entre los aspectos fundamentales del decreto esta; que surgió después  de una 
inmensa movilización campesina, que logró darle viabilidad legal a la figura  
integrándola a la normatividad hoy vigente del Estado colombiano, lo cual significó 
la posibilidad de conformar ZRC en cualquier parte del territorio a partir de la  
interpretación de orden más amplio establecido por el decreto, extendiendo las  
Reserva Campesina a aquellas regiones con características geográficas, 
históricas, sociales, culturales, agroecológicas y socioeconómicas campesinas, así 
como aquellas regiones que requieren una regulación, limitación y ordenamiento 
de la propiedad rural, incluso el decreto contempla una excepción; la posibilidad 
de realizar la sustracción de  áreas de reserva forestal que haya sido intervenida 
por el hombre. Por consiguiente, no se limita las ZRC a zonas de colonización y 
predominio de tierras baldías, como lo contemplada en sus inicios la ley 160.   
 
Las ZRC son así el reconocimiento jurídico de una experiencia concreta de 
campesinos y colonos de la Serranía de la Macarena y el Rio Duda, quienes en  
su momento; reivindicaron una propuesta en su lucha contra el latifundio que 
históricamente ha afectado al campesinado y sus dinámicas sociales, políticas  
economías. Este planteamiento de las organizaciones campesinas se enmarco en 
un contexto de movilizaciones y marchas campesinas que lograron en un principio 
un acuerdo con el INCORA, (actualmente INCODER) para la titulación de tierras y 
que posteriormente tomaría el carácter de ley de la nación colombiana. 
Evidenciado, que esta figura no es más que el resultado de la presión política y 
social del campesino organizado como sujeto social y político, capaz de proponer 
soluciones a los problemas que el Estado no ha podido o querido solucionar 
durante siglos. Rompiendo de esta manera con la idea de un campesinado 
colombiano inerte, atrasado, ignorante e incapaz de tomar sus propias decisiones.   
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 COLOMBIA. MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL. Decreto 1777 (1, Octubre, 1996). “Por 
el cual se reglamenta parcialmente el Capítulo XIII de la Ley 160 de 1994, en lo relativo a Zonas de Reserva 
Campesina. Bogotá D.C.: El Ministerio, 1994. P.2.  
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2.2.3 Acuerdo 24 de 1996: establece los aspectos operativos legales del proceso 
de  constitución de las ZRC y fija los criterios de selección, los objetivos y sus 
principios orientadores, las excepciones, el trámite administrativo hacia su 
constitución, el plan de desarrollo sostenible y la audiencia pública; fue expedido 
por la Junta Directiva del Instituto Colombiano de Reforma Agraria (INCORA), y el 
acuerdo reitera los fundamentos y los objetivos de las ZRC que presentan la Ley 
160 y el Decreto 1777.  
 
La conformación de una ZRC es un proceso coordinado entre las organizaciones y 
comunidades campesinas, autoridades territoriales (alcaldes y gobernadores)  y 
entes regionales de los programas nacionales, como las corporaciones 
ambientales y el INCODER), donde es esencial, que la comunidad campesina de 
manera concertada y participativa,  presente una propuesta de desarrollo integral 
para su ZRC. Para ello es fundamental que la comunidad se organice, trabaje 
junta y logre acuerdos comunes.  
 
A continuación se presenta dos cuadros, en el primero se establece el proceso a 
seguir para la constitución legal de las ZRC y en el segundo su funcionamiento 
administrativo:    
 
Proceso de constitución legal de las ZRC  
 
Concertación instituciones / 
Comunidad 
Esta concertación este prevista en el 
acuerdo 24 y constituye un 
prerrequisito para el inicio de los 
tramites de constitución la cual debe 
ser coordinado entre las 
organizaciones y comunidades 
campesinas, autoridades territoriales 
(alcaldes y gobernadores). En el caso 
de no llegarse a una concertación el 
INCODER decidirá la aprobación de 
la ZRC. En este punto es fundamental 
que los solicitantes conozcan los 
beneficios y características de las 
ZRC.  
Presentación de solicitud49  Tras la discusión y concertación, los 
                                                          
49
 La solicitud de una ZRC puede ser realizada por Las organizaciones representativas de los intereses de los 
colonos o campesinos, las entidades oficiales que integran el Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino y el Sistema Nacional Ambiental, los gobernadores departamentales y los 
alcaldes municipales de la respectiva región, los comités departamentales de desarrollo rural y reforma 
agraria y los consejos municipales de desarrollo rural. 
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solicitantes proceden a radicar la 
solicitud correspondiente a la 
Gerencia general del INCODER, la 
cual debe contener: 
-Exposición de motivos. 
-Descripción general del área de la 
ZRC.   
-Los beneficios esperados. 
-Los compromisos institucionales.  
-Los compromisos de las 
organizaciones y/o comunidades 
campesinas.  
Selección de área  Se procede a la formalización del área 
geográfica solicitada y destinada para 
la constitución de la ZRC. Para que se 
logre la aceptación por parte de 
INCODER es necesario los conceptos 
favorables de las Corporaciones 
ambientales, las Corporaciones para 
el Desarrollo Sostenible (CDS) y el/los 
Consejo Municipal de Desarrollo Rural 
(CMDR), En caso de ser favorable y 
realizados los ajustes necesarios se 
da continuidad al proceso.   
Elaboración y recopilación 
documentos técnicos de base  
Tras ser acordada la zona geográfica 
de la ZRC, se procederá a 
diagnosticar y sistematizar el 
conocimiento socioeconómico, 
ambiental y organizacional de la zona. 
Para ello se deben realizar los 
siguientes diagnósticos y procesos: 
-Diagnóstico socioeconómico zonal. 
-Diagnóstico ambiental. 
-Diagnóstico organizacional. 
-Evaluación Socioeconómica y 
Ambiental Participativa (ESAP). 
-Plan de Ordenamiento Ambiental 
Territorial (POAT) 
-Índice de Capacidad Organizacional  
(ICO).  
   
Plan de Desarrollo Sostenible 
(PDS) 
Uno de los elementos cruciales y 
primordiales para la aprobación de las 
ZRC es la formación y presentación 
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del PDS, el cual debe ser aprobado 
por la organización y/o comunidad 
campesina, el/los CMDR, estos a su 
vez deben comprometerse en su 
ejecución cuando se realice la 
Audiencia. Este plan de desarrollo 
debe fundamentarse en la información 
obtenida mediante los diagnósticos y 
procesos enunciados anteriormente. 
De igual forma el PDS tiene que estar 
articulado y ser compatible con el 
Plan de Ordenamiento Territorial 
(POT), el Plan de desarrollo Nacional 
(PND) y municipal (PDM) y con el 
Programa Agrario Municipal (PAM). El 
PDS debe contener: 
-Descripción básica de la ZRC: 
localización, población, características 
productivas. 
-Objetivos de la organización y/o 
comunidad como ZRC 
-Lineamentos básicos como se 
pretende cumplir los objetivos de la 
ZRC.    
Fuentes de financiación  La fuente de financiación para 
dinamizar el PDS puede provenir de 
distintas fuentes y entidades, las 
contempladas en la ley están las 
entidades del SNRADR, el Fondo 
Nacional de Regalías, Fondo Nacional 
Ambiental,  la integración del PDS a 
los proyectos del sistema de 
planeación y de financiación de los 
municipios y departamentos, así como 
la financiación de fuentes privadas 
como ONG. Para ello se deben 
adquirir compromisos presupuestales 
concertados y comunicados al 
INCODER y la posterior elaboración 
del Plan Operativo Anual por medio 
del cual los proyectos son priorizados 
para su ejecución por la comunidad.   
Audiencia pública  Respecto a lo establecido en el 
acuerdo 24, el Gerente General del 
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INCODER convocará a una audiencia 
pública  dirigida por el/los alcaldes de 
los municipios donde será constituida 
la ZRC. La audiencia tiene que ser 
desarrollada en la respectiva zona 
geográfica y tiene como objetivo:  
-Explicar a la organización y/o 
comunidad campesina las ventajas de 
la constitución de la ZRC. 
-Discutir las objeciones y 
recomendaciones respecto al PDS. 
-Concertar las inversiones que se 
realizaran por las distintas entidades 
públicas y privadas.    
Constitución legal  Cumplido el proceso anterior la 
organización y/o comunidad 
campesina y entidades respectivas y 
en conformidad con el marco jurídico, 
comunicaran al INCODER haber 
cumplido con todo el proceso 
establecido previamente y solicitando 
el reconocimiento y declaración de su 
territorio como ZRC.  
Elaboración basada en Proyecto Piloto Zonas de Reserva Campesina, marco normativo 
de las Zonas de Reserva Campesina
50  
 
El funcionamiento administrativo de las ZRC debe estar contemplado  dentro de 
los procesos de concertación y acuerdos entre las organizaciones y/o 
comunidades campesinas y las instituciones públicas y privadas que apoyan el 
PDS de las ZRC, como lo establece el siguiente cuadro: 
 
Funcionamiento administrativo de las ZRC 
 
Manuales Operativos Zonales 
(MOZ) 
Los MOZ son manuales que 
contienen los acuerdos políticos y 
reglas de procedimiento que se 
establecieron entre las organizaciones 
y/o comunidades campesinas con las 
instituciones públicas o privadas, 
dichos manuales contienen los 
fundamentos y acuerdos 
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 MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL E INSTITUTO INTERAMERICANO DE COOPERACIÒN 
PARA LA AGRICULTURA (IICA). Proyecto Piloto Zonas de Reserva Campesina, marco normativo de las Zonas 
de Reserva Campesina. Bogotá: Serie de documentos Proyecto Piloto, 2003, p. 26-30.      
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conceptuales, normativos y operativos 
de las ZRC adquiridos por las partes 
implicadas. Cabe resaltar que dichos 
acuerdos no son definitivos e 
inamovibles y son susceptibles de 
cambios que contribuyan al 
fortalecimiento de la ZRC.  
Organización comunitaria zonal  La representación política y social de 
las ZRC debe ser asumida por un tipo 
de organización comunitaria, como las   
Juntas de Acción Comunal (JAC) o 
Asociación de Juntas las cuales 
integran las distintas (JAC) que en la 
mayoría de los casos conforman las 
ZRC. Sin embargo las ZRC pueden 
construir su propio tipo de 
participación y representación 
comunitaria.     
Mecanismos de transferencias y 
ejecución de recursos  
Es evidente la presencia  de diversos 
mecanismos y modalidades de 
transferencia y de ejecución de los 
recursos para el PDS. Hay  casos en 
que resulta  la transferencia directa de 
recursos, sea porque la norma legal lo 
permite a una entidad pública, sea 
que se trate de recursos privados de 
procedencia nacional o internacional, 
la recomendación es la de que la 
transferencia se haga bajo contratos, 
convenios o cualquier otra modalidad 
a las organizaciones comunitarias 
locales. 
 
Coordinación institucional zonal   La operación de las ZRC requiere de 
un mecanismo de coordinación del 
conjunto de instituciones, públicas y 
privadas, que concurren en su 
desarrollo. Lo que parece deseable es 
que esta función de coordinación 
interinstitucional sea asumida por la 
Secretaria(s) de Agricultura del 
Municipio(s) o la que haga sus veces. 
En este caso ASOJUNTAS tendrá la 
representación de la ZRC. 
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Asistencia técnica  El acompañamiento técnico es un 
componente crucial para el desarrollo 
de las zonas. En el marco de una 
estrategia de generalización de ZRC, 
y a menos de que se disponga de 
recursos específicos para la 
contratación de este servicio, 
corresponde prestarlo a la 
institucionalidad pública local, 
preferiblemente bajo la forma de un 
Comité Técnico del CMDR. Dentro del 
Comité o de los equipos técnicos que 
se conformen es recomendable que 
se vinculen representantes avanzados 
de las comunidades de 
colonos/campesinos, buscando 
desarrollar el esquema de 
transferencia tecnológica conocido 
como campesino-campesino. 
Además, es importante nombrar a un 
coordinador permanente del Comité 
Técnico contratado por el municipio(s) 
pertinente(s) como miembro de la 
UMATA o con recursos institucionales 
de otra fuente. 
 
Coordinación institucional nacional   La coordinación  está a cargo del 
INCODER por medio del equipo de 
Zonas Especiales, perteneciente  a la 
subgerencia de Desarrollo Productivo 
y Social del Instituto. El INCODER 
deber cumplir con la función de 
interlocutor de las decisiones política 
que se adopten por parte del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural (MADR) y el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial (MAVDT) en lo que 
respecta a las  ZRC, así como 
vincular al conjunto de las entidades 
que la ley establece deben articularse 
y contribuir al desarrollo de las ZRC. 
El Instituto debe garantizar el 
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funcionamiento de un Comité 
interinstitucional nacional. Dentro de 
los mecanismos de gestión nacional 
que adopte el Instituto, se dará 
participación, con voz y voto, a 
representantes de las zonas en los 
órganos de decisión, a través de la 
Asociación Nacional de Zonas de 
Reserva Campesina- ANZORC o de 
una organización equivalente 
constituida democráticamente por las 
ZRC creadas. 
 
Desarrollo zonal Las acciones de desarrollo zonal se 
fundamentarán en el PDS con base 
en el cual fue aprobada la creación de 
la ZRC. Además, un paso inmediato, 
posterior a la creación legal de la 
zona, es la concreción de los 
compromisos mediante la formulación 
conjunta de un Plan Operativo Anual 
(POA). El POA contemplará, 
igualmente, el aporte de la comunidad 
(en trabajo, especie o dinero) al 
financiamiento de cada uno de los 
subproyectos. Para cada uno de los 
subproyectos es fundamental 
constituir el comité de beneficiarios 
conformado por beneficiarios (directos 
e indirectos o no beneficiarios que 
cumple el rol de monitorear el 
proceso), cada comité asigna un 
coordinador o delegado responsable. 
A su vez cada subproyecto incluido en 
el POA elaborara un plan de 
ejecución que posibilite mostrar los 
indicadores de cumplimiento y de 
impacto que permitan el proceso de 
monitoreo, seguimiento y evaluación 
posteriores.  
Monitoreo, seguimiento y 
evaluación  
El mecanismo de rendición de 
cuentas, el seguimiento a las 
inversiones,  la identificación de 
resultados, la medición de los 
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impactos de los PDS es fundamental 
en los procesos de desarrollo, en 
particular de los financiados con 
recursos públicos. Dentro de una 
estrategia de monitoreo, seguimiento 
y evaluación generalizada de ZRC, se 
aplican las herramientas 
desarrolladas u otras, de monitoreo, 
seguimiento y evaluación (MS&E) que 
permitan la sistematización y análisis 
de la información generada por el 
PDS y la ZRC con el fin de obtener  
aprendizajes relevantes que permitan 
un mejoramiento continuo de los 
distintos componentes de la 
estrategia. 
 
Elaboración basada en Proyecto Piloto Zonas de Reserva Campesina, marco normativo 
de las Zonas de Reserva Campesina
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Tanto la ley, el Decreto y el acuerdo mencionados; constituyen el marco jurídico 
de las Zonas de Reserva Campesina, los cuales tienen como objetivo prevenir la 
concentración y monopolio de la propiedad de la tierra; así como viabilizar 
procesos de redistribución y protección de la economía campesina, priorizar la 
adjudicación de tierras baldías para los campesinos y colonos, dado que el 
decreto lo contempla. De igual forma, este decreto amplio la aplicación de esta 
figura a áreas geográficas con características agroecológicas y socioeconómicas 
que requieran la regulación, limitación y ordenamiento de la propiedad rural. Por 
otro lado, el acuerdo expresa y detalla tanto los procesos de constitución y 
administrativos de las ZRC, el cual evidencia la importancia del trabajo 
interinstitucional y de coordinación entre las organizaciones y/o comunidades 
campesinas, tanto con entes públicos y privados para dinamizar la implementación 
de los PDS, eje primordial de la constitución de las ZRC.     
Partiendo de lo anteriormente esbozado en el plano histórico y jurídico de las 
Reservas Campesinas, se permite establecer que la formación del campesino 
como sujeto social, político, cultural; es el resultado de la participación en un 
proceso histórico de lucha. Es decir, que el ser sujeto político o de cualquier otra 
dimensión (cultural, social) no es una condición anterior a un proceso social de 
lucha; sino, que es mediante el mismo  proceso en el que se revela, forma y 
constituye dicho sujeto. Es así como  Franz Hinkelammert  señala que: 
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“El llamado a ser sujeto se revela en el curso de un proceso: Por eso, el ser sujeto no es 
un a priori del proceso, sino resulta como su a posteriori. El ser humano como sujeto no 
es ninguna sustancia y tampoco un sujeto trascendental a priori. (...) Se revela entonces, 
que el ser sujeto es una potencialidad humana y no una presencia positiva”52 
  
De este modo los procesos de ZRC son la creación propia y autónoma de los 
campesinos de algunas regiones del país, que surge como respuesta a las 
condiciones materiales desfavorable del mundo rural colombiano; en donde la 
formación del campesino como sujeto político parte de los contextos sociales, 
culturales, económicas y políticas propios de cada proceso; así como representa 
una figura  contra el desprecio político del campesinado, ya que como se 
demuestra tanto en el  proceso de constitución legal y de funcionamiento 
administrativo de las Zonas, la participación política del campesino es fundamental 
e inalienable para garantizar las dinámicas dentro del proceso de las ZRC; lo que 
genera escenarios palpables para que el campesinado de las ZRC no solamente 
se constituya en un sujeto político individual sino colectivo.  
 
Los sujetos políticos colectivos, se encuentran constituidos por un conjunto de  
sujetos que tienen una misma visión o concepción de una realidad  determinada, 
donde el conjunto de subjetividades apuntan a una misma manera de percibir, 
entender, comprender y proponer la realidad; un ejemplo de este tipo de sujetos 
políticos, lo constituyen; los partidos  políticos, los movimientos sociales, los 
grupos de interés, las agremiaciones que como sujetos políticos colectivos optan 
por formas de gobierno propias que favorezcan su clase social, constituyéndose 
en sujetos políticos, que se organizan por su capacidad de transformar o mantener 
el statu quo  de una realidad, en este caso la de las comunidades de las Reservas 
Campesinas como una clase social transformadora de sus condiciones materiales 
para lograr el bien común por medio de propuestas propias y participativas como 
los PDS, ejemplo concreto del papel político de estos pobladores rurales en dichas 
zonas. Estos aspectos posicionan al campesino, de igual forma dentro de la 
diversidad étnica, socioeconómica y cultural, al garantizar el territorio, mediante el 
cual se puede preservar y dinamizar la economía campesina, que 
indisputablemente ratifica la diversidad  cultural de la cual hace parte el 
campesinado colombiano.  
 
Por último es importante contemplar algunas apreciaciones que deja el esbozo 
realizado en el presente capítulo sobre las ZRC: 
 
-Son el resultado de la lucha histórica del campesinado colombiano por el acceso 
y el derecho a la tierra y el territorio. Es decir las ZRC tienen un significado 
histórico de modo que los campesinos que exigen el cumplimiento de las ZRC 
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hacen parte de las víctimas históricas del conflicto social, político y armado en 
Colombia. 
-Las ZRC están consagradas en la ley colombiana, y pueden constituirse como 
figura de ordenamiento territorial efectiva para delimitar la extensión de la frontera 
agrícola, corregir la crisis agraria  de la inequitativa concentración de la tierra y la 
fragmentación de la propiedad. Este reconocimiento jurídico e institucional, plantea 
al mismo tiempo una vía para solucionar el problema de la tierra y del conflicto 
armado y es una figura que puede ser constituida en toda la nación colombiana.   
-Las ZRC crean las condiciones para la consolidación de la economía campesina 
y regula la ocupación y aprovechamiento de las tierras baldías, dando preferencia 
en su adjudicación a los campesinos; para crear y constituir una propuesta integral 
de desarrollo rural, de ordenamiento territorial, de gestión pública y política.   
- Las ZRC facilitan la implementación de políticas de desarrollo rural incluyentes y 
participativas, mediante la elaboración de los PDS, lo cual fortalece los escenarios 
de concertación entre el Estado y las comunidades rurales, garantizando la 
efectiva participación del campesinado.  
- Las organizaciones  y/o comunidades, que exigen la constitución de las ZRC 
cuentan con procesos de formación social, política, económica y cultural, en tanto 
ha permitido que estas construyan un territorio mediante el cual han establecido su 
territorialidad.  
- Las ZRC están ligadas a las políticas ambientales y representan una garantía 
para sustitución de cultivos de uso ilícito.  
-Las ZRC son una propuesta, a través de la cual se ha venido organizando el 
campesinado colombiano para exigir el reconocimiento pleno de sus derechos 
políticos, económicos, sociales y culturales. 
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Capítulo 3.  
 
Posiciones políticas entorno a las ZRC constituidas, en proceso de 
constitución y de hecho. 
 
“El generalato y los sectores más retardatarios del país siempre han criminalizado la 
figura de las ZRC, creadas por la Ley 160 de 1994. Uribe las persiguió y desmontó las 
que, con plata del Banco Mundial, se abrían paso como un recurso pacífico para defender 
la economía campesina de la voracidad terrateniente. Porque en realidad las ZRC no son 
más que eso: una manera de impedir que en ciertas y determinadas áreas se concentre 
en pocas manos la propiedad rural. A la derecha se le paran los pelos cuando le es 
interpuesta una talanquera legal, porque están acostumbrados a desconocerlas a las 
buenas o a las malas”53 Alfredo Molano 
El presente capitulo otorga dos momentos de análisis, el primero corresponde a un 
conjunto de posiciones políticas de diversos actores y sujetos sociales, entorno a 
las ZRC entre los que se destaca las propuestas de ANZORC, los postulados de 
los detractores de esta figura como el Ministerio de Defensa, los grupos de 
empresarios agroindustriales y las propuestas de las Farc-Ep en los diálogos de 
paz de La Habana. El segundo contempla  una  aproximación a las Zonas de 
Reserva Campesinas constituidas,  a las Zonas en proceso de constitución, de 
hecho y en proceso de consenso o formación.  
Con lo anterior,  se busca que el lector se acerque de manera holística a los 
diferentes puntos de vista sobre el  concepto de ZRC, para que  comprenda la 
dimensión de la discusión que se suscita en Colombia entorno a esta figura 
jurídica, política, económica y social; la cual constituye un eje fundamental de la 
presente investigación.  
3.1 Las ZRC desde las organizaciones campesinas (ANZORC): la Asociación 
Nacional de Zonas de Reserva Campesina es un proceso organizativo, en el cuál 
convergen 54 organizaciones y procesos de ZRC de diferentes regiones del país; 
representando de esta manera un proceso de movilización social  que impulsa y 
respalda políticamente la figura de ZRC; dando a conocer la realidad histórica, 
política, económica, social y cultural de dichas Zonas de Reserva  constituidas, por 
constituir y de hecho, impulsando su reactivación y constitución como figura de 
ordenamiento territorial, ambiental, económico, social y cultural propia de las 
comunidades campesinas de Colombia y como un elemento primordial para 
solucionar la crisis agraria  y  lograr  la paz con justicia social. Ante esto Anzorc  
ha planteado a la Sociedad y al Estado colombiano su propia definición sobre las 
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ZRC, partiendo no solo de lo ya establecido en la ley, sino desde la participación 
activa de los propios campesinos en los encuentros nacionales de ZRC, de los 
cuales ha surgido propuestas fundamentales como  el  Sistema Nacional de Zonas 
de Reserva Campesina (SNZRC) y el Programa Nacional de Zonas de Reserva 
Campesina (PNZRC), que permitirían fortalecer, viabilizar y dinamizar el marco 
jurídico de la figura  en Colombia.  
  
Algunas de las caracterizaciones  realizada por Anzorc en torno a la figura son:  
Las ZRC somos un proceso político y social acumulado en la lucha por la tierra. Somos 
hijos e hijas resistentes del despojo, del desplazamiento forzado, de la violencia política, 
de la guerra. Las ZRC son hoy parte fundamental de un movimiento campesino que se 
reconstruye y se reconfigura en el contexto de un prolongado proceso de persecución 
política y de exterminio contra el campesinado colombiano. Las ZRC son también un fiel 
indicador de que pese a todos los empeños para desalojar el campo y descampenizar al 
país, finalmente no lo lograron, resistimos, pervivimos, aquí estamos. Hoy podemos decir 
desde acá con tranquilidad y con mucha responsabilidad que el conflicto por la tierra en 
nuestro país está abierto, que es un conflicto todavía irresuelto, que es un conflicto 
estructural ubicado en la génesis de la guerra y que las ZRC pueden ser el comienzo de 
su solución 54  
De igual forma, para los campesinos de la Asociación las ZRC son territorios 
autónomos delimitados y protegidos para el campesino, figura previa a la reforma 
agraria integral que les permite a las comunidades construir:   
 
- Identidad territorial campesina  
- Territorio donde desempeñamos diferentes actividades agrícolas y 
socioeconómicas para la población. 
- Permanencia y cuidado de la tierra, la naturaleza y la biodiversidad  
- Una esperanza de vida digna para nuestros descendientes y nosotros.  
- Cultivar la tierra  
- Proteger nuestros recursos naturales (mineros), nuestras fuentes hídricas, nuestra 
flora y fauna. 
- Protegernos del avance del latifundismo. 
- Arraigo y cultura Campesina. 
- Apropiación de nuestro territorio y nuestra tierra.  
- Instrumento de planeación y concertación local, regional y nacional. 
- Ordenamiento territorial desde la autonomía campesina en los ámbitos social, 
económico, territorial, cultural y político.55   
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En este sentido ANZORC en su tercer encuentro nacional de ZRC instalado en 
san Vicente del Caguán, propuso nuevas herramientas para dinamizar y 
profundizar la figura de las ZRC, estas son el  Sistema Nacional de Zonas de 
Reserva Campesina (SNZRC) y el Programa Nacional de Zonas de Reserva 
Campesina (PNZRC), que pretenden fortalecer un proceso de reforma agraria 
integral que solucione la crisis agraria de la estructura bimodal de la tierra en 
Colombia, así como dinamizar un proceso de reordenamiento territorial, donde las 
ZRC sean reconocidas constitucionalmente como una figura de ordenamiento 
territorial junto a los resguardos indígenas y los territorios colectivos de 
comunidades negras; garantizando el cumplimiento de la Declaración de los 
Derechos de las campesinas y campesinos.  
Respecto  al SNZRC ANZORC propone:  
Se conformará un Sistema Nacional de Zonas de Reserva Campesina (SNZRC) que 
promueva la articulación de los actores involucrados, responsables, e interesados en el 
objetivo de propiciar que las zonas de reserva campesina se fortalezcan como 
instrumento de Reforma Agraria y de superación del problema agrario colombiano, dando 
lugar al despliegue de las capacidades y fines de cada uno de ellos, y, evitando la 
contradicción, duplicación, dispersión, y los vacíos en la política agraria que actualmente 
se presentan en las acciones del Estado en los niveles nacional, regional y local (…) El 
Sistema tendrá una Coordinación conformada por Anzorc y la autoridad de desarrollo 
rural, encargada de velar porque se dinamicen las relaciones entre los integrantes del 
mismo, en las oportunidades, temáticas y durante los tiempos pertinentes, convocando, 
haciendo seguimiento y proponiendo medidas de mejora pertinentes.56  
Es decir, los objetivos del SNZRC son contribuir al reconocimiento integral de los 
derechos de las campesinas y los campesinos; garantizando la soberanía 
alimentaria, la protección y activación de las economías campesinas, la protección 
jurídica de los territorios campesinos colombianos, por medio del pleno 
cumplimiento  de la constitución de las  Reserva Campesina, no solamente 
mediante los fines consagrados actualmente en la ley, aún más proponiendo algo 
que es fundamental e innegable; la agilización de los procesos de constitución (ya 
que desde las primeras ZRC creadas por medio del PPZRC, solo se ha logrado 
reconocer jurídicamente la ZRC del Valle de Rio cimitarra),   así como la 
ampliación de las  funciones, objetivos de las ZRC que favorezcan los procesos de 
reconocimiento de las ZRC, como una  figura de ordenamiento territorial en 
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Colombia para los campesinos. Igualmente este sistema  estaría  integrado por las 
organizaciones campesinas, que impulsan los procesos de constitución, los entes 
institucionales, la cooperación internacional, la academia y la empresa privada y 
de economía solidaria y estará  contenido dentro del Plan Nacional de Desarrollo 
con un articulado que lo sustente bajo El Programa Nacional de Zonas de Reserva 
Campesina (PNZRC).  
El PNZRC incluirá todos los Planes de Desarrollo Sostenible (PDS) de la ZRC, así como 
todas las iniciativas y proyectos de las ZRC que están en proceso de constitución. 
El PNZRC financiará el funcionamiento del SNZRC. 
El PNZRC será financiado bajo las siguientes modalidades: 
Un porcentaje anual fijo del presupuesto nacional. 
Un sistema especial de transferencias. 
Un sistema especial descentralizado de regalías. 
Otras rutas de financiamiento que se concerté dentro del SNZRC  
Los ministerios de Hacienda, Agricultura, Salud, Transporte, Educación, Comunicaciones, 
Interior, Cultura, Ambiente y Vivienda deben incluir recursos para el financiamiento de los 
Planes de Desarrollo Sostenible de las ZRC. 
El PNZRC y SNZRC contarán con los documentos Conpes necesarios concertados con 
Planeación Nacional 57 
El SNZRC y el PNZRC buscan crear así, una nueva institucionalidad para llevar a 
cabo una reforma agraria integral enmarcada en un conjunto de políticas agrarias 
que contribuyan al desarrollo rural, la redistribución de la tierra, la asistencia 
técnico-científica y la producción alimentos en favor de los campesinos. Como 
punto de partida para establecer esta nueva institucionalidad ANZORC exige en 
un primer momento garantizar: 
a)  El acceso a 10 millones de hectáreas destinadas a la constitución de 
nuevas ZRC y la creación de un  fondo de tierras. 
b)  Reconocimiento  de las ZRC como figuras territoriales con un nivel de 
autonomía política, económica, cultural que garantice el ejercicio de la 
territorialidad campesina. 
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c)  La Creación del Fondo Nacional de financiación de territorios campesinos y 
de las ZRC que garantice la ejecución de los PNZRC.  
d)  La realización de un catastro especial para ZRC y con la nueva 
institucionalidad campesina que se requiere para hacer viables las ZRC y 
los territorios campesinos. 
e) Por último se exige que el Ministerio de Defensa no intervenga en las 
discusiones sobre las ZRC y las políticas agrarias del país.  
 
Para analizar la cifra de 10 diez millones de hectáreas exigidas, es importante 
tener en cuenta que las tierras usurpadas desde los años 80 hasta la fecha suman 
unos seis millones (cifras reconocidas por la ONU), es decir la asociación están 
pidiendo cuatro millones más de la superficie despojada; igualmente es una 
petición muy baja si se coteja con los 34,5 millones de hectáreas que hay en 
ganadería, de las cuales 22 millones no son aptas para tal actividad. Si se logra 
dinamizar una nueva institucionalidad para el mundo rural y agrario colombiano, 
será fundamental una reforma tributaria para garantizar los recursos necesarios 
para el financiamiento de los nuevos entes encargados de dinamizar y constituir 
de manera efectiva las ZRC.  
 
3.2 Los detractores de las ZRC el ministerio de defensa y los empresarios 
agroindustriales: dentro de los principales opositores a la figura de ZRC, se 
encuentran la Sociedad Colombiana de Agricultores (SAC), la Federación de 
Ganaderos de Colombia (FEDEGAN), el Estatuto de Desarrollo Rural del Ex 
presidente Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) que buscó limitar las ZRC, el Ministerio 
de Defensa y las Fuerzas Militares que plantean como antítesis las zonas de 
consolidación, así como la procuraduría general de la nación que recientemente 
en cabeza del procurador Alejandro Ordoñez ha solicitado a la Corte 
Constitucional tumbar algunas normas que reglamentan las ZRC, 
mancomunándose con una demanda anterior presentada por un ciudadano. Los 
argumentos de los actores anteriormente mencionados, son variables y van desde 
el reconocimiento de las ZRC desde una postura limitada a lo establecido en la ley 
160, pero opuesta a lo establecido en el Decreto 1777, pasando por el 
señalamiento de las ZRC como “Republiquetas independiente” que como se 
expuso anteriormente fue el término utilizado por el Estado colombiano y sus 
militares en los años de 1960 para atacar a los campesinos de las Zonas de 
Autodefensa Campesina, y la utilización de vías legales para desconocer e 
ilegalizar las ZRC.  
 
3.2.1 La Sociedad de Agricultores de Colombia (SAC)58: La SAC es la máxima 
asociación gremial agropecuaria de carácter nacional, integrada por agricultores, 
ganaderos, piscicultores, silvicultores, profesionales de la producción rural, 
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personas jurídicas del mismo carácter y las entidades gremiales constituidas por 
ellos. Fue fundada en 1817, con el objetivo de promover el adelanto y defender 
por medio de la discusión pública, los intereses del sector, es una entidad de 
derecho privado, sin ánimo de lucro.   
 
Para La Sociedad Colombiana de Agricultores (SAC) las ZRC deben 
circunscribirse solamente  a ciertas zonas cuyas características agropecuarias y 
socioeconómicas regionales, se asimilan a la condición de zonas colonizables o 
bien cuya situación jurídica está determinada como bienes baldíos y postulas, las 
Zonas de Desarrollo Empresarial también contempladas en la ley 160 y que 
admite la adjudicación de baldíos a empresas agropecuarias, lo que no limita su 
entrega exclusivamente a campesinos. La SAC ve en las Zonas de Desarrollo 
Empresarial, territorios estratégicos para el desarrollo del país, dado que 
Promueven dinámicas de inclusión económica e impulsan proyectos productivos 
ya sea de iniciativa pública, privada y comunitaria, bajo criterios  de competitividad, 
efectividad y aprovechamiento de las tierras baldías. Siendo estas más rentables 
que las ZRC, ya que garantiza la implementación de proyectos productivos para 
los agronegocios optando de esta forma por convertir al campesino en un 
empresario o fomentado las alianzas estratégicas entre ellos, esto permite 
evidenciar claramente la intensión de consolidar territorios de índole capitalista en 
el mundo rural del país.     
  
3.2.2 Estatuto de Desarrollo Rural: o ley 1152 de 2007 fue un proyecto del 
entonces presidente Álvaro Uribe Vélez, que mediante dicho Estatuto   pretendió 
que las ZRC fueran solamente constituidas en las áreas donde predominaran las 
tierras baldías, desconociendo el marco jurídico que cobija la figura,  con lo cual se 
rechazaron todas las solicitudes de campesinos propietarios que tratan de 
defenderse del desplazamiento forzado acudiendo a la figura de la Reserva 
Campesina. Sin embargo, esta no es la primera vez que un gobierno intenta 
desconocer y golpear las ZRC, durante la presidencia de Pastrana (1998-2002) su 
ministro de Agricultura por medio del Plan de Desarrollo quiso frenar el proceso de 
constitución de las ZRC, de tal manera esta fue declarada inconstitucional por 
vicios de forma, por tanto posibilitó que se constituyera la ZRC de Cabrera. Pero, 
durante el siguiente gobierno y primer mandato presidencial de Álvaro Uribe 
(2002-2006) se solicitó  al entonces INCORA cuyo gerente era el ex Ministro de 
Agricultora de Pastrana, suspender e ilegalizar la ZRC de Valle de Rio Cimitarra 
(ACVC) la última Reserva Campesina constituida, dado que hasta el momento no 
se ha constituido ninguna otra ZRC. Sin duda, el Estatuto Rural pretendía ser la 
estocada final para esta figura, lo que resultaba ser un hecho funesto para las 
poblaciones rurales. Entre los aspectos más nocivos del Estatuto se destacaban lo 
contemplado en el artículo 123 contra los pueblos indígenas; este articulo 
pretendía exigir que los procesos de constitución y ampliación de los resguardos y 
sus planes de vida tenían que ceñirse  a las disposiciones de los municipios y 
departamentos, mientras la ley de ordenamiento territorial reglamenta y reconoce 
la autonomía de las entidades territoriales indígenas, este hecho violaba el 
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Convenio 169 de la OIT. De igual forma, el Estatuto de Desarrollo Rural en lo 
concerniente a las ZRC concebían  
 
“(…) su artículo 88, sólo podrían constituirse en áreas “en las que predominen las tierras 
baldías”, con lo cual se rechazarán todas las solicitudes de campesinos propietarios que 
tratan de defenderse del desplazamiento forzado acudiendo a la figura de la reserva 
campesina. Con esto quedaba reducido a cenizas el decreto 1777 de 1996 que permitía 
expresamente constituir las reservas campesinas para prevenir o corregir la excesiva 
concentración de la propiedad, o en las áreas de amortiguamiento del sistema de 
parques.”59  
Con esto quedaba reducido a cenizas el decreto 1777 de 1996, que permitía 
expresamente constituir las reservas Campesinas para prevenir o corregir la 
excesiva concentración de la propiedad y consolidar las áreas de amortiguamiento 
del Sistema de Parques, así como pretendían desconocer el ordenamiento social y 
cultural del territorio y de los procesos de concertación y consulta previa con los 
pueblos étnicos, de la misma manera trataba de regular los territorios indígena, 
afrocolombiano y de las ZRC. Finalmente el Estatuto de Desarrollo Rural ley 1152 
de 2007 fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, la cual sostuvo que 
dicha ley no fue consultada con las comunidades indígenas de manera previa a su 
aprobación tal como lo establece la Constitución colombiana.  
3.2.3 El Ministerio de Defensa y las Zonas de Consolidación60: En el año  2004 
dentro del primer mandato presidencial de Álvaro Uribe Vélez nació la denominada 
estrategia de los Centros de Coordinación de Acción Integral (CCAI), parte integral 
de la Política de Seguridad Democrática (PSD). Los (CCAI) son según el Ejército, 
una organización: 
 
Responsable de la estrategia de Acción Integral Nacional, la cual tiene como misión el 
fortalecimiento de la legitimidad, gobernabilidad y de hacer presencia estatal en zonas 
específicas del territorio nacional, desarrolla acciones integrales de tipo económico y 
social para complementar la Política de Seguridad Democrática (PSD) en el marco de la 
recuperación social del territorio. Estas actividades se realizan principalmente por medio 
de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, además 
de las obras y actividades planeadas por los diferentes Ministerios y Entidades del 
Estado61.  
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Este plan actualmente hace parte integral  de la Ley Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014 o Prosperidad para Todos62.  Es importante aclarar que las (CCAI) o 
zonas de consolidación son coordinadas entre varias agentes estatales bajo un 
consejo compuesto; por  Acción Social, el Ministerio de Defensa, el Comando 
General de las Fuerzas Militares, la Policía Nacional, los Ministerios: del Interior y 
de Justicia, de Protección Social, de Educación, de Agricultura, el Incoder, el 
ICBF, Coldeportes, el Sena, la Fiscalía General de la Nación y la Registraduría 
Nacional entre otros entes estatales con el apoyo de la Embajada de Estados 
Unidos y el Comando Sur. La estrategia principal de este consejo consiste en 
coordinar la recuperación social del territorio en las zonas donde se ha 
consolidado la Fuerza Pública en aras de complementar el desarrollo de 
operaciones militares con la inversión social. 
 
Sin duda la tesis, consiste en un concepto de seguridad que permita el  desarrollo 
económico mediante la militarización de los territorios y las acciones 
interinstitucionales que son dirigidas y controladas por el poder militar, en tanto  
fortalece el proceso de acciones civiles por parte de los militares como la 
construcción de carreteras, las brigadas de salud y recreación  entre otras, que 
responde a las lógicas cívico militares, así como lo expresara  Alfredo Molano63; 
como una estrategia geopolítica institucional y estatal en zonas estratégicas del 
territorio nacional  para fortalecer las acciones civiles del Estado, con el objetivo de 
consolidar las iniciativas que intentan mantener la confianza inversionista para 
avanzar en las políticas económicas efectivas para el modelo económico del país  
mediante la distribución de las políticas sociales entre los esfuerzos militares, 
policiales y  antinarcóticos en el área social, de justicia, y desarrollo económico.   
 
Es en este panorama político donde se  posicionan las Zonas de Consolidación 
del Ministerio de Defensa, como uno de los principales opositores de las ZRC, 
materializándose de esta manera la oposición histórica de los militares a esta 
figura de carácter campesino  
 
“Desde el instante mismo en que el gobierno de Samper habló de Zonas de Reserva 
Campesina (ZRC), el general Bedoya gritó: ¡Son repúblicas independientes!”64  
 
Esta postura de los sectores militares del país, frente a la figura de ZRC en 
Colombia, se enmarca en los señalamientos que históricamente  han tenido los 
militares contra las formas de organización campesina. Uno de los argumentos 
recurrentes utilizados por el Ministerio de Defensa para oponerse a la ZRC se 
sustenta, que en estos territorios donde se encuentran estas zonas; o existe una 
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solicitud para constituirlas, se evidencia una fuerte presencia guerrillera, lo cual 
generaría la coaptación de las zonas por los grupos insurgentes, esto genera 
señalamientos e intromisiones de este Ministerio en asuntos que no son de su 
competencia, en este caso específico sobre las políticas agrarias. Sin embargo, 
esta oposición va más allá de la presencia o no de la insurgencia ya que el propio 
Ministerio de Defensa cuenta con un Programa de Consolidación Territorial creado 
en el 2004 y fortalecido mediante la Unidad Administrativa Especial para la 
Consolidación Territorial (UAECT) como una estrategia para llevar la presencia del 
Estado por medio de acciones cívico-militares a zonas rurales donde el conflicto 
social, político y armado ha tenido fuerte presencia.  
 
El Plan Nacional de Consolidación Territorial prioriza 15 Zonas, las cuales 
coinciden y no por casualidad con zonas donde existen procesos de resistencia 
civil, y donde se ha planeado proyectos de monocultivos, proyectos de 
cooperación internacional y ampliación de infraestructura todos ellos con el 
objetivo de dinamizar la articulación al mercado neoliberal. Estas zonas de 
consolidación alcanzan cobijar un total de 100 municipios de los departamentos de 
Nariño, Cauca, Valle del Cauca,  Chocó, Antioquia, Córdoba, Bolívar, Sucre, 
Cesar, La Guajira, Magdalena, Norte de Santander, Arauca, Meta, Caquetá, 
Putumayo y Tolima65. De igual forma las nueve Zonas de Consolidación actuales 
están enfocadas sobre  los territorios donde están constituidas, en proceso de 
constitución o de hecho las ZRC, es así como en un periodo de diez años (2004-
2014) han sido establecidas más Zonas de consolidación que ZRC durante 
dieciocho años (1996-2014).  
  
El Estado colombiano  ha reiterado constantemente, que el sentido de estas 
Zonas se encuentra dentro de la  seguridad territorial, brindada por la Fuerza 
Pública del Estado para articular los territorios nacionales a la institucionalidad, 
bajo los principios fundamentales de la participación ciudadana `para de esta 
manera:  
 
“Promover la presencia institucional del Estado, del sector privado y la cooperación 
internacional para la consolidación y reconstrucción de territorios y para fomentar la 
confianza ciudadana en las zonas focalizadas por la Política Nacional de Consolidación y 
Reconstrucción Territorial y por la Política Nacional de Erradicación Manual de Cultivos 
Ilícitos y Desarrollo Alternativo para la Consolidación Territorial”66  
 
Sin embrago  diversos informes como los realizados por Indepaz67 en  54 
municipios en los que  hace presencia las Zonas de Consolidación Territorial 
se ha presentado un incremento de la presencia y acciones  paramilitares.  
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De igual forma el Codhes68 para el año 2010 estimo que una tercera parte de la 
población desplazada en este año (91.500 personas) y la mitad de las masacres 
registradas en todo el país, ocurrieron en las zonas de consolidación. 
Indudablemente, estos  resultados permiten deducir que estas zonas más que 
constituir una solución a la crisis agraria del país, se han venido constituyendo en 
un problema crucial para la solución de la cuestión agraria de Colombia, prueba de 
ello no son solo los informes sobre las zonas de consolidación que se han citado, 
sino la abierta oposición e intromisión del ministerio de defensa en los temas 
agrarios específicamente en contra las ZRC definiéndolas como las “nuevas 
republiquetas” y bastiones de la insurgencia Colombia, pero a pesar de esas 
represalias son las Reservas campesinas,  las que se erigen desde las bases 
campesinas como la verdadera solución a muchos de los problemas anteriormente 
abordados. Es claro entonces, el reflejo de unos resultados desastrosos entorno al 
denominado Plan Nacional de Consolidación  las cifras lo demuestran y lo hecho 
también tal como lo cuestiona Alfredo Molano: 
 
“¿Cómo explicarle a la opinión pública que los militares terminen decidiendo a quién se le 
da tierra y a quién no? ¿A quién se permite ir a la escuela y a quién al puesto de salud? 
Porque ellos actuarán con base en sus informes de inteligencia para privilegiar a unos y 
castigar a otros.”69 
 
Más que una solución, según algunos sectores y organizaciones campesinas las 
zonas de consolidación son una problemática nueva que termina profundizando 
las crisis y las contradicciones propias de la estructura agraria colombiana y 
representa la continuidad de las políticas del Plan Colombia y el Plan Patriota.   
 
3.2.4 Demandas por las vías legales contra las ZRC: estas demandas 
impuestas contra las ZRC han tenido hasta el momento dos acciones públicas 
fundamentales, la primera de ella corresponde a la acción de demanda del 
ciudadano Edwar Álvarez Vacca en septiembre del 201370 y la segunda a la 
acción interpuesta por la Procuraduría General de la Nación en marzo de 2014,  
ambas comparten una misma matriz o argumento jurídico para que se declaren 
inconstitucionales las ZRC, el argumento se sustenta en la ausencia de consulta 
previa a las comunidades étnica según el Ministerio Público y el ciudadano; a este 
respecto han sido demandados un conjunto de artículos que forman parte del 
Capítulo XIII de la Ley 160 de 1994, que consagra las normas respecto a las  ZRC 
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y desarrollo empresarial. El concepto de la procuraduría señala, que la consulta 
previa que pretende garantizar la participación de los pueblos indígenas y 
afrodescendientes en la defensa de su territorio y de sus prácticas culturales, 
sociales y económicos fue violada al no ser consultada la figura de ZRC con los 
pueblos étnicos, al respecto la procuraduría sostiene:  
Para resolver el problema jurídico planteado, es preciso determinar, en primer término, si 
los artículos 79, 80, 81, 82, 83 y 84 de la Ley 160 de 1994 afectan, de manera directa y 
específica, a las comunidades indígenas y tribales. De ser así, será menester establecer 
si antes de su expedición, el respectivo proyecto fue sometido a consulta a tales pueblos 
(…) La simple lectura de las normas acusadas lleva a concluir que ellas sí afectan, en 
forma directa y específica, a los pueblos indígenas y tribales en cuyos territorios se ha 
constituido o puedan llegar a constituirse Zonas de Reserva Campesina, Zonas de 
Desarrollo Empresarial o sean objeto de colonización, pues las disposiciones acusadas no 
los excluyen de dichos procesos. Por lo tanto, el proyecto de ley debió ser sometido a 
consulta, para dar a esos pueblos la oportunidad de participar en el proceso de discusión 
(…) Vale destacar que si bien las Zonas de Reserva Campesina fueron creadas por la Ley 
160 de 1994 para promover el acceso a la propiedad de la tierra a los trabajadores 
agrarios, de conformidad con el artículo 64 de la Carta Política; el cumplimiento de dicho 
deber constitucional no puede desconocer el derecho fundamental de los pueblos 
indígenas y tribales a la consulta previa de las medidas legislativas o administrativas que 
puedan afectarlas de manera directa71   
 
A pesar de que la Ley 160 dice que “No podrán hacerse adjudicaciones de baldíos 
donde estén establecidas comunidades indígenas o que constituyan su hábitat, 
sino únicamente y con destino a la constitución de resguardos indígenas”, ello no 
es suficiente para obviar la obligación de consultar el proyecto de ley con dichos 
grupos, pues la ley aprobada tiene un carácter general e integral, de obligatorio 
cumplimiento en todo el territorio nacional, sin que pueda excluirse de su ámbito 
de aplicación a los pueblos indígenas y tribales. De la misma forma señala, que si 
bien las ZRC fueron creadas por la Ley 160 de 1994 para promover el acceso a la 
propiedad de la tierra a los trabajadores agrarios, el cumplimiento de dicho deber 
constitucional no puede desconocer el derecho fundamental de los pueblos 
indígenas y tribales a la consulta previa ante proyectos de ley que puedan afectar 
a estas comunidades. Es por ello, que  la Procuraduría solicitó a la Corte 
Constitucional que declare  inexequible los artículos 79, 80, 81, 82, 83 y 84 de ley 
160 de 1994 mientras que el Congreso expida las nuevas disposiciones que 
deberán sustituir la situación de inconstitucionalidad de las ZRC.  
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Estas demandas hasta el momento no han tenido ninguna respuesta por parte de 
la Corte Constitucional, por el contrario si han generado una reacción de 
movilización por parte de ANZORC contra estas demandas, así como una 
intervención ciudadana en el proceso D- 9799 Acción de inconstitucionalidad 
contra los artículos 79, 80, 81, 82, 83 y 84 de la ley 160 de 1994, por parte de LA 
CORPORACIÓN COLECTIVO DE ABOGADOS LUIS CARLOS PÉREZ, la cual 
inhibe y refuta los argumentos allí presentados.  
De la misma manera, es importante enunciar que el argumento presentado 
desconoce los avances que se han realizado entre las organizaciones campesinas 
y pueblos étnicos, mediante  acuerdos interculturales en los territorios, como es el 
caso del Catatumbo donde ASCAMCAT organización campesina adelantó un 
proceso de consulta previa con el pueblo indígena Barí72 de esta región para 
tramitar su solicitud ante el INCODER el cual ha venido reconociendo 
paulatinamente el proceso de constitución de la ZRC. Además las afirmaciones de 
la Procuraduría fomentan la idea de que los campesinos son una amenaza para 
los pueblos indígenas del país; sin embargo, hasta la fecha la Corte Constitucional 
no han invitado formalmente a participar del debate jurídico a la Asociación 
Nacional de Zonas de Reserva Campesina.  
3.3 La propuesta de la Farc-ep en los diálogos de paz de La Habana sobre las 
ZRC: otro de los actores que se han pronunciado sobre las ZRC son las Farc-Ep, 
quienes han planteado cien propuestas mínimas para el desarrollo agrario integral 
con enfoque territorial en el marco de los diálogos de paz de La Habana, es 
importante acotar que muchas de las propuestas expuestas por la guerrilla se 
basan en los planteamientos, que realizaron las organizaciones campesinas, 
étnicas y sociedad en general durante el Foro Agrario realizado a finales del año 
2013 en la ciudad de Bogotá, como mecanismo de participación de la sociedad 
colombiana en los diálogos de paz entre el Gobierno colombiano y las Farc-Ep. 
Dentro de las propuestas de la insurgencia, sobresale la demanda de destinar 
nueve millones de hectáreas para ser declaradas como ZRC, reconocimiento y 
protección de la propiedad y territorios campesinos, la formación de asentamientos 
y reasentamientos campesinos en tierras fértiles y productivas mediante una 
nueva figura de Zonas de producción campesina de alimentos, el reconocimiento 
político y de todos los derechos del campesinado, así como el reconocimiento 
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constitucional de los territorios interétnicos e interculturales y la autonomía política, 
administrativa, económica, social, ambiental, jurídica y cultural de estas figuras 
que adquirirían  estatus de figuras de ordenamiento territorial en Colombia 
similares a los resguardo y territorios colectivos de los pueblos étnicos.  
En sus diez primeras propuestas las Farc-Ep proponen el:  
 
Reconocimiento político y de todos los derechos del campesinado y definición de sus 
territorios. Los territorios campesinos deben tener los mismos alcances de los demás 
territorios colectivos, garantizando diversas formas de propiedad campesina, individual o 
colectiva. En consecuencia se fundamentan en el respeto real y efectivo por la autonomía 
y la organización política, económica, social, cultural y ambiental, en el establecimiento de 
jurisdicciones campesinas propias, y en la responsabilidad del Estado para su protección 
y financiamiento. Estos territorios representan una forma de evitar la concentración de la 
propiedad; asumirán dos formas: Primero, como de Zonas de Reserva Campesina; 
segundo, como Zonas de producción campesina de alimentos. Todo lo anterior, ha de 
acompañarse de medidas concernientes a la dignificación y al reconocimiento político de 
los campesinos y campesinas por parte del Estado, lo cual debe empezar con la adopción 
de la declaración de los derechos del campesino de la ONU. 73 
 
En lo que respecta a las Zonas de Producción Campesina de Alimentos las Farc-
Ep, ven en esta nueva figura de carácter territorial una forma de proteger y 
posicionar a la economía campesina; como la principal fuente productora y 
abastecedora de alimentos del país, estas Zonas de producción deberán tener 
como mínimo una extensión de 7 millones de hectáreas y serán junto a las ZRC 
figuras de ordenamiento territorial, mediante la constitucionalización de estos 
territorios campesinos como inembargables e imprescriptibles, elevándolas al nivel 
legal que poseen las comunidades étnicas, igualmente se propone establecer la 
circunscripción electoral campesina; así como la  autonomía política, 
administrativa, económica, social, ambiental, cultural y de administración de 
justicia de los territorios campesinos: 
 
Los territorios campesinos gozarán de autonomía política, administrativa, económica, 
social, ambiental y cultural, y en la administración de justicia a través de los mecanismos 
de la justicia comunitaria. La autonomía se comprende en términos de la capacidad de 
autogobierno, autogestión y autodeterminación, enmarcada dentro del ordenamiento 
constitucional que resulte del nuevo contrato social pactado en la Asamblea Nacional 
Constituyente. La autonomía contempla igualmente la definición de formas de 
relacionamiento con la organización política y administrativa del Estado en general74 
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Por último, la insurgencia plantea la necesidad de reconocer los territorios 
interétnicos e interculturales, que permitan la convivencia y evite los conflictos 
interétnicos por las tierras en aquellas regiones donde por su conformación 
histórico-social y cultural coexisten grupos étnicos y campesinos; estos  territorios 
gozarán igualmente de autonomía política, administrativa, económica, social, 
ambiental, cultural y estarán gobernados por los denominados Consejos 
Interétnicos e interculturales. Cabe resaltar que  estas propuestas de las Farc-Ep, 
en ningún momento buscan contraponer una figura ante la otra, sino que se 
entiende que son figuras territoriales, en la cual se complementarían y articularían 
para garantizar el reconocimiento de los derechos de las campesinas y 
campesinos y evitar los conflictos interétnicos en Colombia.  
Partiendo de las diferentes posiciones y perspectivas  políticas anteriormente 
abordadas, se puede caracterizar las apuestas discursivas de diversos sectores 
entorno a las ZRC en dos principales posturas; una que responde a los intereses 
del régimen político y económico de las elites colombianas, enmarcado en los 
procesos capitalistas del territorio que ratifica las condiciones materiales actuales 
del contexto rural que reproducen y determinan la negación del campesino, 
analizadas en el primer capítulo;  frente a la posición de las sectores populares, 
que  reconocen el proceso histórico del campesinado como sujeto importante de la 
sociedad colombiana; ambas posturas a través de sus procesos territoriales 
producen relaciones sociales diferentes de índole capitalistas y no capitalistas, 
generando de este modo, territorios distintos y antagónicos. Lo anterior constituye 
a las ZRC, como un campo en disputa que evidencia la lucha de clases, puesto 
que cada una de las vertientes  en confrontación tienen su perspectiva de lo que 
debería ser el territorio y por consiguiente las Reservas Campesinas en el ámbito 
territorial, político, económico, social y cultural.  
El territorio es así un  escenario de relación entre las fuerzas de las clases 
sociales, donde se constituyen espacios de poder y  control sobre la tierra y el 
territorio que genera un poder político; en el caso colombiano se orienta por las 
políticas monopólicas del territorio capitalista que excluye a quienes carecen de 
poder político y al mismo tiempo trata de dominar y destruir los territorios 
campesinos, esto refleja un escenario de reflujo y contraflujo en lo que respecta al 
desconocimiento y reconocimiento del campesino como sujeto de derecho, es 
decir las posturas que se oponen a las ZRC representan el discurso de 
desvalorización de la vida rural campesina; en términos políticos, culturales y 
económicos, pero a su vez genera los procesos de formación y reconocimiento del 
campesino como sujeto político y cultural, producto de este conflicto por el 
territorio donde el campesino de las ZRC como sujeto colectivo establece su 
territorialización por medio de la organización política para luchar y disputar su 
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espacio vital a los sectores hegemónicos; por ejemplo en Colombia a través de las 
ZRC y  políticas de reforma agraria integral que optan por el reconocimiento del 
campesino y las comunidades étnicas rurales como los principales sujetos de 
derecho en el campo colombiano. En síntesis, cada una de estas posturas plantea 
caminos políticos que causan impactos geopolíticos, culturales y socioterritoriales, 
que forman diferentes modelos de desarrollo y control territorial del cual depende 
la existencia del campesino como sujeto colectivo frente a los conflictos 
permanentes con las clases dominantes.  
3.4 Zonas de Reserva Campesinas constituidas, en proceso de constitución, 
de hecho y en proceso de consenso o formación: Las ZRC como se ha  
analizado son una propuesta gestada por las comunidades campesinas, y que con 
el trascurrir de las luchas y movilizaciones campesinas se fue complejizando hasta 
adquirir el estatus de Ley de la república, sus inicios se remontan al año de 1985 
cuando el INDERENA y las juntas de acción comunal del bajo y medio Caguán 
firmaron un primer acuerdo, que planteaba el ordenamiento territorial y ambiental 
de la región, pero este primer intento fue frustrado por la ruptura del proceso de 
paz del gobierno de Betancur (1982-1986). Durante el gobierno de Virgilio Barco 
(1986-1990) y ante las constantes exigencias campesinas establecieron un área 
de Manejo Especial de la Macarena reconocida por el decreto 1.989 de 1989, el 
cual definía una zona de preservación para la producción en los municipios de El 
Retorno, Calamar y San José; posteriormente tras los acuerdos de paz entre el M-
19 y el Estado colombiano y la realización de una Asamblea Nacional 
Constituyente en 1991, se abrió paso a la ley 160 de 1994 que incluyo la figura de 
ZRC, la cual en su momento paso de “agache” como lo ha manifestado Alfredo 
Molano y no presento mayor oposición política. Solo fue hasta la expedición del 
Decreto 1777 de 1996 que reglamenta la figura, resultado de un conjunto de 
Marchas campesinas que las reservas campesinas empezaron a ser resistidas y 
atacadas por sectores económicos, militares y políticos. 
Como se ha evidenciado a lo largo del capítulo las ZRC representan un punto 
álgido de discusión y suscita una compleja confrontación política, económica y 
social entre los que están a favor y en contra de esta figura, que tiene como punto 
central dar solución a la problemática socioeconómica de la concentración de la 
tierra, democratizando su acceso; así como regulando la ocupación de la tierras 
baldías y la tenencia de la propiedad privada en dichas zonas, donde no pueden 
existir predios mayores a dos Unidades Agrícolas Familiares (UAF)75  privilegiando 
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agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia remunerar su trabajo y disponer 
de un excedente  capitalizable que coadyuve a la formación de su patrimonio.  La UAF no requerirá 
normalmente para ser explotada sino del trabajo del  propietario y su familia, sin perjuicio del empleo de 
mano de obra extraña, si la  naturaleza de la explotación así lo requiere.”  
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a los campesinos y colonos sin tierra; protegiendo de esta manera la economía 
campesina.  
Las ZRC como un instrumento legal para el Estado colombiano para dinamizar un 
ordenamiento territorial de las zonas de colonización y áreas geográficas con 
características agroecológicas campesinas; consolida una efectiva política de 
reparación a las comunidades campesinas víctimas del conflicto político, social y 
armado, puesto que permite la consolidación y estabilización de los campesinos y 
colonos, partiendo del reconocimiento de los derechos de propiedad sobre los 
territorios. Así mismo,  las ZRC fortalecen los escenarios de concertación social, 
política, económica, ambiental y cultural; entre las organizaciones y/o 
comunidades campesinas y el Estado mediante la participación directa tanto de 
entes institucionales y de los propios campesinos en el proceso de planeación, 
decisión, financiación e implementación  de los Planes de Desarrollo Sostenible 
(PDS) de las ZRC, lo cual deja sin argumentos válidos a los detractores de las 
Reservas Campesinas que sustentan que estas son repúblicas independientes.    
A propósito  se hace evidente el hecho de que el proceso de constitución de las  
Reservas Campesinas no ha sido tan dinámico desde su creación jurídica, por la 
falta de voluntad política de los gobiernos colombianos, ya que existen en 
Colombia solamente seis ZRC constituidas legalmente por el INCODER, y estas a 
su vez han afrontado persecuciones, señalamientos, asesinatos, desplazamientos 
y encarcelamientos de sus integrantes, como el caso de la ACVC (ZRC Valle del 
Rio Cimitarra) que tan  solo a seis meses de habérsele reconocido como ZRC 
mediante la Resolución 028 del 10 de diciembre de 2002 por parte del INCODER 
esta misma entidad estatal,  optó por suspenderla en el marco de la persecución 
emprendida por el Gobierno Colombiano en cabeza de Álvaro Uribe Vélez (2002-
2010) contra esta organización campesina y las propias ZRC; esta suspensión fue 
levantada mediante el Acuerdo  041 del 22 de febrero de 2011.  
De igual forma ha sido imprescindible el papel de ANZORC en el reimpulso de los 
procesos organizativos, a favor de la constitución de las ZRC en Colombia, lo que 
ha fortalecido y dinamizado los escenarios de participación de las organizaciones 
campesinas que ven en esta figura un elemento crucial para el reconocimiento de 
los derechos campesinos. Actualmente además de las seis ZRC constituidas 
legamente, existen diez ZRC en proceso de constitución, cinco de hecho y un 
aproximado de 50 solicitudes realizadas por Organizaciones Campesinas para 
constituir ZRC en sus territorios. A continuación se presenta un conjunto de 
cuadros que sintetizan algunas de las ZRC existente en el país hasta la fecha.  
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Zonas de Reserva Campesina constituidas. 
ZRC Resolución 
de 
constitución  
Extensió
n 
(Has)   
Territorio 
que abarca  
Númer
o de 
habita
ntes  
Organización  
Guaviare  Resolución 
054 del 18 de 
diciembre de 
1997   
469.000 Municipios 
Calamar, El 
Retorno y 
San José del 
Guaviare 
 
 
38.000 Coagroguaviare 
 Pato-
Balsillas 
(San 
Vicente 
del 
Caguán)  
Resolución 
055 del 18 de 
diciembre de 
1997 
145.115 Inspecciones 
Balsillas y 
Guayabero   
7.500 Asociación 
Municipal de 
Colonos de El 
Pato (Ancop) 
Sur de 
Bolívar  
Resolución 
054 del 22 de 
Junio de 
1999 
29.110 Municipios de 
Arenal y 
Morales  
3.500 ASOHONDA en 
Morales  
COMUARENAL 
en Arenal 
Cabrera 
(Provincia 
del 
Sumapaz)  
Resolución 
046 del 7 de 
noviembre de 
2000 
44.000 Municipio de 
Cabrera 
5.300 Sindicato de 
pequeños 
agricultores de 
Cundinamarca 
Bajo 
Cuembì y 
Comanda
nte Perla 
Amazónic
a 
Resolución 
069 del 18 de 
diciembre de 
2000 
22.000 Centro- sur 
del municipio 
de Puerto 
Asís 
(Putumayo)  
 
4.700 Asociación de 
Desarrollo 
Integral 
Sostenible Perla 
Amazónica 
(ADISPA)   
Valle del 
Rio 
Cimitarra 
Resolución 
028 del 10 de 
diciembre de 
2002 
Acuerdo  041 
del 22 de 
febrero de 
2011 
184.000 Dos 
municipios 
del 
nordeste 
antioqueño: 
Yondó y 
Remedios; 
y dos 
municipios 
del Sur de 
Bolívar: 
35.810 Asociación 
Campesina del 
Valle del Río 
Cimitarra 
(ACVC) 
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Cantagallo y 
San Pablo. 
Fuente: Zonas de reserva Campesina Elementos introductorios y de debate.76   
Zonas de Reserva Campesina en proceso de constitución. 
Zona de Reserva 
Campesina y/o 
organización 
campesina 
solicitante 
Fecha de 
solicitud 
Ubicación Estado de la 
solicitud 
Zona de Reserva 
Campesina de 
Lozada 
Guayabero 
Ascal-G 
4 de octubre de 
2001 
Municipio La 
Macarena, Meta, 
San Juan del 
Lozada. 
Debido a la 
situación de orden 
público en la 
región no se 
realizó la 
audiencia pública 
de formalización.  
Las comunidades 
han operado 
como ZRC de 
hecho. Sin que se 
hayan retomado 
hasta el momento 
el proceso de 
constitución.  
Zona de Reserva 
Campesina el 
Ariari Guejar  
AGROGUEJAR 
11 de agosto de 
2011 
 
resolución No. 
02059 del 11 de 
agosto de 
2011 
municipio de 
Puerto 
Rico (Meta) 
Tras la resolución 
se inició el trámite 
administrativo 
para la selección, 
delimitación y 
constitución de la 
ZRC, en un total 
de 35.187 has. 
distribuidas en 15 
Veredas. 
Agrogüejar,  
lidera el proceso 
con el apoyo de 
Parques 
                                                          
76
 INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL (INCODER), INSTITUO LATINOAMERICANO PARA UNA 
SOCIEDAD Y UN DERECHO ALTERNATIVO (Ilsa) Y SINDICATO DE PEQUEÑOS AGRICULTORES DE 
CUNDINAMARCA (SINPEAGRICUN) . Zonas de reserva Campesina Elementos introductorios y de debate. 
Bogotá: Gente Nueva Editorial, Marzo-Abril 2012. P 28.    
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Nacionales, 
la Unión Europea 
y el Incoder, 
socializó en marzo 
del 2012 un 
primer borrador 
del Plan de 
Desarrollo 
Sostenible, ante el 
Consejo Municipal 
de Desarrollo 
Rural de Puerto 
Rico. Se disponen 
a presentarlo 
ante la comunidad 
y las instituciones 
en la audiencia 
Pública.  
Zona de Reserva 
Campesina de 
Catatumbo  
ASCAMCAT 
11 de agosto de 
2011 
 
resolución No. 
2060 del 11 de 
agosto de 
2011 
Veredas de 7 
municipios de la 
región del 
Catatumbo, Norte 
de Santander 
Tras la resolución 
se inició el trámite 
administrativo 
para la selección, 
delimitación y 
constitución de la 
ZRC, de 365.865 
has en  339 
veredas. 
(Ascamcat) con 
apoyo técnico de 
la Corporación 
Colectivo de 
Abogados Luis 
Carlos Pérez, se 
elaboró el Plan de 
Desarrollo 
Sostenible, 
Socializado en el 
Tarra (Norte de 
Santander) el 30 
de marzo de 
2012.  
En el año 2013 la 
organización 
lidero un paro 
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campesino en la 
región, en el 
pliego de 
peticiones se 
exigía el 
reconocimiento 
definitivo de la 
ZRC. Sin embargo 
el Consejo 
Directivo aplazó la 
decisión que 
debía tomar sobre  
su constitución 
aduciendo 
múltiples 
aspectos, el último 
de ellos se basa 
en la necesidad 
de esperar el fallo 
de la demanda 
presentada contra 
los artículos que 
reglamentan las 
ZRC. Sin embargo   
Hay que aclarar 
que esta ZRC no 
es para todo el 
Catatumbo, sino 
para el polígono 
que comprende a 
Tibú. Con un 
aproximado de 
115 mil hectáreas. 
Zona de Reserva 
Campesina del 
Sumapaz 
SINTRAPAZ 
 Localidad 20 
Bogotá D.C., 16 
veredas de los 
corregimientos de 
San Juan de 
Sumapaz y y 
Nazareth  
Recibió la 
aprobación de 
viabilidad por el 
INCODER en 
respuesta a la 
petición que 
presentó la 
comunidad. 
El proceso de 
constitución se 
desarrolla por un 
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convenio de 
cooperación 
firmado por el 
Distrito Capital e 
Ilsa, cuenta con el 
acompañamiento 
del Incoder. La 
organización 
campesina 
Sintrapaz 
(sindicato de 
trabajadores 
agrícolas de 
Sumpaz) viene 
exigiendo desde 
el 2002 el 
reconocimiento de 
ZRC, sin embargo 
se ha vuelto a 
impulsar esta 
petición ante la 
amenaza de un 
megaproyecto 
hidroeléctrico que 
se tiene planeado 
implementar en 
este territorio.   
 
ZRC Montes de 
María 1 
 
Resolución de 
inicio 189 de 
febrero de 2011 
 
 
Municipios del 
Chalán, Coloso, 
Morroa, Ovejas, 
El Carmen de 
Bolívar, Los 
Palmitos, San 
Jacinto, San Juan 
Nepocumeno, 
María la Baja,  
Toluviejo, San 
Onofre. 
 
254.510 hectáreas 
Su PDS 
actualmente se 
encuentra en 
revisión ante el 
Incoder. 
ZRC Montes de 
María 2 
Resolución de 
inicio 189 de 
febrero de 2012 
 Municipios de 
Córdoba, El 
Guamo y 
Zambrano.      
46.295 hectáreas 
Su PDS 
actualmente se 
encuentra en 
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revisión ante 
el Incoder 
Municipio de San 
Bernardo 
(Cundinamarca) 
16 de mayo de 
2004 
Provincia del 
Sumapaz  
Aprobada por el 
Consejo Municipal 
de Desarrollo 
Rural, cuenta con 
el Plan de 
Desarrollo 
Sostenible, sin 
embargo no se 
han presentado 
avances 
significativos ante 
el Incoder.  
Bajo Ricaurte 
(Boyacá). 
Febrero de 1998 Municipios 
Moniquirá, Togüi, 
Santana, San 
José de Pare y 
Chitaraque 
Solicitud hecha 
por ocho alcaldes 
de la región, se 
Construyó y 
aprobó el Plan de 
Desarrollo 
Sostenible. 
Sólo quedo 
pendiente la 
aprobación de la 
Junta 
Directiva del 
INCORA, último 
requisito del 
trámite. Sin 
embrago esta 
solicitud se 
encuentra 
congelada y no se 
presentan 
avances 
significativos.  
Cesar 
 
30 mayo de 2011   
resolución 1952 
del 26 de  
septiembre de 
2012 
Municipios de 
Pailitas, 
Curumaní, 
Chiriguaná, y 
Chimichagua 
 La petición de 
constitución fue 
hecha por el 
Ministerio de 
Agricultura. El 
INCODER ha 
llevado a cabo 
dos visitas 
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técnicas. Su 
extensión 
asciende a 
127.473 has.  
Municipio de 
Curití, 
 
16 de septiembre 
de 2000 
provincia 
Guanentá y 
subregión 
ubicada 
sobre la margen 
izquierda 
Del río 
Chicamocha. 
Solicitud 
institucional 
avalada por el 
gerente regional 
del INCORA, sin 
embrago no se ha 
podido avanzar 
después de este 
aval y el 
construcción de 
PDS.  
Elaboración basada en: Zonas de reserva Campesina Elementos introductorios y de 
debate 77 
Zonas de Reserva Campesina de hecho. 
Zona de reserva Campesina y 
organización  
Ubicación, Municipio y 
Departamento  
Zona de Reserva Campesina Inza 
Totoro (ACIT) (ASOCAT) 
Inza Totoro Cauca  
Zona de Reserva Campesina Páez  Páez Itaibe  Cauca  
Zona de Reserva Campesina Caloto  
ASTRACAL  
Veredas de Caloto Cauca  
Zona de Reserva Campesina Corinto 
ASPROZOC 
Veredas de Corinto Cauca 
Zona de Reserva Campesina de 
Miranda  
ASPROZONAC 
Veredas de Miranda Cauca 
Fuente: Cartilla pedagógica de las Zonas de Reserva Campesina.78  
 
 
 
 
                                                          
77
 Ibíd., p . 30-32.  
78
 ASOCIACIÓN NACIONAL DE ZONAS DE RESERVA CAMPESINA (Anzorc). Cartilla pedagógica de las Zonas de 
Reserva Campesina, Op.cit., p. 18.  
77 
 
Zona de Reserva Campesina en proceso de formación. 
Zona de reserva campesina Huila 
 
(Asoquimbo) 
Zona de reserva campesina Arauca 
Asociación campesina de Arauca 
(ACA) (5 ZRC) 
Zonas de reserva Campesina 
Tolima (Sur y sureste) 
Asociación de Trabajadores 
Campesinos del Tolima 
(ASTRACATOL) 
Zona de Reserva Campesina 
Pradera 
Asociación de Trabajadores 
Campesinos del Valle del Cauca 
(ASTRACAVA) 
La ZRC de los Ríos Orteguaza y San 
Pedro 
(Caquetá) 
Coordinadora Departamental de 
Organizaciones Sociales, 
Ambientales y Campesinas del 
Caquetá (COORDOSAC), Asociación 
Campesina de la Cordillera de los 
municipios de Montañita, Florencia, 
Paujil y Doncello (ACOMFLOPAD) 
 
LA ZRC del Bajo Pato79 
Asociación Ambiental del Bajo Pato 
y Lozada (ASABPL) 
La ZRC del Quindío 
(ASOGUARANI)   
 
Elaboración propi 
 
 
                                                          
79
 Esta ZRC comprenderían unas 66.500 hectáreas abarcando la Zona de Reserva Forestal delimitada por el 
Río Caguán y Pato Balsillas. En este momento el proceso se encuentra en socialización de linderos del 
levantamiento de ZRC Forestal y se espera el aval del ministerio de Ambiente. Está zona se anexaría a la 
Zona de Reserva Campesina del Pato – Balsillas constituida en 1997. 
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Capítulo 4. 
Las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) figura inalienable hacia el 
reconocimiento del campesino como sujeto político y cultural en Colombia.   
“Los campesinos venían de una cultura largamente establecida. Tenían una sabiduría en 
su relación con la tierra, un lenguaje lleno de gracia, en el que la rudeza y la ternura 
encontraban una expresión elocuente y vivaz. Eran seres dignos y serenos incorporados 
a una relación profunda y provechosa con el mundo. De la noche a la mañana, estos 
seres se vieron arrastrados por un viento furioso que los arrancó a la antigua firmeza de 
su universo y los arrojó sin defensas en un mundo implacable. Su sencillez fue recibida 
como ignorancia, su nobleza como estupidez, su sabiduría elemental como torpeza. Es 
imposible describir de cuantas maneras las inmensas masas de campesinos expulsados 
se vieron de pronto convertidos en extranjeros en su propia patria, y el calificativo de 
“montañero” se convirtió en el estigma con el cual Colombia le dio la espalda a su pasado 
y abandonó a sus hijos en manos de los prejuicios de la modernidad. De pronto el país de 
la simulación, incapaz de construir algo propio en qué reconocerse, descubrió los 
paradigmas del progreso solo para utilizarlas contra sí mismo, si se plegaba como 
siempre, sin criterio, sin carácter, sin reflexión y sin memoria, a los dictados de un 
hipotético mundo superior.”80 William Ospina  
En este último capítulo se profundizara sobre la importancia de las ZRC en el 
reconocimiento del campesino como sujeto político y cultural en Colombia, para 
ello se realizaron un conjunto de entrevistas a académicos y dirigentes  
campesinos que permitió enriquecer la información, el conocimiento y la 
experiencia de las ZRC en la voz de aquellos que han estado ligados a este 
proceso de lucha campesina. Con base en dichas entrevistas se aborda en un 
primer momento la situación de desconocimiento y desvalorización del campesino 
colombiano como sujeto de derecho, en segundo lugar se tratará la ZRC desde la 
perspectiva del ordenamiento territorial para el campesinado, una tercera parte 
está enmarcada en el análisis de las ZRC como movimiento socioterritorial, 
posteriormente se abordar la relaciones de fuerza y las disputa por el territorio, así 
como el tipo de democracia que desarrollan las comunidades campesinas en esta 
figura; por último se define el papel que tienen las ZRC en el reconocimiento del 
campesino como sujeto político y cultural. 
 
Con lo anterior se pretende establecer el cumplimiento del objetivo de la presente 
investigación, el cual consiste en analizar  las ZRC como una forma de 
reconocimiento del campesino como sujeto político y cultural en Colombia y 
aportar  a la discusión en favor de esta figura, como vía para reconocer los 
                                                          
80
 OSPINA, William. ¿Dónde está la franja amarilla? Barcelona; Santa Fe de Bogotá: Grupo Editorial Norma, 
1997. P 29-30.    
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derechos de los campesinos y por consiguiente avanzar en una  solución del 
conflicto agrario en Colombia.    
4.1 Origen del desconocimiento - desvalorización del campesino 
colombiano: Actualmente, no se puede comprender la situación del mundo rural  
colombiano sin entender  el contexto y  las dinámicas del conflicto social, político, 
armado  y de la relación de dicho conflicto con la formación de la estructura rural, 
tampoco es posible entenderlo sino se reconocen los derechos del conjunto de la 
población rural. Si bien tantos las comunidades indígenas y afrocolombianas 
siguen siendo víctimas de exclusión y discriminación por sus formas de vida, estas 
comunidades  étnicas han logrado por medio de sus luchas un conjunto de 
garantías constitucionales especiales que le otorgan un estatus social, cultural, 
político, económico y el derecho inalienable a la tierra y el territorio; por medio de 
figuras como los resguardos indígenas y consejos comunitarios, a través  de los 
cuales pueden construir su territorialidad. Sin embargo la realidad del campesino 
dista mucho de la de los otros habitantes rurales,  a pesar de ser ellos  la mayoría 
de la población total que habita la zona rural del país la cual es estimada en el 
32% de la población colombiana según el PNUD, lo cual evidencia que  hay una 
ruralidad y un campesinado más grande de lo considerado, aunque las 
estadísticas censales  del país  no permiten estimar el número preciso de 
campesinos colombianos al no ser diferenciados como una población específica, 
sino dentro de la población censal “resto”81, lo cual deja evidenciar la 
desvalorización y desconocimiento que se ha venido construyendo sobre estos 
sujetos  al no  reconocérsele política y culturalmente por el Estado colombiano el 
cual ha implementado históricamente un conjunto de políticas institucionales que 
no solo han determinado formas de uso y control de la estructura agraria, los 
recursos naturales y los territorios, sino que ha condicionado  la caracterización y 
conceptualización del campesino ya sea definiéndolo de forma  inadecuada o no  
reconociéndolo dentro de sus políticas de desarrollo rural, respondiendo a un 
modelo económico hegemónico que siempre ha afirmado la  desaparición 
                                                          
81 Recientemente algunas organizaciones campesinas han manifestado su desacuerdo e inconformidad con 
el Censo Nacional Agropecuario, en el cual  no se encuentran incluidos como sujetos de derecho los 
campesinos, como sí ocurre con los indígenas, afrocolombianos, raizales y Rom. Esta situación, es contraria a 
lo que se había acordado con el presidente Juan Manuel Santos en noviembre de 2013 por medio del 
viceministro de Relaciones Políticas del Ministerio del Interior, en cual se establecía que se  iba a acatar la 
Declaración Internacional de Naciones Unidades de los Derechos de las Campesinas y campesinos  y la 
sentencia T-763 de 2012, donde la Corte Constitucional calificó como importante y fundamental el 
reconocimiento de la cultura campesina del país y estableció la necesidad de reconocer y proteger el acceso 
a la tierra y al territorio, sino que de igual forma se acordó una reunión  previa con el DANE para construir 
un mecanismo de participación del diseño del Censo Agropecuario, para que incluyera al campesinado como 
un sujeto de derecho, según consta en la acta firmada en dicha fecha. Este acuerdo se ha pactado en el 
marco de las negociaciones adelantadas entre el Gobierno y las organizaciones campesinas de la Mesa de 
Interlocución Agropecuaria (MIA) protagonistas del Paro Agrario y popular que vivió Colombia a mediados 
del año 2013.  
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innegable  del campesino al ser este un sinónimo de atraso y subdesarrollo según 
los discursos propios de la modernidad82, creando: 
 
El imaginario del campesinado pobre y atrasado se enfrenta al del agente rural moderno y 
de espíritu empresarial, de modo que se opone la cultura campesina a la cultura moderna, 
la identidad campesina a la identidad occidental globalizada, como si la primera no fuera 
fruto de los procesos de desarrollo y como si la segunda hubiese borrado todos los 
ámbitos de la vida. Un imaginario contra otro y poco de procesos de construcción. De esta 
manera, desde diversos ámbitos se toman decisiones sobre el sujeto campesino, 
decisiones apoyadas en ideas, imágenes, representaciones, es decir, apoyadas en 
imaginarios, que ejercen poderes que sitúan al campesinado en una posición de 
desventaja frente a la sociedad (…) Un imaginario negativo: el campesinado minusválido 
para adelantar los procesos de desarrollo. Este extraño capital simbólico atesorado por la 
tecnocracia ha construido una matriz de significado, un telón de fondo, una proyección 
que dificulta reconocer las transformaciones del sujeto social campesino (hombres y 
mujeres). Las cadenas discursivas propias de los imaginarios de la cultura tecnocrática y 
política han construido una visión de las sociedades campesinas que son determinantes 
de la injusticia, pues impiden el reconocimiento del campesinado como sujeto social e 
inhiben la efectividad de políticas de redistribución al no asignarle al sujeto (que ellas 
denominan agente) capacidades propias para el desarrollo.83  
 
Las  fallas de reconocimiento84 sobre el campesinado han sido producto de un 
hecho histórico, que ya se ha mencionado y a partir del que se debe caracterizar: 
el “discurso de la modernidad” cuyo eje articulador es su modelo económico que 
ha generado varios escenarios de desconocimiento y desvalorización del 
campesinado. Estos escenarios son definidos en el informe del PNUD El 
Campesino: reconocimiento para construir país Cuaderno del Informe de 
Desarrollo Humano Colombia 201185, y se enmarcan en el problema del  acceso a 
la propiedad de la tierra, que no solo es valorada por los campesinos como 
recurso físico y económico sino también como una construcción  sociocultural;  la 
denominada revolución verde, a través de está la producción agrícola se 
subordinó al uso de agroquímicos y la utilización  de   semillas manipuladas 
genéticamente hecho que llevó a desconocer las prácticas y conocimientos 
ancestrales que posee los campesinos entorno al cultivo de alimentos; otro  hecho  
alrededor  de la  desvalorización, se da por  la persecución política y 
                                                          
82 En Latinoamérica la CEPAL represento y difundió en su momento estos discursos y enfoques del 
desarrollo, en su Informe de 1963 definió las formas de producción agrícola campesina como precapitalistas 
o semicapitalistas y señaló al campesinado como “el punto de estrangulamiento interno más pertinaz en el 
desarrollo latinoamericano” 
83
 SALGADO, Carlos. Los campesinos imaginados, Cuadernos Tierra y justicia N.6. p 10- 19.  
84
 FRASER, Nancy.  Justicia interrupta. Reflexiones críticas desde la posición “postsocialista”, Siglo  del 
Hombre Editores, Universidad de los Andes, Bogotá, 1997. 314 p.  
85
 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). El Campesino: Reconocimiento para construir 
país, Bogotá: Colección Cuadernos INDH 2011, Mayo de 2012. Pag 29-32.  
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señalamientos sobre el  campesino como integrantes de los grupos alzados en 
armas, cuando han sido ellos junto con el conjunto de la población rural las 
principales víctimas del conflicto que durante décadas ha vivido el país; el último 
hecho se haya en el modelo de desarrollo rural que los diversos gobiernos han 
implementado basados en políticas económicas y agrícolas donde el sujeto 
fundamental del campo es el empresario y no el campesino al ser este 
considerado sobre las bases de la productividad y la competitividad propias del 
modelo económico hegemónico  como alguien incompetente e  incapaz para 
integrarse a las dinámicas de la modernidad y la  globalización. 
Esto lo corroboran las palabras de Juliana Cuenca cuando manifiesta en una de 
las entrevistas que: 
“ El desconocimiento del campesinado en Colombia ha sido realmente histórico no? creo 
que el problema del desconocimiento del campesinado como un sujeto que tiene unas 
condiciones que garantizan la reproducción de un sujeto político, cultural, económico no 
se ha reconocido fundamentalmente porque lo que es el campesinado en su estructura 
económica en su estructura política y económica no garantiza la reproducción de los 
intereses del modelo económico capitalista del país entonces creo que fundamentalmente  
ese reconocimiento esa falta de reconocimiento del campesinado va articulada con varias 
causas si no podemos hablar de una sola causa de porque no se ha reconocido sino que 
a través de la historia lo que ha invisibilizado al campesinado es precisamente que no es 
una clase o no es un actor social que garantice la reproducción de los intereses del capital 
sino  más bien al contrario como que va en contra de la consolidación del modelo 
capitalista en el país entonces eso ha hecho que también se trate de invisibilizar la 
importancia del campesinado en toda la estructura pues de la sociedad colombiana”.86 
Y en este sentido, involucrar al campesino dentro de las dinàmicas del modelo 
capitalista, ha genera un proceso de tecnificacion agroindustrial que ha 
representado un elemento tàctico fundamental del modelo, que consiste en 
convertir a los campesinos prosumidores; en consumidores de insumos y 
alimentos de las multinacionales por medio de la utilizacion de los fertilizantes y 
las propuestas del monocultivo, acabando con las practicas de cultivo tradicional; 
lo que ha venido convirtiendo a esos pobladores rurales productor de alimentos y 
conocimientos, en simple consumidor no solo de los recursos  para la produccion, 
sino de los propios alimentos; es decir este proceso de tecnificacion deja al campo 
sin la posibilidad de alimentar a sus comuniades rurales, es entonces cuando el 
campesino recurre  a la estructura urbana industrial para alimentarse, lo cual se 
sintetiza en las palabras de uno de los entrevistados:  
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“Entonces dejaron de bajar los jepaos de comida del campo a la ciudad y al pueblo y por 
el contrario ahora suben los Jepaos de comida del pueblo al campo y en cada jepao de 
esos va ya no solo van las multinacionales de los insumos no cierto, sino las 
multinacionales de los alimentos que es lo mas dramatico es decir ya no solo se trata de 
tener el control a traves de las multinacionales de la produción de bienes naturales que 
era lo que deciamos nosotros y convertirlos en consumidores sino que ahora tienen es 
que comprarle los alimentos externamente entonces ese elemento fue desarraigando al 
campesinado.”87 
 
Paralelamente la postura de algunas corrientes académicas  dentro de la línea  
denominada descampesinista, la cual se encuentra ligada al discurso del 
desarrollismo surgida tras la segunda posguerra mundial, ha proclamado la 
desaparición de este sujeto social  como fruto de la expansión de las relaciones 
capitalistas en el mundo rural. Si ciertos autores88 reconocen alguna 
características de estos sujetos rurales  al considerarlo un grupo y una clase 
social, también podemos evidenciar una inevitable desaparición producto de las 
relaciones capitalistas que se van insertando en las dinámicas de la vida rural, la 
que responde a las lógicas de la modernidad mediante la cual se designa a ciertos 
grupos o sujetos sociales como atrasados, improductivos, ineficientes entre otras 
adjetivaciones; generando el desconocimiento de sujetos sociales, políticos y 
culturales, al ser estos considerados como un problema para el desarrollo de la 
economía capitalista. Esta línea académica ha permitido fortalecer los argumentos 
que durante los últimos treinta años  ha ido subordinando la definición del 
campesino dentro de  las políticas agrarias enmarcadas en los procesos del 
neoliberalismo, la deslocalización, la desterritorialización  y globalización de los 
territorios rurales.  
 
“La regeneración o resurgimiento del campesinado en el sistema capitalista es un mito 
romántico; la expansión capitalista hasta el último rincón del sector rural de los países 
subdesarrollados, bajo la iniciativa y el dominio extranjeros, debe concluir inevitablemente 
en el desplazamiento de los campesinos y asalariados. No hay razones prácticas ni 
teóricas que permitan suponer que las agriculturas subdesarrolladas no tendrán que 
adaptarse al ‘modelo’ estructural de las agriculturas industrializadas, y convertirse, como 
ellas, en agricultura sin gente”89  
 
Estos hechos tienen una característica en común, y es que todas apuntan a la  
descampenización de la vida rural y por consiguiente a acrecentar el 
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desconocimiento y desvalorización de un sujeto de derecho del país como son los  
campesinos en los dos aspectos puntuales determinados en el primer capítulo: la 
despolitización que genera una negación del estatus político, y la ausencia de una 
diferenciación cultural. Dichas fallas de reconocimiento se presentan de esta 
manera como un hecho que se inserta en la crisis agraria y rural del país, puesto 
que ello han relegado a estos habitantes rurales del ejercicio del poder, de su 
economía campesina (elementos culturales esenciales para esta clase social), 
subordinándola a los últimos renglones de la política agraria y priorizando al 
empresario como el actor primordial de las políticas de este sector. Además no se 
debe olvidar el impacto y los efectos que la violencia ha tenido entorno a ellos, 
generando procesos de desarraigo territorial que ha afectado el tejido social de 
estas comunidades  y que ha impedido que ejerzan su territorialidad.  
 
Sin embargo, ha sido en este contexto donde se ha dinamizado la reivindicación 
de los sujetos sociales excluidos por este mismo proceso; prueba de ello es la 
reciente Declaración de los Derechos de las campesinas  y campesinos, emitida el 
24 de febrero del 2012 y aprobada por el consejo de Derechos Humanos de la 
ONU, que pone de relieve la necesidad de abrir el debate académico, político, 
social y jurídico entorno a reconocer los derechos de estos pobladores 
colombianos, y otorga un avance sustancial en la caracterización y definición del 
campesino. Ante este panorama es fundamental, avanzar en propuestas que 
aporten y contribuyan al reconocimiento de sus derechos, hacia  un escenario de 
justicia de la sociedad rural, que seguirá siendo imposible si no se reconoce la 
identidad económica, social, cultural y política de estos sujetos sociales que se 
han visto aislados de la historia de la nación colombiana. Como punto de partida 
para la afirmación de los derechos de todos los habitantes del campo en Colombia 
es crucial el  derecho a la tierra y el territorio como lo expresa Salgado:  
La tierra en sí misma es valiosa como recurso físico y económico pero como proceso 
social y político tiene una importancia relativa puesto que no puede/debe entenderse por 
sí misma sino con todo el conjunto de relaciones con que se asocia. En el mundo rural no 
hay cultura sin la tierra, pero ella no es sin su entorno ecosistémico, cultural y las maneras 
de transformarla (…), la relación principal a resaltar es el vínculo que se establece entre el 
sujeto y la tierra (…) En la lógica convencional del desarrollo – refiriéndonos con ello a la 
economía eficientista y productivista-, la tierra es despojada de todo atributo cultural 
comunitario para pasar a ser parte relacional con otros factores productivos puestos en 
juego en un nuevo modelo cultural y social 90  
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Es por ello, que la figura se constituye en un  elemento inalienable para lograr  el 
reconcomiendo del campesinado como un sujeto político y cultural, al ser esta 
figura  garante de la estabilización del campesino en su territorio, la cual  debe ser 
integral, es decir económica, política, social y cultural en aras de  fortalecer el 
tejido social del campesinado colombiano que se organizado entorno a estas 
Zonas de reserva; es decir es esencial entender el papel de las ZRC como un 
elemento fundamental en el avance de una Colombia con justicia social.  
Argumentar y proponer esta figura como el eje central para lograr superar el 
desconocimiento de los derechos de la población, al representar una figura que 
debe estar contemplada dentro del ordenamiento territorial del país, al ser  una 
herramienta jurídica que debe profundizarse y fortalecerse; para que de una vez 
por todas sea cumplida a cabalidad y logre superar los obstáculos impuestos por 
la falta de capacidad y voluntad política por parte del Estado colombiano, lo cual 
ha impedido  el  derecho al territorio a partir del cual se construyen los procesos 
políticos y culturales del campesino, puesto que no hay vida rural sin una relación 
ligada a la tierra. Es ante este panorama que se quiere  proponer  las ZRC como 
una forma de corregir las fallas de reconocimiento del campesino, ya que son 
estas zonas las que permiten dar solución a dichas fallas que han generado, 
dinamizado el desconocimiento y la desvalorización  histórica de estos sujetos 
políticos y culturales, a su vez es la mejor forma de que estas personas accedan a 
la tierra y el territorio para poder dinamizar de manera integral su propia 
territorialidad. 
4.2 Un nuevo ordenamiento territorial, perspectivas desde las ZRC territorio 
y territorialidad: en este punto se busca realizar un análisis sobre la importancia 
del territorio, puesto  que no hay manera de definir al campesino y su formación 
como sujeto político y cultural sin un contexto territorial, al ser esté un espacio 
crucial a partir del cual  se construyen los vínculos sociales, culturales y políticos 
de las comunidades rurales. Al respecto es importante abordar la discusión sobre 
el statu territorial que deben tener las ZRC dentro del ordenamiento territorial, ya 
que actualmente no son contempladas como entidades territoriales91 del país, por 
ello cabe preguntarse  ¿Cuál debe ser en términos de ordenamiento territorial la 
categoría de las ZRC, es decir deben ser municipios  o deben ser territorios 
similares  a los resguardos y territorios colectivos de las comunidades étnicas, o 
por el contrario no tienen que ser entidades territoriales?  
 
Las ZRC aparecen actualmente como un instrumento que le permite al Estado  
contener la extensión de la frontera agrícola, ordenando las zonas de colonización 
que representa uno de los  problemas que afecta el ordenamiento territorial del 
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país, protegiendo de esta manera los espacios de reserva forestal; así como  
posibilita corregir la concentración de la tierra, regular la propiedad privada en 
estas zonas, consolidando la propiedad de los campesinos al ser esta  la única 
figura legal que contempla un límite a la propiedad privada y que determina que en 
las ZRC no pueden existir predios  mayores a dos Unidades Agrícolas Familiares 
(UAF) y que los baldíos nacionales deberán ser entregados de ahora en adelante 
a los labriegos rurales; igualmente permite constituir los espacios de concertación 
social, política, económica, ambiental y cultural entre el Estado y las comunidades 
rurales, garantizando su adecuada participación en las instancias de planificación 
y decisión local y regional por medio de los PDS. Pero a pesar de las múltiples 
funciones, características y ventajas territoriales que otorgan las ZRC, actualmente 
no son contempladas como una entidad territorial que permita dinamizar una 
política de afirmación y estabilización de las comunidades campesinas con base 
en la definición de los derechos de propiedad sobre los territorios y la autogestión 
comunitaria. En este orden las ZRC representan nuevos espacios territoriales que 
han ido siendo producidos, construidos y trasformados por el campesino 
colombiano a partir de sus experiencias históricas de organización.  
 
Recurrentemente se ha planteado la necesidad de que las ZRC se constituyan en 
entes territoriales de la nación colombiana y esto se ha generado dado a la 
interpretación de la ley de orden amplio sostenida por algunos académicos, 
(especialmente Alfredo Molano) que han estado acompañando de cerca el 
proceso histórico de las ZRC y de las organizaciones; apoya la propuesta de que 
se genere un nuevo ordenamiento territorial en el cual se tengan en cuenta las 
Reservas Campesinas como punto crucial para la democratización del territorio 
rural, al respecto Molano argüe:    
 
La figura de Zonas de Reserva Campesina (ZRC) como una talanquera —igual que los 
resguardos indígenas o los consejos territoriales— para proteger a los campesinos y 
evitar que continúen tumbando montaña o se conviertan en asalariados rurales o urbanos 
(…) En pocas palabras: para impedir que la tierra continúe concentrándose no hay 
solución práctica distinta a la creación de ZRC. Ello equivale, más que a una reforma 
agraria clásica, a un reordenamiento territorial de carácter social y ambiental 92 
Esta postura, describe a las ZRC como una estrategia de ordenamiento territorial 
aplicable a cualquier parte del territorio nacional donde predomine la economía 
campesina, para protegerla del avance del latifundio y abrir paso a la construcción 
de un patrón de estructura agraria multimodal que genere espacios de 
organización y de gobernabilidad, que propicien procesos de  elaboración de sus 
propios planes de desarrollo y de administración  de sus recursos. Es decir, 
territorios campesinos que gocen de una plena autonomía política administrativa, 
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social y cultural como la de las entidades étnicas territoriales que están 
contempladas dentro del actual régimen territorial del país.   
Por otro lado, la mayor oposición a las ZRC en cualquiera que puedan ser sus 
formas dentro de un ordenamiento territorial en Colombia, es el  producto histórico 
de la distribución y organización del espacio derivada a partir de las formas de 
apropiación privada terrateniente de los territorios; por fuerza políticas y 
económicas dispuestas a conservar el statu quo, originada desde un principio por 
la administración colonial española y posteriormente por las políticas de concesión 
del Estado  republicano que favoreció a las clases más poderosas de la sociedad 
y donde el papel del espectro militar ha sido fundamental, al respecto Fernando 
Guillen Martínez93 en un espléndido estudio sobre la formación de los Ejército en 
Venezuela y Colombia durante la guerra de Independencia destaca que mientras 
el primero se caracterizó por su formación en defensa de los intereses de la patria, 
el ejército colombiano se formó al servicio de los intereses de grupos específicos y 
no de la nación. 
Sin duda, este proyecto político-económico se orientó al fortalecimiento de los 
poderes regionales no en términos populares, sino en favor de las clases 
dominantes lo cual produjo el control del territorio y contribuyó a la formación 
política, económica y social del ordenamiento territorial en Colombia, configurando 
un escenario de relaciones de fuerza en favor de las elites políticas regionales a 
partir del control territorial, puesto que los límites territoriales actuales y las 
circunscripciones electorales que estas otorgan, depende el poder de los 
terratenientes y de las clases dominantes. Es ahí donde se encuentra el verdadero 
“peligro”, que representa las ZRC en términos de un nuevo ordenamiento territorial 
que necesariamente reconfigurara el panorama político del país para estas clases 
hegemónicas. Es por ello que el inoportuno ordenamiento del territorio nacional, 
ha sido producto de una política fallida que organiza los territorios dadas las 
pretensiones de los sectores políticos hegemónicos y no ha sido el resultado de 
procesos participativos de construcción del territorio con las comunidades o bases 
sociales; es decir un proceso dinamizado desde abajo hacia arriba, como lo ha 
planteado Orlando Fals Borda94; partiendo de esto se desarrollará el análisis de  la 
pertinencia de las ZRC como una nueva entidad territorial del país. 
 
Para Fals Borda, es necesario establecer una definición holística del ordenamiento 
territorial que parta de dos eje primordiales el poder - autonomía expresión popular 
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hecha gobierno, y la historicidad cultural la cual es sumamente importante para 
caracterizar el ordenamiento de los territorios del país, puesto que de ella depende 
estos dos ejes  que se  sustentan en tres componentes fundamentales; lo político-
administrativo, el ambiente y lo geopolítico,  como regla para la democratización 
del territorio.  Antes que nada es esencial ver la definición de ordenamiento 
territorial que postula el autor:   
 
“el ordenamiento territorial practico trata del manejo político - administrativo, geopolítico y 
ambiental de los conjuntos humanos que ocupan contenedores espaciales flexibles y 
variables, donde las comunidades ejercen funciones sociales ligadas a la economía, la 
cultura y el medio ambiente en defensa de sus formas de vida (…) la contribución 
principal del ordenamiento territorial es la de indicar como construir o reconstruir espacios 
sociogeográficos y contenedores o recipientes administrativos flexibles pero bien 
determinados”95    
 
A través de lo anteriormente esbozado, se logra determinar que el ordenamiento 
territorial actual del país sus límites departamentales y/o municipales, se 
decidieron a partir de unos intereses concretos de sectores sociales privilegiados, 
resultando en la gran mayoría de los casos procesos de ordenamiento verticales y 
autoritarios que contrarían la historicidad social, cultural, política y económica de 
los territorios, a partir de lo cual no se reconoce las funciones socioculturales que 
le dan determinadas comunidades o grupos sociales a sus territorios. Prueba de 
ello es el caso de la  ZRC del Valle de Rio Cimitarra la cual  está conformada por 
municipios de dos Departamentos administrativamente distintos y que responde 
no a los intereses político administrativos de dichos departamentos; sino a la 
necesidades propias de los campesinos y sus formas de vida, lo cual reconoce el 
espacio mínimo vital del campesino en la ZRC, que se empiezan a conformar 
territorialmente desde grupos de veredas donde las comunidades se organizan por 
medio de las Asambleas y Juntas de Acción Comunal expresiones de poder 
hechas gobierno; que dan forma a los territorios rurales campesinos, desde los 
que se establecen relaciones  con las autoridades estatales, siendo esto un hecho 
fundamental  para Fals Borda dentro del proceso de un reordenamiento territorial, 
ya que plantea la necesidad que este se dinamice a partir de las unidades 
administrativas básicas (Veredas, Corregimientos, resguardos indígenas etc.) en 
este sentido Guillermo Castaño Campesino y profesor sostiene:  
 
“Tenemos que revindicar el hecho que la ley nos permite hoy en día  plantear como esa 
comunidad es la que debe ordenar su territorio nos lo permite la ley que no lo hagamos es 
distinto pero la ley nos lo permite o que tengamos que exigir que eso ocurra entonces 
empezar a ordenar el territorio desde la finca desde la vereda desde el corregimiento 
desde el municipio construyendo ese ordenamiento desde la base social eso es lo que 
tambien hace que sea posible la aprehensiòn polìtica del territorio porque si el territorio 
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sigue en manos de las corporaciones o de los departamentos o como  el caso de aquí en 
manos de las multinacionales papeleras pues que ordenamiento territorial va a ver solo en 
la medida en que recuperemos el territorio primero para nosotros y saquemos  las 
multinacionales puede sonar muy agresivo pero ese es el camino y el segundo camino es 
que se reconozca en ese territorio la sociedad que viene alla esa sociedad que viene alla 
que tiene que recuperar el control sobre su agua  sobre su suelo sobre sus bienes 
naturales sobre sus alimentos no cierto si no para no tampoco una autorquia que sea solo 
de ellos no ahí va quedar el el elemento de articular con otros procesos locales e ir 
construyendo sociedad.96  
Es decir, que la formación de instancias democráticas de participación popular en 
las decisiones fundamentales que favorezcan el reconocimiento de las bases 
comunitarias y sus sujetos sociales, políticos y culturales no deben darse desde 
posturas solamente político-administrativas, económica o desarrollistas; sino más 
aun,  desde la constitución de territorios afines social y culturalmente donde la 
vereda es la expresión inmediata de los territorios campesinos en Colombia. Esto 
permite, que se vislumbre la necesidad de llegar a un reordenamiento territorial 
que responda a las   características históricas, a los modos de vida de las veredas 
y comunidades campesinas ; para superar el aislamiento al que ha sido sometidas 
en la gran mayoría de los casos estas veredas y sus regiones en el actual 
ordenamiento territorial que valora los espacios urbanos subestimando  lo rural y 
la diversidad Regional lo que no ha permitido que se reconozca a Colombia como 
lo ha propuesto Fals Borda en una  República Regional Unitaria97; posible síntesis 
de un nuevo reordenamiento territorial en el que se reconocería plenamente los 
campesinos como sujetos sociales de derecho mediante la caracterización política 
y cultural de sus territorios de Reservas Campesinas, puesto que esta figura es sin 
duda  una expresión que posibilita la diversidad regional del país rural, así como 
es una manifestación de la sociedad civil campesina para defender sus modos de 
vida social, política y cultural constituyendo en sus  territorios formas poder 
popular y regional articulados a principios político-administrativo que afiancen 
procesos de descentralización fiscal y administrativa que aporten a los procesos 
de democracia local y a niveles de gobernabilidad, en lo ambiental cerrando la 
frontera agrícola y en lo geopolítico ZRC construidas desde la vereda, como una 
figura promotora de la democratización del poder y el territorio.  
  
“La discusion es entorno a la vereda yo propondria que que la reserva campesina 
estuviera dentro de su contexto compuesta de veredas porque la vereda es la unidad 
historica cultural del campo la vereda existe desde siempre y ahí es donde se dan todas 
las relaciones de producción y las relaciones sociales en la vereda entonces si ese es el 
esquema yo diria que la categoria claro no es un nuevo escenario,  es que las reservas 
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campesinas sirvan para hacer la reconversion de esos municipios en municipios rurales 
campesinos y que entren a sumar en en el contexto de la sociedad como la mayor fuerza 
administrativa local porque puede que la poblacion este en Cali, Medellin, Bogota y todo 
esto pero pero pero acordemonos que es que lo que tiene tierra y tiene población es el 
municipio no cierto y ordenar el municipio es ordenar  el departamento y ordenar el 
departamento es ordenar la nación.”98  
En este sentido las ZRC adquieren un significado político y cultural dentro de un 
nuevo ordenamiento territorial, donde las comunidades y las organizaciones que 
representan los procesos actuales de Reserva campesina ejercen cierto control 
sobre el territorio, lo que Bernardo  Fernandes ha categorizado como procesos de 
espacialización y territorialización, que evidencian el avance cualitativo de la lucha 
por la tierra hacia la lucha por el territorio, siendo un esfuerzo político de cambio 
democrático de la balanza de poder donde las ZRC son el resultado histórico del 
desbalance existente y la lucha de clases en el mundo rural, de tal modo que a 
partir de los planteamientos expuestos es imposible entender a las ZRC como una 
simple reforma agraria y por lo contrario debe ser entendida en términos de un 
enfoque del ordenamiento territorial que reconozca las ruralidades de la nación. 
Paralelamente este proceso debe estar estrictamente ligado, a la solución política 
del conflicto que atraviesa el país. Y es esto precisamente lo que hace que las 
ZRC salten al escenario como la principal posibilidad y alternativa, pues es una 
propuesta de las comunidades campesinas, para continuar el ejercicio político que 
representa la transformación del sistema agrario en el marco de la posguerra y de 
un reordenamiento territorial, lo que permitiría aprovechar los resultados del 
proceso de paz, cuyo principal aporte sin lugar a dudas sería la desactivación de 
la confrontación militar, integrando las FARC-EP como una nueva fuerza política 
civil en un escenario democrático ampliado, donde las Reserva Campesina 
representan una tesis básica, la cual consiste en que deben ser regiones, 
territorios delimitados con un status territorial  que propicie el control comunitario 
de los campesinos. Al respecto Fals Borda establece:  
“Con el fin de superar la guerra civil, a partir de la relocalización y el reordenamiento 
territorial he recomendado proceder paso a paso desde las bases comunales locales 
hacia arriba, es decir, a partir de unidades administración básica como vereda, 
corregimientos y resguardos indígenas donde tiene lugar lo cotidiano”99  
 
Siguiendo este orden de ideas las ZRC como territorios surgidos dentro de un 
nuevo ordenamiento territorial deben ser declaradas como Zonas reordenadas o 
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de paz100 las cuales son creadas partiendo de procesos participativos que 
conforman instituciones democráticas de base, como por ejemplo el proceso de 
constitución de las ZRC analizado en el capítulo anterior, donde el PDS representa 
un requisito metodológico, participativo  y democrático para las   ZRC dentro del 
cual se determinan los limites reales de cada Reserva Campesina a partir de 
razones históricas y culturales que respondan a la necesidades políticas y 
económicas de los campesinos articuladas a la solución de  la guerra civil, donde 
el principio de la gobernabilidad y decisión política se basa en el respeto de las 
comunidades  y organizaciones sociales y campesinas que dinamizan el 
reordenamiento de manera participativa, siendo el territorio un primer paso para 
reconocer al campesino como sujeto político y cultural, dentro de una entidad 
organizativa en las que se arraiga las identidades colectivas de las comunidades y 
que aparecen como respuesta: 
 
“a procesos locales y regionales de desarrollo social, económico y político que vinculan 
actividades vitales de producción y reproducción con los recintos en que se ejecutan y 
dónde se derivan elementos de continuidad social y diversidad cultural”101   
 
Es inevitable que el reordenamiento territorial debe ir dentro de los pilares de los 
diálogos de paz, que implique una reorganización del poder político regional y por 
consiguiente nacional como se ha señalado reiteradamente, que genere nuevas 
circunscripciones electorales y la creación de territorios autónomos dentro del 
marco unitario de la nación, las ZRC se han erigido como una solución efectiva 
para solucionar el conflicto y la posibilidad de procesos de gobiernos propios  que 
den gobernabilidad a las unidades territoriales vitales como espacios 
fundamentales para la protección de los derechos fundamentales de los 
campesinos. Es decir que es fundamental:  
 
- Reconocer las ZRC como una figura de ordenamiento territorial permite 
establecer un nuevo escenario de organización sociopolítica en Colombia 
en donde el campesino se constituye en un sujeto de derecho a partir de la 
vereda como espacio vital de su vida,  desde la cual se configuran las ZRC 
propiciando un reordenamiento desde los planteamientos del Estado región.  
 
- Este nuevo ordenamiento territorial debe partir, tener como génesis el 
reconocimiento de los derechos territoriales de las comunidades, la gestión 
del territorio a partir de los PDS, que no tengas que adaptarse a planes de 
desarrollo municipales departamentales o nacional, sino que sea desde 
esos PDS que se construyan los PDN, debe surgir de acuerdos entre las 
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comunidades de base y el Estado en torno a la organización del territorio y 
el manejo de los recursos.   
 
- Las ZRC representan una figura territorial de las ruralidades que 
caracterizan al país, son una expresión histórica y sociocultural, así como 
un instrumento de política territorial que siempre ha sido amenazas por las 
presiones políticas de los terratenientes  contra esta nueva forma de 
ordenamiento territorial para defender su capital político.   
 
- No reconocer las ZRC dentro de un nuevo ordenamiento territorial 
representa mantener el statu quo y la estructura de poder  no solo del 
campo colombiano sino de la nación entera.  
 
 
4.3 Las ZRC como movimiento socioterritorial, crecimiento cualitativo del 
campesino Colombiano: durante años se ha querido limitar el accionar de las 
luchas campesinas a la simple titulación y acceso de la propiedad, si bien esto es 
cierto e innegable, no se puede restringir a este hecho histórico ya que como se 
ha analizado en los capítulos anteriores, el campesino ha venido reivindicado  el 
derecho a organizar sus territorios; a partir del cual se forma social y culturalmente 
como sujeto colectivo que reivindica un  espacio vital territorial. Esto permite 
comprender un crecimiento cualitativo del campesinado colombiano, puesto que 
su lucha se enmarca dentro de una lectura de orden territorial, donde las acciones 
de una parte del movimiento social campesino se ha orientado hacia el 
reconocimiento de las ZRC, a partir de la cual se puede dar cuenta de la 
especificidad - diversidad social, cultural, política y económica que permita 
considerar y valorar el rol central de esta población en la historia de Colombia. En 
este orden Raúl Zibechi expresa:  
 
“Los nuevos sujetos urbanos y rurales, se están construyendo en territorios propios, 
aunque con un desarrollo desigual. La territorialización de los actuales movimientos 
sociales y populares, es el rasgo principal de los nuevos sujetos, lo que está permitiendo 
desafiar a los poderosos. En estos territorios controlados por los movimientos, en 
comunidades rurales y barrios urbanos, se configura una espacialidad modelada por la 
resistencia y la rebeldía de los oprimidos. Territorialización es, a su vez, la respuesta 
estratégica de los pobres a la crisis de la vieja territorialidad de la fábrica y la hacienda, y 
a la reformulación, por parte del capital, de los viejos modos de dominación”102  
 
Sin embargo, hasta el momento no se ha podido saldar la deuda fruto del 
desconocimiento estructural que ha afectado al campesino colombiano, ante estos 
hechos ha recurrido a su capacidad de resistencia, movilización y organización 
para defender sus derechos, lo que ha generado un  fortalecimiento cualitativo del 
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movimiento campesino colombiano, es decir como sujeto colectivo que se 
organiza para desarrollar determinadas acción políticas en defensa de sus 
intereses, con el fin de transformar las condiciones materiales de su realidad. En 
este sentido, es importante analizar el movimiento  campesino que tiene a las ZRC 
como eje primordial de su quehacer político, en el marco de los planteamientos de 
Bernardo Fernandes respecto a los movimientos socioterritoriales y 
socioespaciales para comprender cómo las formas de organización y las 
relaciones sociales de este movimiento expresado en la Asociación Nacional de 
Zonas de Reserva Campesina (ANZORC)  se pueden definir  y delimitar dentro de 
los escenarios y acciones socioterritoriales como lo postula Fernandes:   
Los movimientos socioterritoriales tienen el territorio no solamente como objeto, sino que 
éste es esencial para su existencia. Los movimientos campesinos, los indígenas, las 
empresas, los sindicatos y los Estados pueden construirse en movimientos 
socioterritoriales y socioespaciales porque crean relaciones sociales para tratar 
directamente sus intereses y así producen sus propios espacios y sus territorios (…) 
Movimientos (socioterritoriales) aislados son aquellos que actúan en una determinada 
micro región o en un espacio geográfico equivalente. Consideramos esos movimientos 
como aislados no por estar sin contacto con otras instituciones, sino por actuar en un 
espacio geográfico restringido (…) Los movimientos (socioterritoriales) territorializados 
son aquellos que actúan en diversas macroregiones y forman una red de relaciones con 
estrategias políticas que promueven y fomentan su territorialización. Todos los 
movimientos territorializados comienzan como movimientos aislados. Estos al 
territorializarse y romper con la escala local, se organizan en redes y amplían sus 
acciones y dimensionan sus espacios103.  
 
De este modo, las ZRC son esencialmente expresión de una lucha por el territorio 
gracias a que los campesinos organizados desarrollan la reivindicación de sus 
derechos sociales, políticos, económicos y culturales que solo pueden tener 
continuidad en el transcurso del tiempo y el espacio por medio del control material 
y simbólico de sus territorios.  
 
Es cardinal comprender entonces que la figura de ZRC, cuya máxima expresión 
orgánica está representada en ANZORC ha dinamizado un nuevo proceso de 
organización sociopolítica del campesinado colombiano, implementando nuevas 
formas organizativas, en torno a la gestión económica, productiva, política y de 
desarrollo rural; de acuerdo con las formas organizativas locales. Basándose en 
las particularidades regionales del país siendo un principio clave para ANZORC el 
reconocimiento de la diversidad y especificidad de las regiones y zonas que se 
ubican a lo largo de la geografía nacional, en cuanto a sus condiciones ecológicas, 
ambientales, económicas, sociales y culturales. Estas condiciones, características 
del movimiento de ZRC ha generado un proceso de carácter socioterritorial desde 
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donde se ha venido dando parte importante de la acción y la intencionalidad 
política del campesino como sujeto colectivo por el derecho y la definición de sus 
territorios, así como ha permitido consolidar un movimiento social fundamentado 
en la organización local – regional;  surgido desde lo que Fernandes ha 
denominado Movimientos socioterritoriales aislados, que por las propias dinámicas 
de persecución, estigmatización y proyección política han ido convergiendo  dentro 
de una organización nacional como Anzorc, lo que le da el carácter de un 
movimiento territorializado en Colombia.  
 
“La figura de la ZRC como un avance en el reconocimiento ya juega un papel importante 
en el movimiento campesino porque surge de un proceso histórico  del movimiento 
campesino  eso ya hace que la figura sea un hito  histórico en el movimiento campesino 
como tal pero además de eso después del de todo el proceso  de  estigmatización con  el 
presiente Uribe y los ocho años que él estuvo en el gobierno los procesos se recogieron 
regionalmente y se trataron de fortalecerse internamente en las regiones  para poder 
seguir avanzando  como movimiento campesino en general y ya en la reactivación del 
proceso de las ZRC en el 2010-2011  se perfila la asociación nacional de ZRC como un 
movimiento campesino que recoge las experiencias de las ZRC  a nivel nacional se 
articulan y se construye este espacio de plataforma nacional para interlocutar para 
negociar para avanzar para construir la propuesta de política pública propuesta de política 
agraria para la sociedad rural en general entonces a través de las ZR articuladas en la 
ANZORC como un proceso nacional  fortalece  y creo que la ANZORC se ha convertido 
en uno de los procesos organizativos pues tiene la bandera del movimiento campesino 
creo que estos dos últimos años ha aportado al movimiento campesino nacional las 
principales apuestas  de reivindicación con el tema del sector rural entonces sin duda creo 
que el movimiento nacional de las ZRC si están ahorita en un punteo pues de aporte al 
movimiento campesino en general.” 104 
 
Prueba de dicha expresión socioterritorial se haya presente en las ZRC en el 
siguiente sentido:  
 
Local- micro regional: en lo que respecta a la etapa de las ZRC como 
movimiento socioterritorial aislado, se haya explícito en las primeras experiencias 
de ZRC que se constituyeron en el país, las cuales vivieron procesos paralelos 
pero aislados antes, durante y después del proceso constitutivo, donde la acción 
de estas se limitaba a sus contextos específicos a partir de las dinámicas 
establecidas por la Asociaciones campesinas correspondiente que impulsó cada 
Reserva Campesina (Coagroguaviare, Ancop, ACVC etc.) Este fenómeno impidió 
a las organizaciones campesinas que hacían parte de esta figura hacer frente 
efectivo a la persecución, señalamiento, estigmatización e ilegalización de las que 
fue objeto las Zonas campesinas, durante los primeros años del siglo XXI, lo que 
repercutió en proceso de desconocimiento de facto ante una figura legal que 
favorecía  al campesinado colombiano. Estos sucesos repercutió en el retroceso 
de las organizaciones campesina surgida en el país para solicitar los procesos de 
                                                          
104
 ENTREVISTA con  Juliana Cuenca, Op. cit. 
94 
 
constitución en sus regiones  durante estos años de sistemática coerción que 
término abnegando el debate y el desarrollo de estas Zonas en el país y 
postergando el proceso organizativo de carácter nacional de las ZRC, lo cual se 
vendría a materializar con la creación de ANZORC surgida después de este 
periodo de constante represión.  
 
Regional: los nodos son formas organizativas impulsadas desde ANZORC cuyo 
objetivo es fortalecer los procesos organizativos de base regional de las ZRC, 
entendiéndolo como el lugar de confluencia de territorios y espacios regionales 
que comparten ciertas características, para generar escenarios de interrelacionan, 
coordinación y articulación hacia el ejercicio de planeación y proyección de los 
procesos de las Reserva Campesina, en este sentido los nodos tienen como 
objetivo lo siguiente:  
 
“Posicionar políticamente la propuesta de ZRC en las regiones 
 
Avanzar en la apropiación territorial de la figura de ZRC y del proceso de la ANZORC 
 
Caracterizar las dimensiones social, política, económica, étnico y cultural, ambiental y de 
derechos humanos en las Zonas de Reserva Campesina. Articulación y apoyo entre 
procesos organizativos regionales en la construcción de propuesta de ZRC”105  
 
Los nodos son de esta manera, una nueva expresión que permite caracterizar 
ANZORC en el marco de los  movimientos socioterritoriales territorializados, 
puesto que actúa en escenarios interregionales promoviendo redes organizativas 
con plenos objetivos y estrategias políticas que promueven y fomentan la 
territorialización de la figura de ZRC, más allá de lo local- micro regional  
superando la etapa necesaria como de los movimientos aislados expresado en un 
principio por las organizaciones locales que han y están impulsado las Reservas 
Campesinas. De igual forma los nodos pretenden conformar redes, que no es más 
que la suma de varios nodos lo que dinamizada nuevas instancias organizativas y 
participativas entorno  a las ZRC.  
 
Nacional: la Asociación nacional de ZRC es la máxima expresión organizativa del 
movimiento campesino, que reivindica esta figura como elemento fundamental 
para el bien común de las comunidades campesinas y la sociedad en general; 
surgida en el año 2011 se constituyó como una estrategia de articulación y 
coordinación de las organizaciones campesinas comprometidas con la defensa y 
promoción de los derechos del campesinado, la defensa de la tierra y el territorio 
de los procesos locales regionales de ZRC, buscando ampliar y posicionar el 
debate de las Reservas Campesinas, como una figura determinante para el 
ordenamiento territorial y el desarrollo rural de las regiones campesinas 
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históricamente excluidas. Constituyéndose así, en el  movimiento socioterritorial 
territorializado campesino más importante en la historia de Colombia; dado que es 
el escenario de acompañamiento, formación y dialogo de las cerca de 54 
organizaciones campesinas que exigen la implementación de las  ZRC en sus 
regiones, lo que ha dinamizado  espacios fundamentales de discusión y 
construcción de propuestas programáticas concretas del movimiento campesino, a 
partir de la heterogeneidad de posturas y pensamientos propios  de la diversidad 
organizativa y cultural de los procesos locales- regionales que confluyen en 
ANZORC, siendo así un aspecto crucial de la participación del movimiento 
campesino que actúa a partir de estrategias políticas a corto, mediano y largo 
plazo que promueven y defiende la territorialización orgánica del movimiento 
campesino de las ZRC, rompiendo con los limites local de lucha, y dinamizando 
procesos de articulación de las acciones políticas en esfuerzos colectivos para 
exigir el reconocimiento de los derechos históricos y la identidad de los 
campesinos.  
 
Por otro lado los movimientos socioterritoriales, se constituyen movidos por los 
escenarios de formación política para alcanzar sus objetivos, en este sentido 
ANZORC es el movimiento campesino, que ha consolidado una propuesta 
programática concretas que promueve los procesos de territorialización y 
estructuras organizativas, a partir de los encuentros nacionales de ZRC, la 
creación de los nodos regionales y la articulación a procesos internacionales como 
Vía Campesina, dándose así una participación que durante décadas ha venido 
intentando construir parte del campesinado colombiano para solucionar sus 
problemas, construyendo espacios de socialización política  propositiva, donde la 
reivindicación  del territorio es el triunfo y, por lo tanto, la razón de la  lucha; siendo 
evidente que no puede existir el campesino colombiano sin un movimiento 
socioterritorial, sin un territorio. 
 
De la misma manera las ZRC como movimiento socioterritorial expresado en 
ANZORC configura nueva relaciones de poder y control sociocultural de los 
territorios campesinos donde se han constituido y se constituirán las reservas 
campesinas manifestación inherente a la intencionalidad y las necesidades 
campesinas. Desde esa comprensión, el territorio posee cualidades 
multidimensionales ya que es una expresión geográfica, social, política, cultural, 
económica que se encuentra en permanente conflicto como se ha bosquejado 
hasta el momento y que será analizado de manera más detalla en el siguiente 
punto, siendo un hecho presente en las acciones de los movimientos 
socioterritoriales frente a las condiciones de exclusión,  negociación y resistencia 
para construir  espacios y conquistar sus territorios. 
 
4.4 ZRC y relación de fuerzas en la disputa por el territorio: actualmente las 
dinámicas capitalistas globalizadas han venido profundizando un fenómeno de 
carácter orgánico presente en el mundo rural colombiano, dicho fenómeno  
corresponde a la disputa por el control del territorio, entendido como el espacio 
96 
 
apropiado por un conjunto de relaciones sociales que determinan formas de poder; 
las cuales se reproducen, cambian y mantienen por medio de la conflictualidad 
entre clases sociales y fuerzas políticas definida por el proceso continuo de 
disputa por crear, conquistar y controlar los territorios. Esta creación y luchan por 
el territorio en Colombia tiene como una de las expresiones el conflicto entre las 
clases sociales de índole capitalista- terrateniente y las clases campesinas de las 
ZRC, las cuales  expresan cada una  un tipo de intencionalidad definida por 
Bernardo Fernandes106 como el modo de comprensión que un grupo, una nación, 
una clase social utiliza para materializarse en un territorio, es decir  la 
intencionalidad es una visión de mundo, un modo de ser, de existir que constituye 
la identidad de una determinada relación social en el territorio. En este sentido la 
intencionalidad crea unas disputas concretas que dinamizan el escenario de 
relaciones de fuerza en el campo colombiano, como lo expresa Rafael Aguja:   
 
“El tema de la correlación de fuerza y digamos de una disputa más fuerte eh bueno 
también depende mucho de las del interés del capitalismo y de la proyección del 
capitalismo que hay en Colombia no y que se proyecta en los territorios (…)nosotros si 
creemos en la democratización de la tierra creemos que debemos avanzar hacia una 
reforma agraria integral con justicia social sabemos que las ZRC no es una reforma 
agraria pues ya terminada pero si es un avance hacia ese proceso es una experiencia 
para llegar hasta ese punto y eso es lo que más preocupa digamos ha al capital 
latifundista a nivel nacional y a ahorita pues bueno con otras formas de  estrategias  de 
acumulación de capital por medio del extractivismo y  por medio de otras otros métodos 
digamos de reconfiguración del capitalismo tanto a nivel nacional como a nivel 
internacionalmente  también genera disputas y genera eh tensiones territoriales muy 
fuertes porque ahorita el territorio o la noción del territorio no es posible sino no hay gente 
en eso si antes se concentraba la tierra  solamente había un dueño unos cuantos 
trabajadores y listo pero ahorita un territorio sin población sin que pueda digamos trabajar 
en él ya sea  en un proyecto minero ya sea en un proyecto hidroeléctrico ya sea eh con la 
con cultivos con monocultivos de grandes extensiones digamos es imposible que ese 
capital se pueda desarrollar si entonces ahorita esa noción de territorio y que la gente 
permanezca también en el territorio pero trabajando de acuerdo a los intereses del capital 
esto digamos que da fiel a una nueva reconfiguración que ha venido generando tensiones  
territoriales bastante propias y que también se pierde si la condición propiamente del 
campesino porque ya no es el campesino el que está trabajando propiamente la tierra  el 
que está promoviendo impulsando la economía campesina sino que es el campesino o el 
sujeto que tiene que dejar de producir la tierra para poder laborar en otro tipo de proyecto 
económico que eso digamos genera tensiones y genera digamos  perdidas también de 
identidades de la cultura propiamente campesina.”107 
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Lo anterior permite entender Las ZRC, como expresión de las relaciones sociales 
entre los campesinos, que se caracteriza por crear territorios  heterogéneos y 
diversos que son la continuidad del territorio como espacio de vida, de identidad 
(territorialidad) y de resistencia. De igual esta figura expresa  las relaciones de 
fuerza campesina como clase social, no solo por el control del territorio, sino por 
los modelos de desarrollo que determina la organización territorial de un país, de 
la  sociedad y sus espacios de gobierno, lo cual permite la continuidad de las 
intencionalidades de estas comunidades como clase social y/o sujeto colectivo 
que constituyen una forma de poder, que reproducen y mantienen  el significado  
material y/o simbólico del territorio. De esta manera, la relación clase-territorio se 
yuxtapone, son inseparables como lo ha planteado Fernandes.  Es a partir de esta 
relación que se manifiesta la  intencionalidades de clase que dinamizan el conflicto 
entre los denominados  territorio Capitalista y campesino. 
 
El capitalismo se establece como la consolidación del territorio capitalista. Decir que las 
relaciones sociales capitalistas producen las relaciones sociales no capitalista, también es 
decir que los territorios capitalistas producen territorios no capitalistas. Esta producción se 
da de manera desigual y conflictiva, generando disputas territoriales permanentes. Las 
disputas territoriales no se limitan a la dimensión económica. Debido a que el territorio es 
una totalidad, y multidimensional, las disputas territoriales se desarrollan en todas las 
dimensiones, por lo tanto, las disputas ocurren también en el ámbito político, teórico e 
ideológico, lo que nos permite comprender los territorios materiales e inmateriales. Las 
políticas de dominación y resistencia utilizan el concepto de territorio, para definir tanto las 
áreas geográficas en disputa, como para delimitar las disputadas. La imposición de la 
geograficidad debe ser también una elevación del concepto de territorio, porque la disputa 
por el poder de interpretar y determinar el concepto y los territorios se intensificó 108  
 
Partiendo de ello se puede establecer que actualmente en el caso colombiano las 
políticas del gobierno Santos (2010-2014) denominadas locomotoras del 
desarrollo, benefician y dan ventajas a los territorio de índole capitalista sobre los 
campesinos, creando una relaciones de fuerza desiguales entre las clase que se 
disputan el control del territorio rural , lo que ha llevado a que el Estado no de 
cumplimiento pleno de la ley 160  presentando una serie de obstáculos para la 
constitución de nuevas Reservas campesinas en el país ya que muchos de estos 
territorios son pretendido por empresas multinacionales para desarrollar proyectos 
de explotación agroindustrial y minero energético contemplados como pilares 
fundamentales del Plan Nacional de Desarrollo lo cual establece un escenario de 
relaciones de fuerza, donde las disputas territoriales se desarrollan en todas las 
dimensiones; político, teórico e ideológico reflejándose  las posturas analizadas en 
el capítulo anterior que se oponen y apoyan  las ZRC representando la negación – 
desvalorización y reconocimiento de la vida rural campesina. En este sentido las 
ZRC representan una posibilidad de establecer nuevas relaciones de fuerzas para 
el campesino en la lucha por sus derechos y pervivencia en la historia de 
Colombia haciendo frente a los paradigmas dominantes del progreso en el que se 
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circunscribe los territorios capitalistas homogenizados utilizados contra la cultura 
campesina organizada en las ZRC y planteadas desde la diversidad de la 
múltiples ruralidades y regiones del país en favor de los labriegos rurales y no en 
su detrimento como sujetos y clase social. Pero a su vez abriendo la posibilidad de 
una relación más horizontal y directa con el Estado colombiano como lo expresa la 
siguiente reflexión: 
 
“Nosotros siempre hemos tratado de mantener una interacción una interlocución directa 
con el Estado colombiano principalmente para poder llevar a nuestros territorios inversión 
social para poder darle un desarrollo óptimo a los territorios pero desde la visión 
propiamente del campesinado creo que eso es lo que más genera digamos una tensión y 
de pronto se ve ese tema de disputa y de correlación de fuerzas entonces nosotros eh en 
las ZRC como  proyectamos nuestro territorio como construimos nuestros planes de 
desarrollo nosotros le exigimos al Estado que lleve inversión al campo pero desde la 
perspectiva de nosotros no desde la política construida desde arriba” 109 
 
En este orden de ideas, primero las ZRC no son solo una opción histórica, sino 
una posición política  del campesinado colombiano, como clase social que disputa 
el territorio a las clases capitalistas y que a su vez se han organizado en torno a la 
ANZORC para fortalecer el horizonte social, político, económico de esta figura 
determinante para un sector campesino que resiste y legitima su condición de 
sujeto social, político y cultural. En segundo lugar las ZRC son el territorio creado 
por las relaciones sociales de las comunidades rurales que habitan allí,  como 
clase subalterna y contra hegemónica por medio de la configuración política de los 
territorios campesinos a partir de cual se construye la identidad cultural, donde  las 
ZRC son esenciales como  territorio no solo en términos materiales sino también 
simbólicos y/o culturales donde se expresa los modos de vida, las dimensiones de 
poder y control social que  son inherentes a todo escenario de lucha social. Por 
último, un aspecto trascendental del territorio es la materialización de la existencia 
humana; las ZRC son el lugar- territorio donde se construyen todas las acciones, 
formas de pensar, hacer, sentir y donde ejerce poder el campesino de dichas 
zonas, es allí donde la historia de una parte significativa de los pobladores rurales   
puede seguir desarrollándose plenamente manifestando su existencia política, 
cultural y económica tanto como sujeto y/o comunidad, En síntesis las ZRC, son 
territorios que se construyen a partir de diferentes relaciones sociales, expresión 
de la región , que posee ciertas cualidades  políticas puesto que allí se dan 
escenarios de participación directa de la comunidad en temas fundamentales para 
las ZRC desde el proceso de constitución y dentro de las dinámicas propias de las 
Reservas campesinas después de constituidas, así como han sido un escenario 
del movimiento social rural para reorganizarse desde las dinámicas locales hacia 
el plano nacional dándose un procesos organizativo desde abajo.  
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En términos concretos, la figura radica esencialmente en la fuerza de la clase 
campesina, que mayoritariamente busca un nuevo horizonte, en el que pueda 
recuperar para sí, condiciones favorables de existencia y desarrollo, que le son 
negadas por el modelo económico que le empuja hacia el desconocimiento 
permanentemente. Sin embargo, la capacidad de convertir esa fuerza popular  
esta intrínsecamente ligada a los procesos internos de las ZRC que intentan ganar 
protagonismo como símbolo de las bases rurales; esto ha generado hasta la fecha 
una confrontación constante con un conjunto de sectores sociales que se oponen 
a la constitución de Reservas campesinas lo que hace prevalecer hasta el 
momento los intereses de las clases dominantes sobre la realidad misma de estas 
zonas en el país. Pero es dentro de esta disputa, la lucha de clases por el 
territorio, que se ha venido fortaleciendo un sujeto político y cultural, donde las 
ZRC se constituyen en una intencionalidad contrahegemónica del campesinado en 
un escenario de correlación de poder mediante la configuración de un movimiento 
de carácter Nacional, conformado a partir de las características propias de cada 
región, consolidando así nuevos  escenarios de poder, configurados por territorios 
socioculturales y no simplemente por aspectos político administrativos que 
únicamente favorecen la intensiones e  intereses de los sectores hegemónicos 
que mantienen la vieja estructura del poder en Colombia.  
 
4.5 La democracia en las  ZRC: El control sobre la tierra y el territorio  genera un 
poder político, en el caso colombiano un poder estatal hegemónico excluye  que 
ha hecho dependientes a quienes no lo poseen en favor de la clase dominante; de 
esta manera la disputa abordada en el punto inmediatamente anterior  tiene su eje 
fundamental en el  territorio, pero esté solo logra ser configurado por la clase 
social campesina a través del control sociopolítico que tiene como principios 
esenciales la democracia y la autonomía, determinantes para establecer una 
noción completa del territorio. Tanto el modelo de democracia y la autonomía es 
una construcción histórica de cada expresión social, sea un movimiento 
socioterritorial o un Estado nación; pero es a su vez una creación de las clases 
sociales. Por tanto, es importante comprender que la democracia que se expresa 
en cada una de las ZRC (independientemente que dentro los procesos de 
constitución de esta figura se tengan que desarrollar y cumplir requisitos 
similares), responden a las dinámicas de cada contexto y las formas organizativas 
que han conformado durante sus propias historias, es por ello que no se puede 
entender la cultura política110 y democrática de las Reservas campesinas de 
manera homogénea:    
 
“Una participación activa si constante y activa de los procesos organizativos también 
dependiendo de  las formas que tienen de organizarse en territorios si es muy distinto  
como se organizan los campesinos por ejemplo o algunas comunidades campesinas del 
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Meta a unas comunidades campesinas en el  Magdalena Medio tienen sus mecanismos 
de organización  por núcleos veredales si  por medio de las juntas de acción comunal que 
son mecanismos también de participación legales que existen sí que están reconocidos y 
que permiten la participación constante y directa y democrática al interior de los procesos 
de ZRC creo que cada proceso organizativo como que  proyecta de acuerdo pues 
también a sus condiciones  necesidades o también dentro de sus territorios  adversos  
generan los mecanismos participativos democráticos para poder decidir frente al que 
hacer  en el territorio no hay un modelo establecido en todas las ZRC para el tema de la 
organización por ejemplo en el Magdalena Medio están las mesas comunales por la vida 
digna si en el Meta como ya les decía pues hay núcleos veredales que también juegan un 
papel muy similar pero que tienen unas dinámicas propias  y así en cada región digamos 
que no podemos homogenizar esa forma participativa pero si en todos los procesos  de  
ZRC sin el aval y sin la participación de las comunidades campesinas desde nuestra 
perspectiva  no es posible que una ZRC se mantenga en el tiempo y en el espacio.” 111 
 
Ante las variadas expresiones democráticas de estos territorios se ha determinado 
analizarlas no de manera particular a cada una de ella, sino dentro del marco de la 
democracia radical, que permite caracterizarlas conjuntamente, puesto que este 
modelo democrático propuesto por Ángel Calle Collado se sintetiza partiendo de 
unos principios elementales; como  la dimensión humana, los bienes comunes y 
los ámbitos de decisión, que comparten las ZRC independientemente de su 
expresión democrática. A continuación se presenta un cuadro comparativo entre 
tres modelos de democracia la representativa, la participativa y por supuesto la 
radical, a partir de la cual se realizara el análisis en esta materia de las Reservas 
campesinas. 
 
Democracia  Representativa  Participativa  Radical  
Valores clave Libertad (forma 
liberal) o igualdad 
(forma socialista) 
Libertad y 
participación(institucional), 
igualdad (formal) 
Libertad, igualdad 
compleja y 
participación 
plenas desde la 
diversidad 
Visión democracia Orden según una 
sociedad 
utilitarista 
Procedimientos 
institucionales 
Procesos 
horizontales y 
globales de 
decisión y 
cooperación 
Papel 
participación 
“mal menor” en 
aras de una 
mejor gestión 
desde las 
élites 
gestión “desde arriba” que 
debe contentar y 
complementarse con los 
de 
abajo 
Bien personal y 
bien social 
Dimensión 
humana 
Ser autónomo Ser social Ser biopolítico 
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Bienes comunes Negación o 
gestión por 
actores privados 
Igualdad de 
oportunidades 
en un marco global 
Imposibilidad de 
monopolios 
sobre recursos y 
espacios de 
socialización 
Dinámica de 
decisiones 
De arriba a abajo “Desde arriba” con inputs 
“desde abajo” 
Desde abajo hacia 
arriba 
El gobierno es... votado por el 
pueblo 
participado por el pueblo ejercido por la 
gente(ciudadanía, 
comunidades, 
Pueblos) 
Paradigma de 
Desarrollo 
Concentración 
financiera o 
productivista 
Desarrollo económico con 
atención a lo micro 
sustentabilidad 
extensa, social y 
medioambiental 
Fuente: Democracia radical: entre vínculos y utopías 112 
 Valores clave: en este punto se evidencia lo antes mencionado, entorno a 
que no existe una cultura política y democrática única en los territorios  de 
las ZRC, más aún son formas de participación construidas desde 
diversidad que funcionan de manera autónoma en cada contexto, pero que 
logran articularse con instancias regionales y nacionales como en el caso 
ya analizado sobre ANZORC, donde se encuentran y organizan diferentes  
experiencias democráticas, dentro de un marco general compartido de 
derechos, principios y objetivos comunes. Por lo tanto, los ejemplos de 
democracia directa presentes en esta figura se estructuran desde los 
ámbitos locales: consejos comunitarios, juntas de acción comunal, juntas 
interveredales, asociaciones, asambleas comunitarias, mesas comunales 
por la vida digna entre otros; todas ellas ejemplos de instancias 
organizativas y  decisorias  que dinamizan los procesos participativos y 
fomentan la democracia.  
 
 Visión democrática y dinámicas de decisión: las metodologías 
democráticas presentes en la figura territorial campesina en Colombia, se 
caracterizan  por ser procesos horizontales entendidos como el ejercicio del 
poder desde la base  por medio de la participación activa de los 
campesinos, en este caso. Cada proceso ha diseñado y construido los 
medios y las estructuras de decisión, que permita su participación acorde  
al modelo social y económico que están creando los campesinos en sus 
territorios cuyas dinámicas de democracia no se limitan al ámbito político. El 
objetivo es entonces, que las comunidades campesinas dirijan su propio 
modelo social expresado en las ZRC que solo podrán sostenerse y 
reproducir su sentido a lo largo de la historia con la participación constante 
y permanente de sus sujetos sociales. Un ejemplo claro  es el rol 
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fundamental  y directo que tienen las organizaciones sociales en el proceso 
de constitución de las Reservas campesinas.    
 
 Papel participación: en este punto el bien personal y el bien social 
constituyen  elementos vitales en las ZRC, debido a que en ellas se 
presenta un hecho de reconocimiento de la propia privada basada en la 
UAF, sin embargo esto no representa un obstáculo para fortalecer el bien 
social puesto que  en los procesos de constitución se va desarrollando a 
partir de una filosofía colectiva y trabajo comunitaria desde la formulación 
tanto de la petición como de los PDS de estas zonas.  
 
 Dimensión humana: este principio se haya expresado en la figura, al ser 
está una solución pertinente para garantizar los derechos de los 
campesinos, sus modos de vida, permitiendo la protección efectividad de 
los derechos sociales, económicos y culturales de los campesinos, así 
como la participación en las instancias de planificación y decisión 
regionales-nacionales con un enfoque de derechos humanos, para evitar  el 
auge de ciertas problemáticas que lleguen afectar a los campesinos de las 
reservas. Es así, que la democracia que se desarrolla allí no implica una 
separación de la política y la vida, sino que se fundamenta a partir de una 
relación permanente entre las dos, prueba de ello es la formulación de 
políticas de DD.HH que integran los PDS.   
 
 Bienes Comunes: Es primordial entender que la construcción democrática 
del territorio es organizada y reproducida, por las relaciones y clases 
sociales que ejercen el control sobre él; creando varios tipos de territorios 
que se consolidan por medio de políticas que forman diferentes modelos de 
desarrollo que causan impactos socioterritoriales produciendo conflictos 
permanentes por el control de los recursos materiales e inmateriales de los 
territorios, generando contextos de expropiación, extracción y concentración 
sobre dichos recursos y espacios de socialización de las comunidades 
campesinas. En este orden las ZRC constituyen un espectro democrático 
que  Imposibilita los monopolios y la concentración del territorio, puesto que 
es uno de los objetivos por los que fue creada esta figura en Colombia, 
convirtiéndose de esta manera en una herramienta para defender un bien 
común; como es la tierra para el campesinado.  
 
 El gobierno es: en las ZRC dependiente del ámbito veredal, local y/o 
regional. En este sentido, el territorio local es la base fundamental sobre la 
que se cimenta la estrategia de gobierno de las zonas, de manera que a 
partir del espacio mínimo vital que es la vereda y su respectiva forma de 
organización democrática, se conforma otro niveles de relación política 
(regional, nacional e internacional) no solo entre sectores afines sino 
contrarios como lo ha venido siendo ciertas instituciones del Estado 
Colombiano. Así, la democracia directa otorga una importancia táctica y 
103 
 
estratégica a lo local, pero sin limitar la importancia de lo nacional e 
internacional. De esta manera, se comparte con la posición anterior la 
importancia por lo local, pero el resto de ámbitos no se constituyen en base 
a lo local, sino en base a diferentes sujetos ciudadanos. 
 
 Paradigma de desarrollo: de las ZRC se inscribe en el marco de la  
democracia radical ya que dentro de los PDS se expresan modelos de 
sociedad divergentes a la sociedad hegemónica, que buscan crear planes 
de desarrollo, donde más que privilegiar las dinámicas productivistas, 
economicistas y capitalistas; se desarrollas planes de vida con enfoques en 
economía solidaria, DD.HH y representaciones socioculturales de los 
campesinos, para así concretar una participación  directa en el modelo 
socioeconómico que garantice los recursos necesarios para la participación 
comunitaria, en aras de formar una cultura de participación en el campesino 
como sujeto de derechos.  
 
Aunque, el modelo o mejor los modelos de democracia que se expresan en las 
diversas  ZRC  no ha sido ni será por lo menos en la condiciones actuales del país 
un pacto social entre las organizaciones campesinas y la élites gobernantes, sino 
un proceso popular y directo de los pobladores rurales como sujetos políticos 
colectivos, por sus derechos universales, donde las formas cotidianas de 
solidaridad han sido cruciales para la formación de espacios de deliberación, para 
garantizar  gobernabilidad en los territorios campesinos. Al respecto se puede 
determinar que la democracia del Estado Colombiano solo podrá estar 
garantizada, solo se podrá  materializar a partir del reconocimiento de diversas 
fuerzas y procesos socioterritoriales que han construido históricamente sus 
procesos de territorialidad y relaciones de poder al interior del Estado, practicando 
y trasmitiendo formas de participación  democrática mediante la construcción de 
nuevos espacios constituyentes para las organizaciones campesinas que se ha 
venido ocupando directa y plenamente de la gestión de sus vidas, ante la ausencia 
estatal.  
 
4.6 El campesino como sujeto político y cultural en las ZRC. 
 
4.6.1 El sujeto político en las ZRC: partiendo de lo anteriormente analizado y de 
los capítulos que conforman el presente trabajo,  se puede dimensionar la manera 
en que las ZRC contribuyen al reconocimiento del campesino como sujeto político 
en Colombia. Desde la identificación de los hechos del contexto rural que han 
posicionado el desconocimiento de estos pobladores rurales, pasando por el 
análisis histórico, jurídico y caracterizando las diferentes perspectivas de sectores 
sociales sobre está figura, se ha tenido como eje fundamental evidenciar la 
importancia que han tenido, tienen actualmente y tendrá esta figura territorial en el 
reconocimiento  político y cultural de estos sujetos rurales, es por ello que es 
importante definir algunos puntos. Al respecto Juliana Cuenca precisa:   
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“El carácter político que tiene la figura de ZRC es que haya un proceso fuerte organizativo 
en la zona en ese territorio para poderle dar el perfil a la ZRC como un proceso propio de 
las comunidades sino realmente no cumple un papel que vaya a favor del campesinado 
como un actor valido y legitimo del territorio el papel de las ZR yo creo que va como en 
doble sentido el proceso organizativo qué papel juega en el impulso de las ZRC y  
también como pueden fortalecer impulsar y configurar procesos organizativos entorno a la 
constitución de una ZRC digamos que eso puede variar en el territorio pues hay regiones 
donde los procesos organizativos son históricos y la bandera de lucha en el camino ha 
sido una de las banderas de lucha de la ZRC y logran constituir su ZRC o logran avanzar 
en la ZRC por la fortaleza organizativa que tiene su lucha histórica en el territorio pero 
también al contrario la las comunidades frente a sus problemáticas frente al abandono del 
estado frente a todos los conflictos que pueden tener al interior de estos territorios ven la 
figura de una ZRC como una alternativa para empezar a organizarse y para empezar a 
gestionar la defensa y  la permanencia de su territorio entonces las dos cosas una cosa 
no va primero que la otra si no  que depende de las particularidades de las comunidades y 
del proceso organizativo pero también tanto un proceso puede fortalecerse por la figura 
como la figura puede ser un motivo para empezar a organizar el territorio y organizarse 
las comunidades entonces creo que ese es el papel que juega tanto el proceso 
organizativo como la figura como tal” 113 
 
Es así que las Reservas campesinas se están configurando  en el país en un 
movimiento organizativo orgánico y no coyuntural  de índole nacional, surgido de 
unas relaciones sociales entre comunidades campesinas ligadas a una  estructura 
social que les ha sido desfavorable al momento de desarrollo sus fuerzas 
materiales y simbólicas de reproducción cultural y política como   grupos o clase 
social subalterna. De modo que, las ZRC han sido fundamentales en las 
disposiciones políticas del campesinado como clase social que disputa el poder 
por el control de los territorios, en aras de materializar y dinamizar en el espacio y 
el tiempo el reconocimiento de la Declaración de los Derechos de estas 
comunidades rurales  en Colombia, es decir las ZRC constituyen el momento 
sucesivo de las relaciones o vínculos sociales definidas por Gramsci como 
fuerzas:  
“Un momento sucesivo es la relación de las fuerzas políticas; es decir, la valoración del 
grado de homogeneidad, autoconciencia y organización alcanzado por los diferentes 
grupos sociales. Este momento, a su vez, puede ser analizado y dividido en diferentes 
grados que corresponden a los diferentes momentos de la conciencia política colectiva, tal 
como se manifestaron hasta ahora en la historia.”114 
En síntesis uno de los elementos primordiales en términos políticos de las ZRC se 
haya presente en el proceso organizativo que esta figura ha representado para el 
movimiento social colombiano; una de las formas más apropiadas de entender la 
importancia de las ZRC en la constitución del campesino como sujeto de derecho, 
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específicamente en términos políticos  se ha abordado de manera específica en 
los puntos desarrollados anteriormente, en aspectos tales como la aprehensión 
política del territorio desde la dinámicas del ordenamiento territorial, así como 
procesos de organización y creación de movimientos sociales (socioterritoriales) a 
partir del cual estos sujetos sociales han venido dinamizando una disputa por el 
control social, político, económico y cultural de sus espacios vitales de vida, a 
través de escenario de  formación del campesino como sujetos, expresado en el 
transcurso de los procesos de creación de las Reservas campesinas, 
manifestación de esa conciencia política colectiva.  
 
4.6.2 Las ZRC y su importancia cultural: para entender la dimensión de esta 
figura respecto a la cultura campesina, es importante  estar  de acuerdo con los 
derechos territoriales de esta población lo que implica reconocer profundamente 
sus formas culturales y sociales, ya que a través de esté es que las comunidades 
dan continuidad a su diversidad social y cultural; es por ello que en el marco de un 
nuevo contexto territorial se presenta la posibilidad  del cumplimiento por parte del 
Estado de  la Declaración de los Derechos proclamados recientemente y la 
sentencia T-763 de 2012, donde la Corte Constitucional expresa la necesidad de 
que se reconozca la cultura campesina y sus territorios.   
 
Existe una relación intrínseca entre los conceptos de tierra y territorio: la tierra hace 
alusión a la base física de un asentamiento humano, mientras que el territorio hace 
referencia a las relaciones espirituales, sociales, culturales, económicas, entre otras, que 
construyen las personas y las comunidades alrededor de la tierra. 
 A partir del reconocimiento de la importancia de tales relaciones, la jurisprudencia 
constitucional ha reconocido que en el caso de los pueblos indígenas y tribales, y las 
comunidades afrodescendientes, el derecho al territorio es un derecho fundamental. Sin 
embargo, tal relación existe también entre los campesinos y el espacio físico en el cual 
desarrollan sus labores diarias. Esa relación hace parte de las particularidades de la 
cultura campesina (…) La tierra y el territorio son necesarios para el desarrollo de la vida y 
la cultura de la nación, teniendo en cuenta que el conflicto armado que vive el país tiene 
sus raíces profundas en el problema agrario. En este sentido, garantizar el derecho al 
acceso a la tierra de la población rural, contribuiría a la realización de sus proyectos de 
vida. En otras palabras, es importante el reconocimiento de la cultura campesina del país 
y de la necesidad de proteger su acceso a la tierra y al territorio, y con ello, su forma de 
vida culturalmente diferenciada. Dicho reconocimiento trasciende la formalización de 
títulos y enaltece la labor de los campesinos/as como fundamental en el desarrollo del 
país 115  
 
Se entiende entonces que las ZRC como figura territorial,  forma parte integral de    
la recuperación y valoración de la cultura de las comunidades rurales, que se 
expresa esencialmente en su economía campesina, forma de vida culturalmente 
diferenciada. Como se había mencionado una característica principal, es que no 
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se limita a una simple concepción de la economía política, sino que a su vez tiene 
un significado cultural, al tener una relación con la tierra y el territorio, así como es 
fundamental para organizar la vida cotidiana de las comunidades, puesto  que 
representa un sistema socioeconómico y cultural de producción-consumo, basado 
en el trabajo familiar que se articula a los modos de vida de los pobladores rurales.  
En este orden de ideas se puede apreciar los planteamientos de Karl Polanyi116 
quien establece la economía como un proceso instituido de interacción entre los 
sujetos, comunidades y su entorno, cuyo resultado es el abastecimiento de medios 
materiales que satisfacen las necesidades específicas de los grupos sociales; en 
este sentido para Polanyi históricamente, la economía de las comunidades y 
sociedades más diversas han mantenido la actividad económica integrada a las 
lógicas de las relaciones sociales, culturales y políticas que las constituyen, y no 
como un ente desligado de la vida cotidiana. Dicho de otra manera, la integración 
de la economía a los sistemas social y cultural implica institucionalizar las 
actividades de producción, distribución, circulación y consumo de sus miembros 
de manera que mantenga su cohesión y reproduzca sus bases materiales y 
simbólicas  lo que permite la continuidad histórica del campesino, al estar su 
economía reencastrada y representada socioculturalmente, lo que dinamiza la  
posibilidad de permanecer como sujetos sociales, políticos y culturales en la 
nación colombiana. 
De esta manera las economías campesinas se caracterizan, en primer lugar por 
estar ligadas al control que pueden llegar a ejercer los campesinos sobre el 
territorio, puesto que dicha economía se mueve y reproduce social y 
culturalmente, desde los espacios locales donde la solidaridad o cooperación es 
otro de los elementos importantes, generando  instituciones socioculturales donde 
el trabajo familiar, los alimentos  aportan al bien común de la población. En 
segundo lugar, esta economía crea instituciones sociales que poseen mecanismos 
de participación y socialización de las relaciones sociales entorno a la propiedad 
privada y colectiva de las ZRC, así como  de los recursos y la autonomía política; 
en tercer lugar está viabiliza la soberanía alimentaria definida por Vía 
Campesina117 como el derecho de los pueblos a alimentos nutritivos y 
culturalmente adecuados, accesibles, producidos de forma sostenible y ecológica, 
y su derecho a decidir su propio sistema alimentario y productivo, defendiendo los 
intereses y estableciendo estrategias para resistir al modelo del libre comercio, 
siendo así un sistema  alimentario que da prioridad a las economías locales 
reconociendo y otorgando  poder a la agricultura familiar y los procesos 
                                                          
116
 POLANYI, Karl. La gran trasformación: critica del liberalismo económico. Madrid: Ediciones de la Piqueta, 
1989. 471 p.  
117
 VIA CAMPESINA. Declaración de  Nyéléni, Selingué, Mali 2007.  
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agroecológicos. Según el informe del Relator Especial del Derecho a la 
Alimentación118 las iniciativas agroecológicas de los campesinos de 57 países 
estudiados lograron aumentar el promedio de producción de alimentos, con una 
característica adicional son labriegos rurales que posees una proporción pequeña 
de tierra, lo que da validez a los planteamientos de  Berry quien considera a la 
pequeña agricultura como el modelo pertinente para garantizar un mundo rural 
más productivo y justo en contraste con el discurso oficial que le da mayor valor a 
las grandes extensiones agrícolas. En este sentido las ZRC cuya base de 
distribución equitativa de la tierra es la UAF y donde la agroecología constituye un 
plan político, adquieren y representan una forma de reconocer, respetar, afirmar y 
dinamizar la diversidad de formas de vida y producción agroecológica campesina 
que permitirían garantizar el aumento del porcentaje de alimentos y la justicia 
social en el campo colombiano.   
 
Es así que la economía campesina, se circunscribe  en un proceso histórico-
cultural que en cualquier caso, se caracteriza no solo por lo anterior, sino por ser 
la expresión  de los conocimientos, prácticas y aprendizajes construidos por medio 
de los procesos propios de cada uno de los contextos sociales, que han podido 
emerger nuevamente en las ZRC, reconociendo así una forma de resistencia 
cultural y contrahegemonía, donde la resignificación sociocultural de este tipo de 
economía es la clave fundamental para la autonomía frente a los modelos de 
desarrollo agroindustrial, que ha generado la actual crisis del mundo rural, así 
como para el reconocimiento del campesino como sujeto político y cultural; al 
respecto Guillermo expresa:  
 
“Nosotros pensamos que gracias a que vaya surgiendo las reservas campesinas puede 
empezarse a formar ese campesinado que tiene conciencia de estamento de clase que 
sabe el papel historico que ha jugado en la formación por ejemplo de Colombia y America 
Latina y a la vez el reconocimiento historico implica el reconocimiento cultural porque el 
campesinado es un crisol de cultura es el gran valor del campesinado, y en el 
campesinado esta sumada las culturas andinomazonicas, las culturas mesoamericanas,  
las culturas europeas, y las culturas africanas entonces desde ese punto de vista es una 
fuente desde el punto de vista  de la sustentabilidad llamelo asi cultural es decir es un 
aporte si esas zonas de reserva campesina empiezan a generar esa dinamica que 
estamos hablando de reconocimiento historico y de reconocimiento cultural sobre esas 
zonas se podra construir la primera nacionalidad colombiana”119 
Lo sujetos de las ZRC, frente a las lógicas del proyecto civilizatorio de la 
modernidad, constituyen un referente político y cultural organizado, orientado a la 
satisfacción de las necesidades básicas personales y colectivas mediante una 
                                                          
118
 CONSEJO DE DERECHOS HUMANO (ONU). Informe del Relator Especial sobre el derecho a la 
alimentación, Sr. Olivier De Schutter. 20 de diciembre de 2010. 24 p.   
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relación sustentable y política con su territorio; por lo tanto es primordial que el 
Estado, la sociedad en general diseñen junto a los pobladores rurales un conjunto 
de políticas económicas, sociales y culturales que integren no solamente estas 
economías de carácter sociocultural gravemente afectadas por la contradicción y 
tensión que estas tienen con las propuestas estatales,  (la ganadería extensiva, la 
agroindustria capitalista, las economías extractivas) sino que reconozca 
igualmente el rol histórico del campesino dentro los anales de la nación 
colombiana como el sujeto colectivo que resume la nacionalidad colombiana, pues 
al fin es él; la expresión del crisol cultural que caracteriza al pais.  
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5. Conclusiones.   
 Las Fallas de reconocimiento del campesino Colombiano, son el resultado 
de un Régimen social y político cuyo modelo económico de índole 
capitalista ha creado un discurso de desconocimiento y desvalorización, en 
tres aspectos principalmente la despolitización entendida, como la ausencia 
de reconocimiento político generando una negación del estatus político, así 
como la ausencia de una diferenciación cultural. Y por la exclusión de la 
estructura social y económica de los campesinos, que no  garantiza la 
reproducción de los intereses del modelo económico capitalista; en este 
sentido se ha pretendido involucrarlos dentro de las dinamicas del modelo 
por medio de politicas estatales que tienen convertir al empresario en el 
actor fundamental del mundo rural por un lado, asi como politicas que se 
enfocan hacia la tecnificacion agroindustrial, que representa un elemento 
tàctico fundamental para las dinamicas capitalistas ya que consiste en 
convertir a los campesinos prosumidores; en campesinos consumidores de 
insumos y alimentos, optando  por la desagrarización y descampenización 
del mundo rural, para entregarlo a las agroindustrias, es por ello que el 
Estado no  ha reconocido al campesino como sujeto político y cultural.  
 
 Los procesos de ZRC son una creación histórica, propia y autónoma de los 
campesinos de algunas regiones del país,  surgen como respuesta a las 
condiciones materiales desfavorables del mundo rural colombiano; 
igualmente su formación y constitución  parte de los contextos sociales, 
culturales, económicos y políticos diversos representando una figura de 
participación política del campesino siendo este el actor primordial e 
inalienable para garantizar las dinámicas dentro del proceso de las ZRC; lo 
que genera escenarios palpables para que el campesinado de las ZRC no 
solamente se constituya en un sujeto político individual sino colectivo. 
 
 Las ZRC son un campo en disputa que evidencia la lucha de clases, puesto 
que cada una de las vertientes  en confrontación tienen su perspectiva de lo 
que debería ser el territorio y por consiguiente las Reservas Campesinas en 
el ámbito territorial, político, económico, social y cultural. El territorio es así, 
un  escenario de relación entre las fuerzas de las clases sociales, donde se 
constituyen  espacios de poder y  control sobre la tierra y el territorio que 
generan un poder político; en el caso colombiano se orienta por las políticas 
monopólicas del territorio capitalista, que excluye a quienes carecen de 
poder político y al mismo tiempo trata de dominar y destruir los territorios 
campesinos, esto refleja un escenario de reflujo y contraflujo en lo que 
respecta al desconocimiento y reconocimiento del campesino como sujeto 
de derecho, es decir las posturas que se oponen a las ZRC representan el 
discurso de negación y desvalorización de la vida rural campesina en 
términos políticos, culturales y económicos, pero a su vez genera los 
procesos de formación y reconocimiento del campesino como sujeto político 
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y cultural, producto de la disputa territorial donde el campesino como sujeto 
colectivo establece su territorialización por medio de la organización política 
para luchar y disputar el territorio a los sectores hegemónicos, en el caso 
colombiano a través de las ZRC y  políticas de reforma agraria integral que 
optan por el reconocimiento del campesino y las comunidades étnicas 
rurales como los principales sujetos de derecho en el campo colombiano.  
 
 Es innegable que lo territorial por sí solo no es suficiente, ya que en él se 
deben organizar formas diferentes de hacer política donde la comunidad y 
los campesinos con derechos se expresen como el constituyente primario; 
en el cual reside el poder de decisión sobre sus formas de vida   distintas a 
las planteadas por los entes estatales, donde la autonomía territorial es 
imprescindible para garantizar el control  material y simbólico del territorio  
para todos y todas. De igual forma, es necesario establecer que los 
territorios son fundamentales en la lucha política por un nuevo modelo de 
sociedad en términos estratégicos, dado que  se trata de crear territorios  
donde se garanticen y reconozcan los derechos de sujetos sociales, 
políticos y culturales desvalorizados históricamente por las dinámicas del 
modelo en todas sus dimensiones, lo que ha llevado al proceso organizativo  
de estos sujetos en  movimientos socioterritoriales de resistencia.  
 
 Las  ZRC representan una forma de reordenar el panorama geopolítico del 
país al establecer un nuevo ordenamiento territorial que da un espacio a la 
democratización del Estado; es preciso señalar que las ZRC deben 
considerarse como una reforma agraria con un enfoque territorial, cuyo 
propósito es regular y ordenar la ocupación de las tierras baldías y 
consolidar los territorios campesinos;  estabilizando la economía campesina 
y evitando la concentración de la tierra que provoca el surgimiento de 
poderes y clases políticas que coaptan los escenarios democráticos de las 
regiones a partir de su control territorial y posesión de tierras.  
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